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Resumen 

 

En la era de la revolución de la información y las nuevas tecnologías de las comunicaciones se han 

abierto oportunidades para fortalecer los diversos ámbitos de la administración de justicia, pero 

también se han generados nuevos restos frente al uso de herramientas tecnológicas asociados al 

debido proceso. En Colombia, se expidió la Ley 2213 de 2022, la cual establece la vigencia 

permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020, adoptando medidas para implementar las 

tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales. Esta 

transformación ocurrió en Colombia tras la pandemia Covid-19, al igual que en otros países como 

Brasil o Argentina, donde se venía implementando la notificación judicial vía WhatpApp desde 

antes, pero se consolidó después de la emergencia sanitaria, siendo estas naciones ejemplos 

prominentes de cómo las notificaciones judiciales virtuales pueden ser implementadas con éxito y 

efectividad. En este sentido, la presente investigación busca analizar los retos y oportunidades de 

la notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, a través del análisis comparado de las 

experiencias de Brasil y Argentina frente a las garantías del debido proceso y el derecho de 

contradicción. Así, el resultado de este trabajo permite identificar las buenas prácticas aplicables al 

contexto colombiano y los principales desafíos de la notificación judicial virtual para aportar a la 

mitigación de posibles riesgos en el marco del uso de nuevas tecnologías, contribuyendo a la 

construcción de soluciones para lograr una aplicación adecuada del marco normativo vigente. 

Palabras clave: notificación judicial, tecnología, debido proceso, contradicción.   

 

  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_0806_2020.html#INICIO
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Abstract 

 

In the era of the information revolution and new communications technologies, opportunities have 

opened up to strengthen the various areas of the administration of justice, but new challenges have 

also been generated regarding the use of technological tools associated with due process. In 

Colombia, Law 2213 of 2022 was issued, which establishes the permanent validity of Legislative 

Decree 806 of 2020, adopting measures to implement information and communications 

technologies in judicial proceedings. This transformation occurred in Colombia after the Covid-19 

pandemic, as well as in other countries such as Brazil or Argentina, where judicial notification via 

WhatsApp had been implemented before, but was consolidated after the health emergency, these 

nations being prominent examples of how virtual judicial notifications can be implemented 

successfully and effectively. In this sense, this research seeks to analyze the challenges and 

opportunities of judicial notification through WhatsApp in Colombia, through the comparative 

analysis of the experiences of Brazil and Argentina regarding the guarantees of due process and 

the right of contradiction. Thus, the result of this work allows us to identify good practices 

applicable to the Colombian context and the main challenges of virtual judicial notification to 

contribute to the mitigation of possible risks within the framework of the use of new technologies, 

contributing to the construction of solutions to achieve an adequate application of the current 

regulatory framework. 

Keywords: virtual notification, technology, due process, contradiction. 

  



13 
 

INTRODUCCIÓN 

 

El famoso pensador griego presocrático Heráclito de Éfeso afirmaba que lo único constante 

en el mundo es el cambio, por ello, Plantón le atribuía la expresión Panta rei, usada en la frase 

“Ningún hombre se sumerge dos veces en el mismo rio” (Diels y Kranz, 2004, p. 22), es decir que 

todo en el mundo se encuentra en constante cambio. Esta frase ha tomado relevancia en el XXI 

debido al continuo surgimiento de nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones que 

constantemente impactan las dinámicas sociales a nivel global. Mena (2021) menciona que, “Según 

las últimas estimaciones de la UIT, 4.900 millones de personas utilizan actualmente internet, frente 

a los 4.100 millones de 2019” (p. 1), lo cual evidencia un aumento significativo de los usuarios de 

internet en el mundo durante los últimos años (ver Figura 1). 

Figura 1. Número de personas que utilizan internet en todo el mundo 

 

 

Nota. La información de la figura fue generada por la Unión Internacional de Telecomunicaciones 

(UIT) y publicada por Mena (2021) en un artículo digital para la plataforma Statista.  
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Este impactante crecimiento en el uso del internet es resultado del posicionamiento de las 

nuevas tecnologías de la información, las cuales cambian permanentemente las dinámicas sociales, 

en especial las formas de comunicación entre los seres humanos. Así, la revolución tecnológica 

incide en todas las esferas de la vida, incluyendo al derecho, donde, cada vez, se implementan 

nuevas tecnologías que buscan facilitar el desarrollo de los procesos jurídicos y contribuir a una 

mayor protección de los derechos de las personas en el marco del sistema judicial.  

Ahora bien, la notificación judicial, es un acto procesal de suprema importancia pues 

materializa diversos derechos constitucionales y principios propios del derecho procesal, por 

ejemplo, la publicidad de las actuaciones, el debido proceso, establecido en el artículo 29 de la 

Constitución Política (en adelante CP), y el acceso a la justicia (artículo 229 de la CP). Así mismo, 

la notificación judicial garantiza el derecho a la defensa y la contradicción (impugnar las decisiones 

de los administradores de justicia). Este acto procesal se ha venido fortaleciendo en Colombia de 

cara a las nuevas tecnologías de la información las comunicaciones, recientemente entró en 

vigencia la Ley 2213 de 2022, antes Decreto 806 de 2020, donde se adoptan medidas para realizar 

la notificación judicial de forma virtual con el fin de aportar a la celeridad, publicidad y economía 

procesal en garantía del derecho fundamental al debido proceso. En relación a esto, la Corte 

Constitucional, en su Sentencia C-420 de 2020, sostuvo que: 

En particular, respecto de la notificación por correo, incluido el electrónico, ha indicado 

que esta vía de notificación representa un mecanismo adecuado, idóneo y eficaz para 

garantizar el principio de publicidad y el derecho al debido proceso, en tanto se considera 

una manera legítima de poner en conocimiento de los interesados la existencia de un 

determinado proceso o actuación administrativa. Además, porque esta vía de comunicación 

agiliza la administración de justicia y favorece el principio de convivencia pacífica 

dispuesto en el Preámbulo de la Constitución. (p. 2) 
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Sin embargo, la notificación judicial virtual no se limita al uso exclusivo del correo 

electrónico, sino que acoge otras tecnologías como la aplicación de mensajería instantánea 

WhatsApp. En este sentido, en el  2022 se conoce la Sentencia STC16733-2022 de la Corte 

Suprema de Justicia: 

El accionante, solicita la protección de su derecho al debido proceso, el cual considera 

vulnerado, en el proceso de custodia, cuidado personal, fijación de cuota alimentaria y 

visitas, por él adelantado en contra de su ex esposa y madre de sus hijos, con la decisión del 

Juzgado 2.° de Familia de Bucaramanga, que deniega su solicitud de tener por notificada a 

la demandada, del auto admisorio, al considerar que no se aportó constancia o acuse de 

recibo y apertura por la pasiva, de los mensajes de datos para entender efectuada una debida 

notificación, e igualmente manifestó que los pantallazos allegados, eran insuficientes para 

demostrar la idoneidad de los medios de notificación escogidos; así como, la falta de 

ritualidad endilgada a las comunicaciones de WhatsApp para ser consideradas mensaje de 

datos. (Corte Suprema de Justicia, STC-16733, 2022). 

Así mismo, las estadísticas muestran un aumento en el consumo de WhatsApp en el mundo, 

según el Global Overview Report esta aplicación sumó más de “2.000 millones de usuarios” 

(Galeano, 2024, párr. 20) para el año 2023 y, según Galeano (2024), las personas alrededor del 

mundo pasan un promedio de 17 horas y 6 minutos en la plataforma, lo cual representa un 71% del 

día.  

En este contexto, surge la necesidad de estudiar los contextos, legislaciones, casos, 

similitudes y diferencias de Colombia, Brasil y Argentina, ya que Brasil es de los países con más 

experiencia en materia de notificación judicial vía WhatsApp, con antecedentes desde el año 2016, 

mientras que Argentina es de los países con mayor cantidad de sentencias que hicieron uso de esa 

forma de notificación, de tal forma que se puedan identificar retos y buenas prácticas aplicables al 
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contexto colombiano que mitiguen el riesgo de afectar derechos constitucionales asociados al 

debido proceso y el derecho de contradicción. Al respecto, surge la pregunta ¿Cuáles son los retos 

y oportunidades de la notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, a partir de las 

experiencias de Brasil y Argentina frente a las garantías del debido proceso y el derecho de 

contradicción?  

Dicho esto, la presente investigación tiene el objetivo general de analizar los retos y 

oportunidades de la notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, a través del análisis 

comparado de las experiencias de Brasil y Argentina frente a las garantías del debido proceso y el 

derecho de contradicción. Para el logro de tal fin, se desarrollan cuatro objetivos específicos: 

primero, identificar los fundamentos teóricos de las garantías del debido proceso y el derecho de 

contradicción en materia de notificación judicial; segundo, examinar el contexto jurídico, la 

legislación y los casos relevantes de notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, Brasil 

y Argentina; tercero, comparar las experiencias de notificación judicial a través de WhatsApp en 

Colombia, Brasil y Argentina de cara a los fundamentos teóricos del debido proceso y el derecho 

de contradicción; y cuarto, determinar cuáles son las mejores prácticas aplicables al contexto 

colombiano y los principales desafíos de la notificación judicial virtual. 

Llegando a este punto, es propicio mencionar que la presente investigación presenta 

importantes aportes, pues la información resultante podrá servir de guía al legislativo para abordar 

futuras normas que fortalezcan la notificación judicial en el marco del uso de nuevas tecnologías 

foráneas al derecho, pero encaminadas a proteger y mejorar las garantías procesales establecidas 

en el ordenamiento jurídico. Al respecto, la Corte Constitucional ha evidenciado la necesidad de 

que los investigadores jurídicos aborden la materia de las nuevas tecnologías desde un punto de 

vista crítico y propositivo que contribuya al fortalecimiento del derecho procesal y el 

funcionamiento de la administración de la justicia. En la Sentencia SU-355 de 2022 dicha 
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Corporación identifica la importancia de incorporar nuevas tecnologías al servicio de la 

administración de justicia, con énfasis en: 

“(i) «la formación, conservación y reproducción de los expedientes»; (ii) «la comunicación 

entre los despachos», y (iii) «a garantizar el funcionamiento razonable del sistema de 

información». Además, ordena que «[l]os procesos que se tramiten con soporte informático 

[garanticen] la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 

ejerce, así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter 

personal que contengan en los términos que establezca la ley».” (Corte Constitucional, 

Sentencia SU-355 de 2022, p. 49) 

De esta forma, es acorde a las necesidades de investigación y desarrollo mencionadas por 

la Corte Constitucional y aporta conocimientos relevantes para la aplicación de las nuevas 

tecnologías de la información y las comunicaciones en la práctica procesal de la notificación 

judicial virtual.  

Por otro lado, frente a los aportes teóricos del presente texto, Sartori (1998) afirmaba que 

los procesos tecnológicos, al momento de su aparición, suelen ser temidos o rechazados debido a 

que la innovación incomoda al cambiar el orden constituido. En relación a ello la presente 

investigación brinda luces teóricas a la implementación de aplicaciones como WhatsApp en la 

notificación judicial, dando mayor soporte y fundamentación a los cambios que conlleva el uso de 

nuevas tecnologías en el campo del derecho de contratación y el debido proceso.  

En tercer lugar, esta investigación aplica la metodología comparada en el ámbito jurídico, 

lo cual no es común debido a la complejidad de comprar contextos jurídicos disimiles, pero amplía 

el campo de visión frente a las posibles soluciones ante los retos que suponen las nuevas tecnologías 

en materia procesal. La metodología comparada en derecho ha sido una materia teórica poco 

abordada, de hecho, “la expresión derecho comparado es relativamente reciente, no tiene más de 
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ciento cincuenta años, y desde que es empleada los autores no se han puesto de acuerdo sobre su 

contenido” (Pazos, 2004, p.8), por lo cual, este trabajo investigativo brinda aportes metodológicos 

para nuevos usos de la metodología comparada dando como resultado el abordaje, no solamente 

de los fenómenos jurídicos,  sino también de las posibles herramientas para dar solución a vacíos 

y retos prácticos. 
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CAPÍTULO I. FUNDAMENTOS TEÓRICOS DEL DEBIDO PROCESO Y EL 

DERECHO DE CONTRADICCIÓN 

En este capítulo se abordarán los conceptos de debido proceso y derecho de contradicción, 

los cuales son pilares fundamentales para garantizar la justicia y la equidad en la resolución de 

conflictos ya que permite que las partes involucradas en el litigio tengan la oportunidad procesal 

de presentar sus argumentos y pruebas, así como de refutar las alegaciones en su contra. Para 

identificar los fundamentos teóricos de las garantías del debido proceso y el derecho de 

contradicción en materia de notificación judicial se recurrirá a diversos autores  y conceptos, lo 

cual será fundamental para que posteriormente se ubique la presente investigación dentro del 

sistema codificado colombiano y luego se posibilite el ejercicio comparado con Brasil y Argentina.  

Dicho esto, el debido proceso es un concepto amplio que abarca un gran conjunto de 

garantías procesales tendientes a proteger derechos individuales; mientras que el derecho de 

contradicción es una manifestación específica del proceso que permite que las partes afectadas 

tengan la oportunidad de expresar sus puntos de vista antes de la decisión judicial. Por lo cual, en 

este apartado se realiza un examen de los conceptos mencionados desde la teoría del gobierno 

limitado, la libertad individual, el contrato social y la administración de justicia, la ética y la teoría 

del derecho natural, la teoría del derecho positivo, la justicia procedimental y la  importancia de 

los derechos individuales. 

Así, se observará que a lo largo de la historia  diversas teorías jurídicas han intentado 

delimitar los alcances del debido proceso y el derecho de contradicción, dando cabida o no a la 

aplicación de nuevas prácticas tales como la notificación judicial a través de WhatsApp, abordando 

desde el iusnaturalismo hasta el iuspositivismo y el realismo jurídico.  
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De esta forma, este capítulo explora las diferentes corrientes de pensamiento que han 

influido en la aplicación del debido proceso y el derecho de contradicción, recurriendo a autores 

como John Locke, John Stuart Mill, Thomas Hobbes, Immanuel Kant, Hans Kelsen, Lon Fuller y  

Joseph Raz con el objetivo de llegar a un acuerdo en el ámbito académico en torno a las 

características clave de las herramientas de notificación judicial para el logro de las garantías del 

debido proceso y el derecho de contradicción.  

Además, se abordarán las críticas y contradicciones a las teorías y conceptos de los autores 

mencionados anteriormente para tener presentes los vacíos de esa forma de entendimiento, así 

como los posibles problemas y soluciones que surgen en el marco de la notificación judicial. Esto 

debido a que la aplicación práctica del debido proceso y el derecho de contradicción enfrenta 

numerosos desafíos en el contexto contemporáneo, por ejemplo, la globalización, la digitalización, 

así como la creciente complejidad de los litigios. Así pues, se describirán brevemente las críticas 

sobre el optimismo en el debido proceso, el liberalismo extremo y descuido procedimental, la 

concentración de poder y la falta de balance, el formalismo excesivo, el enfoque en el 

procedimiento o en la protección de derechos formales en detrimento de la justicia distributiva y 

social.  

Para el logro de estos fines, se hará uso del método histórico y explicativo  de tal forma que 

se genere un análisis detallado de los diferentes conceptos de lo cual se extrae la información más 

importante para identificar los elementos más relevantes de un instrumento de notificación judicial.  

1.1. La notificación judicial en derecho procesal civil 

Muchos autores contemporáneos sostienen que “En una era donde el flujo de información 

es continuo y omnipresente, el escepticismo se convierte en una herramienta necesaria para 

navegar por el gran volumen de datos que encontramos a diario” (Bauman y Lyon, 2013, p. 95), 
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esta cita ilustra una situación donde, por ejemplo, Juan, siendo microempresario, recibe un mensaje 

de WhatsApp de un número desconocido, donde se le adjunta un documento de notificación 

judicial relacionado con un litigio en materia civil con un inversionista. Juan se siente confundido 

y escéptico acerca de la autenticidad de la notificación recibida por esa vía pues piensa que solo 

los documentos entregados personalmente o por correo certificado tienen validez legal. Sin 

embargo, el mensaje allegado explica que a partir de la Ley 2213 de 2022 y la vigencia permanente 

del Decreto Legislativo 806 de 2020, las notificaciones judiciales pueden enviarse por cualquier 

medio electrónico para agilizar el proceso, a pesar de ello Juan interpreta el mensaje como una 

estafa, aun cuando el despacho insiste en la validez y legalidad del procedimiento. Estas son el 

tipo de problemáticas a las que podría enfrentarse la notificación judicial por WhatsApp si no se 

aplican las debidas diligencias que aseguren las garantías procesales y el derecho de contradicción.  

Así, en el contexto actual, donde la tecnología tiene un rol cada vez más importante en la 

cotidianidad, cualquier persona podría recibir una notificación judicial a través de medios 

electrónicos como WhatsApp, pero también se generan desafíos en términos de la aceptación e 

interpretación por parte de los destinatarios, entre otras circunstancias. En el ejemplo de Juan su 

desconfianza inicial refleja una interpretación válida basada en su experiencia práctica como 

comerciante y pocos conocimientos legales previos. Este contraste evidencia que los actos 

jurídicos como la notificación judicial pueden quedar en entredicho si no se conjugan una serie de 

características que aseguren la efectividad del medio de comunicación.  

El Consejo de Estado (2014) menciona que “La notificación es el acto mediante el cual se 

pone en conocimiento de los sujetos procesales el contenido de las providencias que se produzcan 

dentro del proceso, y tiene como finalidad garantizar los derechos de defensa y de contradicción 

como nociones integrantes del concepto de debido proceso” (p. 9)., en este sentido, la notificación 
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tiene una suerte de doble funcionalidad, por un lado, garantiza el debido proceso al asegurar que 

las partes conozcan las actuaciones procesales y tengan la oportunidad de intervenir desde su 

postura; y, por otro lado, posibilita la contradicción pues al tener el conocimiento necesario la parte 

demandada puede defenderse. De allí surge la importancia de la notificación judicial pues sin esta 

comunicación sería imposible que la justicia propenda por principios superiores, tales como la 

celeridad o la eficacia, de hecho, sin ese acto no podrían empezar a correr los términos legales 

procesales.  

En este sentido, las diversas corrientes teóricas alrededor de la notificación judicial, las 

garantías del debido proceso y el derecho de contracción en su mayoría parten de los enfoques del 

iusnaturalismo, el iuspositivismo y el realismo jurídico. 

Así, según Ferrajoli (2007) “el iusnaturalismo es una doctrina según la cual existen 

principios de justicia universales e inmutables que derivan de la naturaleza humana y que preceden 

y condicionan las leyes positivas" (p. 21), es decir que desde los orígenes mismos de la filosofía 

griega, con pensadores como Sócrates, Aristóteles o Platón, hasta la filosofía medieval personajes 

como Santo Timpas de Aquino, el iusnaturalismo ha jugado un rol valioso en la evolución del 

pensamiento jurídico y moral. Asimismo, se consideraba que los principios del ámbito jurídico 

tales como la justicia o el debido proceso estaban intrínsecamente vinculados a la ley divina y que 

la razón huma los descubría y aplicaba a través del conocimiento de la naturaleza y la esencia del 

ser humano. Esta perspectiva proporcionó una base sólida para la creación de sistemas legales que 

pretendían reflejar un orden moral universal.  

Ahora bien, el iusnaturalismo renació en la época moderna con el filósofo Jean-Jacques 

Rousseau, centrándose en la idea de los derechos naturales e inalienables que toda persona poseía 

por el mero hecho de ser humano, tales como la vida, la libertad y la propiedad entre otros. Esta 
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concepción influyó decisivamente en la elaboración de los primeros documentos rectores para la 

consolidación de los derechos humanos y la independencia de varias naciones, tales como la 

declaración de independencia de los Estados Unidos , la Declaración de los Derechos del Hombre 

y del Ciudadano, entre otros.  

En la actualidad el iusnaturalismo sigue siendo una corriente relevante en debates jurídicos 

y éticos contemporáneos y es utilizado para argumentar a favor de los derechos humanos 

universales. De esta forma, el iusnaturalismo ofrece un marco teórico propicio para cuestionar 

leyes o políticas locales que se consideran injustas o violatorias de la dignidad humana. Por 

ejemplo, John Locke, desde su teoría del gobierno limitado es conocido por su defensa de los 

derechos inalienables, los cuales, en sus términos, derivan de la naturaleza humana y preceden a 

cualquier autoridad política.  

Por otro lado, Immanuel Kant, aunque es más conocido por su filosofía moral, también 

defiende los principios universales basados en la razón humana pues Kant creía que las leyes 

morales universales derivan de la razón y por lo tanto deben guiar tanto la ética como el mismo 

derecho.  

Dicho esto, otras corrientes teóricas están alineadas con otras vertientes del pensamiento 

jurídico filosófico, por ejemplo, la teórica del derecho positivo de Hans Kelsen se centra en la 

separación entre el derecho y la moral; o la teoría de la justicia procedimental en Lon Fuller, la 

cual se enfoca en los procedimientos legales más que en principios de justicia inmutables. Al 

respecto, Hart (1961) postula que el "Iuspositivismo es la teoría que sostiene que las leyes son 

reglas creadas por seres humanos y que no necesariamente deben reflejar principios morales o de 

justicia natural" (p. 185), lo cual implica que hay una separación entre el derecho y la moral, donde 
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el derecho positivo, es decir el texto escrito, se considera válido por el simple hecho de haber sido 

promulgado de acuerdo a ciertos procedimientos y autoridades.  

Así, una de las figuras más prominentes del iuspositivismo es Hart, quien argumentó que 

el sistema legal se compone de reglas primarias y secundarias. Por un lado, las reglas primarias  

son aquellas que imponen obligaciones y confieren derechos; por otro lado, las reglas secundarias 

son las que permiten la creación, modificación y adjudicación de las reglas primarias. De este 

modo, Hart enfatiza en que la legitimidad de una norma legal no solo se basa en su contenido, sino 

también en su adhesión a las reglas secundarias del sistema legal. del sistema legal.  

Otra contribución importante al iuspositivismo proviene Hans Kelsen, quien desarrolló la 

teoría pura del derecho, argumentando que el derecho debe ser estudiado y analizado de manera 

independiente a la moral o a conocimientos asociados a las ciencias sociales. Para Kelsen, el 

derecho es un sistema de normas que derivan su validez de una norma fundamental denominado 

la Grundnorm, la cual es aceptada por toda la comunidad. Esta teoría busca eliminar cualquier 

elemento subjetivo o moral del análisis jurídico, proponiendo un enfoque científico y objetivo para 

el estudio del derecho.  

Dicho esto, el iuspositivismo ha sido objeto de críticas y debates, especialmente en lo que 

respecta a su aparente indiferencia hacía la moral y la justicia, por ello, críticos como Ronald 

Dworkin han argumentado que el derecho no puede separarse por completo de la moral y que los 

principios de justicia y equidad juegan un papel crucial en la interpretación y aplicación de las 

leyes. Sin embargo, los defensores del iuspositivismo sostienen que esa separación es necesaria 

para mantener la objetividad y la claridad en el análisis jurídico, evitando que las decisiones legales 

se vean influenciadas por consideraciones morales subjetivas y potencialmente conflictivas.  
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Partiendo de las definiciones anteriores, es claro que todos los autores coinciden en que el 

debido proceso y el derecho de contradicción son cruciales para garantizar la justicia y la equidad, 

sin embargo, su objetivo y delimitación pueden variar entre las diversas teorías. Resulta útil 

reflexionar ante ello para comprender a cabalidad los problemas y soluciones derivados de la 

notificación judicial vía WhatsApp.  

1.1.1. Debido proceso 

El debido proceso “es un principio legal que garantiza que todas las personas serán tratadas 

de manera justa y equitativa por el sistema judicial, asegurando que se respeten sus derechos 

legales y se les otorgue una oportunidad adecuada para defenderse" (Dworkin, 1986, p. 118), es 

decir que este es un principio fundamental del derecho, el cual asegura que todas las personas sean 

tratadas de manera justa por el sistema judicial. Así, este principio se encuentra en el corazón del 

estado de derecho y es esencial para la protección de los derechos humanos y las libertadas 

fundamentales.  

Así, el objeto del debido proceso se da en una doble instancia. Por una parte, el debido 

proceso busca proteger los derechos individuales contra posibles abusos de poder por parte del 

Estado, este punto incluye el derecho a un juicio justo, el derecho a ser escuchado, el derecho a un 

abogado y a un juicio imparcial, entre otros. Por otra parte, el debido proceso contribuye a asegurar 

la legitimidad y la justicia del sistema legal en su conjunto, pues al exigir que las autoridades sigan 

procedimientos justos y equitativos se aporta al mantenimiento de la confianza en la justicia y el 

estado de derecho.  

Igualmente, el debido proceso es una garantía esencial para la protección de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales, de tal forma que, sin ellos, las personas estarían expuestas 

a detenciones arbitrarias, juicios injustos o decisiones administrativas injustificadas. De esta 
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forma, el debido proceso actúa como un contrapeso al poder del estado, asegurando que las 

acciones ejercidas contra los individuos estén sujetas a revisión y control judicial, lo cual es crucial 

para prevenir abusos de poder y garantizar que todos los individuos reciban un trato justo.  

Además, el debido proceso es fundamental para la legitimidad del sistema legal, pues una 

justicia que no respete el debido proceso pierde credibilidad y confianza. De esta manera, el debido 

proceso no solo protege a los individuos, sino que también fortalece el tejido social al proveer un 

sentido de justicia y equidad en la sociedad.  

Ahora bien, desde la perspectiva del iusnaturalismo, el debido proceso es visto como un 

derecho fundamental derivado de principios morales universales. Al respecto, Finnis (1980) 

sostiene que "el debido proceso se basa en la necesidad de respetar la dignidad humana y los 

derechos naturales inherentes a todas las personas" (p. 170), en este marco de entendimiento 

cualquier ley o procedimiento que viole los principios naturales es considerado injusto, sin 

importar su origen o forma de promulgación, lo cual significa que el debido proceso no solo debe 

seguir ciertos procedimientos formales, sino también respectar los derechos fundamentales 

inherentes a la naturaleza humana.  

Por otro lado, el iuspositivismo sostiene que el debido proceso es una construcción social 

y legal, cuya validez depende de su creación y conocimiento por parte de la autoridad legítima, 

por ello la justicia en el debido proceso se mide por su conformidad con las reglas y procedimientos 

establecidos, independiente de cualquier consideración moral externa.  

En contraste, el realismo jurídico enfatiza la práctica y aplicación del derecho en contextos 

concretos, por ejemplo, Llewellyn (1960) señala que "el debido proceso se evalúa según cómo se 

implementa y afecta a las partes involucradas en la práctica real de los tribunales" (p. 25), es decir, 

que desde esta visión los límites del debido proceso están determinados por su eficacia en 
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situaciones específica, reflejando una preocupación por los resultados prácticos más que por 

principios abstractos o formales.  

Igualmente, el objeto del debido proceso puede variar según las diferentes corrientes de la 

filosofía jurídica, por ejemplo, desde la perspectiva del iusnaturalismo es proteger los derechos 

naturales y la dignidad inherente de cada ser humano. Al respecto, Finnis (1980) sostiene que "el 

debido proceso tiene como fin último garantizar que las acciones legales y judiciales respeten los 

principios morales fundamentales y los derechos naturales que derivan de la naturaleza humana" 

(p. 180), esto quiere decir que el debido proceso no solo se centra en la correcta aplicación de 

procedimientos legales, sino que y también se basa en asegurar que estos estén alineados con 

valores universales como la justicia y la equidad.  

Por otro lado, el iuspositivismo ve el objeto del debido proceso como la correcta aplicación 

y observancia de las normas establecidas por la autoridad competente, por ello Hart (1961) plantea 

que "el debido proceso tiene como objetivo asegurar que los procedimientos legales se realicen 

conforme a las reglas y leyes vigentes, independientemente de consideraciones morales externas" 

(p. 193), es así que la importancia para el autor radica en la legitimidad formal del proceso, donde 

la conformidad con las reglas del sistema legal es el criterio principal para determinar su justicia. 

En cuanto al realismo jurídico, este se enfoca en la efectividad y justicia práctica del debido 

proceso, en consecuente Llewellyn (1960) afirma que "el objeto del debido proceso es garantizar 

resultados justos y equitativos en la práctica judicial, adaptándose a las circunstancias específicas 

de cada caso" (p. 40), desde esta perspectiva el debido proceso es evaluado por su impacto práctico 

y la equidad de sus resultados en contextos reales, más que por su adhesión a normas abstractas.  

Dicho esto, a continuación, la Tabla 1 resumen las diferencias frente al objeto y límites en 

materia de bebido proceso desde las diferentes corrientes filosóficas.  
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Tabla 1. Corrientes filosófico jurídicas al rededor del debido proceso. 

 

Corriente Teóricos  
Límites del debido 

proceso 

Objeto del debido 

proceso 

Iusnaturalismo  Teoría del 

Gobierno limitado 

desde John Locke 

 Ética y teoría del 

derecho natural 

desde Immanuel 

Kant. 

Enfoque: alineación de 

procedimientos con 

valores universales de 

justicia y equidad. 

 

Implicación: 
procedimientos deben 

respetar principios 

morales universales; 

desviaciones de estos 

principios se consideran 

injustas. 

Protección de los 

derechos naturales y 

la dignidad humana. 

Iuspositivismo  Teoría del derecho 

positivo desde 

Hans Kelsen. 

 La importancia de 

los derechos 

individuales en 

Joseph Raz. 

Enfoque: legitimidad 

formal del proceso basada 

en la adhesión a las reglas 

del sistema legal. 

 

Implicación: la justicia 

del debido proceso se 

mide por la conformidad 

con normas legales 

vigentes, sin considerar 

principios morales 

externos. 

Conformidad con las 

normas establecidas 

por la autoridad 

competente 

Realismo 

jurídico  
 Justicia 

procedimental en 

Lon Fuller.  

Enfoque: evaluación del 

debido proceso por su 

impacto práctico y 

equidad en situaciones 

reales. 

 

Implicación: el debido 

proceso se valora por su 

eficacia y resultados 

prácticos, adaptándose a 

las circunstancias de cada 

caso específico. 

Garantizar 

resultados justos y 

equitativos en la 

práctica judicial. 

 

Nota. Elaboración propia.  
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Adicionalmente, enfoques como el de John Stuart Mill en materia de Libertad individual o 

el contrato social y la administración de justicia desde Thomas Hobbes no se adscriben 

estrictamente ni al iuspositivismo, al ius naturalismos o al realismo jurídico sin embargo son 

fundamentales para entender el debido proceso.  

Por una parte, John Stuart Mill defiende la libertad individual como principio fundamental 

que debe ser protegido contra la interferencia estatal, de hecho, Mill (1859) sostiene que "la única 

finalidad por la que el poder puede ser legítimamente ejercido sobre cualquier miembro de una 

comunidad civilizada, contra su voluntad, es prevenir daño a otros" (p. 14), estos postulados 

establecen límites claros para la intervención del Estado y por ende para el diseño del debido 

proceso. Según Mill, el debido proceso debe garantizar que los individuos no sean sometidos a 

procedimientos que infrinjan su libertad personal sin una justificación adecuada y sin considerar 

su capacidad para ejercer autonomía y auto-determianción. 

Así mismo, Mill diría que el objeto del debido proceso es la necesidad de equilibrar la 

protección de los derechos individuales con la capacidad del Estado para actuar en interés de la 

sociedad. Al respecto, Mill (1859) afirma que "el debido proceso debe asegurar que los derechos 

individuales sean respetados en la medida en que no interfieran con los derechos de otros, 

estableciendo un marco donde la libertad personal pueda prosperar sin causar daño" (p. 29). Esto 

implica que el debido proceso no solo debe cumplir con normas formales, sino también considerar 

los principios de libertad individual y evitar la imposición de restricciones innecesarias. En 

resumen, para Mill, el debido proceso debe ser diseñado de manera que respete y proteja la libertad 

individual, equilibrando la necesidad de orden social con el respeto por los derechos personales. 
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Por otro lado, Thomas Hobbes, en su obra Leviatán, argumenta que la administración de 

justicia y el orden social derivan de un contrato social mediante el cual los individuos ceden sus 

derechos naturales a una autoridad central para garantizar la paz y la seguridad. Hobbes (1651) 

afirma que "en la condición de la naturaleza, donde no hay una autoridad común que pueda 

imponer leyes y justicia, la vida del hombre es solitaria, pobre, desagradable, brutal y corta" (p. 

89). En este sentido, según Hobbes, el debido proceso en el contexto del contrato social está 

limitado por la necesidad de mantener el orden y la estabilidad social, ya que la autoridad soberana 

tiene la potestad de imponer leyes y decidir sobre la administración de justicia en función del bien 

común y la seguridad. 

El objeto del debido proceso desde la perspectiva hobbesiana se entiende de manera 

diferencial, ya que está enfocado en la preservación del orden y la estabilidad social a través de la 

autoridad central. Hobbes (1651) sostiene que "el debido proceso debe ser conformado a las leyes 

y directrices establecidas por el soberano, quien tiene el poder absoluto para garantizar la seguridad 

y el orden en la sociedad" (p. 102). Esto implica que el debido proceso está subordinado a los 

objetivos del contrato social y la autoridad soberana, priorizando la preservación del orden social 

sobre los derechos individuales específicos. En la visión de Hobbes, el debido proceso es un medio 

para asegurar el cumplimiento de las leyes del soberano y la estabilidad social, en lugar de un 

mecanismo para proteger derechos individuales en el sentido moderno. 

1.1.2. Derecho de contradicción  

El derecho de contradicción es un principio fundamental en los sistemas legales modernos 

que garantiza que todas las partes involucradas en un proceso legal tengan la oportunidad de 

presentar sus argumentos, pruebas y puntos de vista antes de que se tome una decisión. Según 

Dworkin (1986), "el derecho de contradicción asegura que cada parte pueda refutar las alegaciones 
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y evidencias presentadas por la otra parte, permitiendo así que la resolución del caso se base en 

una consideración completa y justa de todos los argumentos" (p. 92). Este derecho es crucial para 

garantizar la equidad en los procedimientos legales, permitiendo que ninguna decisión sea tomada 

sin que las partes hayan tenido la oportunidad de participar plenamente en el proceso. 

Así, la importancia del derecho de contradicción radica en su función para proteger la 

integridad y la justicia del sistema legal. Según Waldron (1999), "el derecho de contradicción 

contribuye a la legitimidad de las decisiones judiciales al asegurar que todos los argumentos y 

evidencias sean considerados y que las partes tengan la oportunidad de defender sus intereses" (p. 

142). Sin este derecho, las decisiones judiciales podrían basarse en información incompleta o en 

alegaciones unilaterales, lo que podría conducir a resultados injustos y arbitrarios. 

Además, el derecho de contradicción tiene un papel vital en la protección de los derechos 

fundamentales y el debido proceso. Como señala Rawls (1971), "la garantía de que cada parte 

pueda presentar su caso y responder a las alegaciones en su contra es esencial para asegurar que el 

proceso judicial respete los principios de justicia y equidad" (p. 89). Este derecho no solo fortalece 

la confianza en el sistema judicial, sino que también proporciona una salvaguarda contra el abuso 

de poder y las decisiones injustas. 

Finalmente, el derecho de contradicción también es fundamental para el desarrollo y la 

aplicación del derecho en contextos prácticos. De acuerdo con Kelsen (1961), "este derecho 

permite que el proceso legal se ajuste a las normas y principios establecidos, garantizando que las 

decisiones se basen en una evaluación completa y equilibrada de las evidencias presentadas" (p. 

115). En este sentido, el derecho de contradicción no solo protege a los individuos en 

procedimientos legales, sino que también asegura la coherencia y la justicia en la administración 

del derecho. 
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Ahora bien, la concepción y los límites del derecho de contradicción varían 

significativamente entre las distintas corrientes jurídicas. Desde la perspectiva del iusnaturalismo, 

el derecho de contradicción se entiende como un principio fundamental derivado de los derechos 

naturales y la dignidad humana, al respecto, Finnis (1980) sostiene que "el derecho de 

contradicción es esencial para el respeto de la dignidad y los derechos naturales de las personas, 

garantizando que cada individuo tenga la oportunidad de presentar sus argumentos y refutar las 

alegaciones en su contra" (p. 180). De tal forma que, en el iusnaturalismo, los límites del derecho 

de contradicción están enraizados en el respeto absoluto por los derechos y principios morales 

universales, asegurando que el proceso judicial respete estos derechos sin comprometer su esencia. 

Por otra parte, el iuspositivismo ve el derecho de contradicción como una norma 

establecida por el sistema legal y una forma de asegurar la legalidad y legitimidad de los 

procedimientos judiciales, por eso Hart (1961) argumenta que "el derecho de contradicción debe 

ser entendido dentro del marco de las reglas y procedimientos legales vigentes, cuyo cumplimiento 

garantiza la legalidad del proceso" (p. 193). Aquí, los límites del derecho de contradicción se 

definen por la conformidad con las normas jurídicas establecidas por la autoridad competente, y 

la justicia del proceso se mide por su adhesión a estas normas, más que por principios morales 

externos. Por otro lado, el realismo jurídico se enfoca en la aplicación práctica del derecho de 

contradicción y su eficacia en garantizar resultados justos en casos concretos.  

Adicionalmente, Llewellyn (1960) afirma que "el derecho de contradicción debe evaluarse 

en función de su capacidad para influir en el resultado de los casos y en la justicia práctica del 

proceso" (p. 40), en esta visión, los límites del derecho de contradicción están determinados por 

su efectividad y la equidad de los resultados en la práctica judicial, adaptándose a las circunstancias 

específicas de cada caso. 
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Así mismo, desde la perspectiva del iusnaturalismo, el objeto del derecho de contradicción 

está profundamente relacionado con la protección de los derechos naturales y la dignidad humana 

y la finalidad es “asegurar que los procedimientos legales respeten los derechos fundamentales 

inherentes a las personas, permitiendo que cada parte tenga la oportunidad de presentar su caso y 

refutar las alegaciones en contra" (Finnis, 1980, p. 180), por lo tanto el derecho de contradicción 

no solo garantiza la participación equitativa de las partes en el proceso judicial, sino que también 

asegura que este proceso respete los principios morales universales y los derechos naturales, lo 

cual es esencial para la justicia y la equidad en el sistema legal. 

En contraste, el iuspositivismo entiende el objeto del derecho de contradicción como la 

correcta aplicación de las normas establecidas por el sistema legal. Según Hart (1961), "el objeto 

del derecho de contradicción es garantizar que los procedimientos se ajusten a las reglas y normas 

vigentes, proporcionando un mecanismo para que las partes puedan presentar y contestar 

argumentos dentro del marco jurídico establecido" (p. 193), esto valora principalmente al derecho 

de contradicción por su conformidad con las normas del sistema legal, y su eficacia se mide en 

función de cómo estas normas regulan el proceso judicial. Por su parte, el realismo jurídico se 

enfoca en el impacto práctico del derecho de contradicción en la justicia y la equidad de los 

resultados judiciales. Llewellyn (1960) señala que "el objeto del derecho de contradicción es 

evaluar su efectividad en la práctica, asegurando que los resultados del proceso sean justos y 

equitativos en función de las circunstancias concretas del caso" (p. 40). Desde esta perspectiva, el 

énfasis está en la aplicación efectiva del derecho de contradicción y su capacidad para influir 

positivamente en el resultado de los casos y en la administración de justicia en situaciones reales. 
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Tabla 2. Derecho de contradicción desde diversas corrientes de la filosofía jurídica. 

 

 Derecho de contradicción  

Iusnaturalismo Iuspositivismo Realismo jurídico 

Objetivo: protección de los 

derechos naturales y la 

dignidad humana. 

Objetivo: aplicación de 

normas legales y conformidad 

con reglas establecidas. 

Objetivo: Eficacia y equidad 

en la práctica judicial.  

Límites: basado en principios 

morales universales, 

garantizando que el proceso 

respete estos principios.  

Límites: conformidad con las 

normas jurídicas establecidas 

por la autoridad competente. 

Límites: evaluación de la 

práctica y resultados reales del 

proceso.  

 

Nota. Elaboración propia.  

 

1.2. Concepciones teóricas del debido proceso y el derecho de contradicción 

Abordar el debido proceso y el derecho de contradicción desde diversas teorías jurídicas 

proporciona una comprensión más rica y matizada de estos conceptos fundamentales en la 

administración de justicia. La Teoría del Gobierno limitado de John Locke, por ejemplo, enfatiza 

la protección de los derechos individuales frente al poder del Estado. Locke argumenta que el 

debido proceso es esencial para garantizar que el poder gubernamental no se abuse y que las 

libertades individuales se respeten. Esta perspectiva destaca cómo el derecho de contradicción 

actúa como un mecanismo crucial para limitar la autoridad estatal y proteger la dignidad de los 

ciudadanos, asegurando que cualquier intervención gubernamental sea justa y proporcional. 

Por otro lado, la Libertad individual de John Stuart Mill amplía la discusión al centrarse en 

la autonomía personal y la libertad de expresión. Mill sostiene que el derecho de contradicción es 

vital para la protección de la libertad individual, permitiendo que las personas expresen sus 

opiniones y defiendan sus derechos en el marco judicial. Esta visión subraya la importancia del 

debido proceso en la creación de un espacio en el que las personas puedan participar activamente 
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en la defensa de sus derechos y en la crítica de las decisiones que puedan afectarles, garantizando 

así una mayor equidad en el sistema judicial. 

Desde la perspectiva de Thomas Hobbes, el contrato social y la administración de justicia 

presentan una visión diferente, donde el debido proceso es visto como una herramienta para 

mantener el orden y la estabilidad social. Hobbes argumenta que el debido proceso debe ser 

observado para que el contrato social funcione adecuadamente, garantizando que las decisiones 

judiciales sean tomadas de manera ordenada y conforme a las reglas establecidas por el soberano. 

En este contexto, el derecho de contradicción asegura que todas las partes tengan la oportunidad 

de participar en el proceso judicial, lo que contribuye a la estabilidad y la legitimidad del sistema 

legal. 

Finalmente, teorías como la Ética y teoría del derecho natural de Immanuel Kant y la Teoría 

del derecho positivo de Hans Kelsen ofrecen perspectivas complementarias sobre el debido 

proceso y el derecho de contradicción. Kant enfatiza la dignidad inherente de cada individuo y la 

necesidad de que el proceso judicial respete esta dignidad, mientras que Kelsen se enfoca en la 

conformidad con las normas establecidas. Fuller, con su justicia procedimental, y Raz, con la 

importancia de los derechos individuales, también proporcionan enfoques que enriquecen la 

comprensión del debido proceso, subrayando la importancia de la legalidad, la equidad y el respeto 

por los derechos humanos en la administración de justicia. Estas diversas perspectivas permiten 

una apreciación integral del derecho de contradicción y su papel en la protección de los principios 

fundamentales del sistema legal por lo cual se abordarán más a profundidad a continuación.  

1.2.1. Teoría del Gobierno limitado desde John Locke 

La teoría del gobierno limitado de John Locke ofrece una visión distintiva sobre el debido 

proceso, destacando su importancia para la protección de los derechos individuales frente al poder 



36 

estatal. Locke sostiene que el gobierno debe estar restringido por un marco legal que respete los 

derechos naturales de las personas. En su obra Two Treatises of Government, Locke (1689) afirma 

que "El propósito principal del gobierno es la preservación de los derechos naturales, y cualquier 

ejercicio de poder que no esté limitado por el consentimiento de los gobernados es una violación 

de esos derechos" (p. 139). Es así que, para Locke, el debido proceso es fundamental para asegurar 

que el gobierno actúe dentro de sus límites y que las decisiones se tomen de acuerdo con la ley, 

garantizando así la protección de las libertades individuales. 

En cuanto a los límites del debido proceso según Locke, estos están intrínsecamente ligados 

a la restricción del poder gubernamental. Locke argumenta que el debido proceso no debe solo 

seguir procedimientos legales establecidos, sino que también debe estar en consonancia con los 

principios de justicia y equidad inherentes a los derechos naturales. En su Second Treatise of 

Government, Locke (1689) señala que "el debido proceso debe limitarse a las acciones que 

respeten los derechos individuales, y cualquier procedimiento que traspase estos límites resulta en 

la tiranía" (p. 145), en esta visión el debido proceso actúa como un freno esencial contra la 

expansión arbitraria del poder estatal. 

Por otra parte, el objeto del debido proceso en la teoría de Locke es, por lo tanto, proteger 

los derechos naturales de los individuos y asegurar que el poder estatal se ejerza de manera justa 

y dentro de los límites legales, por lo cual Locke (1689) sostiene que "el debido proceso tiene el 

objeto de garantizar que todas las decisiones y acciones gubernamentales respeten los derechos 

inalienables de los ciudadanos" (p. 148). Esto implica que cualquier procedimiento que infrinja los 

derechos naturales o no respete los principios de justicia está en desacuerdo con el verdadero 

objetivo del debido proceso. 
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En cuanto a la evolución de la concepción del debido proceso desde la perspectiva de 

Locke, es posible observar una influencia continua en la formulación de sistemas legales modernos 

que buscan equilibrar la autoridad estatal con la protección de los derechos individuales. En este 

sentido, Locke (1689) hace énfasis en que "el desarrollo de las instituciones legales y políticas 

debe estar orientado a fortalecer el respeto por los derechos naturales y a limitar el poder de los 

gobernantes dentro de un marco de justicia" (p. 150). Esto refleja la influencia duradera de la teoría 

de Locke en el diseño de sistemas jurídicos que buscan garantizar que el debido proceso no solo 

sea una formalidad legal, sino un pilar fundamental en la protección de las libertades y derechos 

de los ciudadanos. 

Ahora bien, en cuando al derecho de contradicción, en la teoría del gobierno limitado de 

John Locke este es considerado fundamental para la protección de las libertades individuales. 

Locke (1689) argumenta que el derecho de contradicción es crucial para asegurar que los 

ciudadanos puedan desafiar las acciones del gobierno y participar en el proceso de toma de 

decisiones que afecta sus vidas. En su Second Treatise of Government, Locke (1689) escribe que 

"El derecho de contradicción asegura que cada individuo pueda presentar sus argumentos y 

defender sus derechos frente a la autoridad, garantizando así que el poder gubernamental se ejerza 

de manera justa y con respeto a los derechos naturales" (p. 153), destacando la importancia del 

derecho de contradicción como un mecanismo de control sobre el poder estatal. 

El derecho de contradicción en Locke podría decirse que está enmarcado por el principio 

de que el poder gubernamental debe ser ejercido dentro de los límites establecidos por la ley y el 

consentimiento de los gobernados. Al respecto, Locke (1689) sostiene que "aunque el derecho de 

contradicción es fundamental, debe ejercerse dentro de un marco que respete la estabilidad del 

orden social y la ley" (p. 160), explicando que los límites del derecho de contradicción están 
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diseñados para equilibrar la protección de los derechos individuales con la necesidad de mantener 

el orden y la coherencia en el sistema político. 

Dicho esto, el objeto del derecho de contradicción según Locke es asegurar que los 

procedimientos y decisiones gubernamentales sean transparentes y justos, permitiendo a los 

individuos presentar sus argumentos y defender sus derechos, convirtiendo al derecho de 

contradicción en un instrumento para la promoción de la justicia y la equidad dentro del sistema 

gubernamental. 

1.2.2. Libertad individual desde John Stuart Mill 

John Stuart Mill se centra en la autonomía individual y la protección de las libertades 

personales, argumentando que "la única finalidad por la que el poder puede ser justamente ejercido 

sobre cualquier miembro de una comunidad, contra su voluntad, es evitar el daño a otros" (Mill, 

1859, p. 13). Desde esta perspectiva, el debido proceso se entiende como un mecanismo crucial 

para proteger la libertad individual de las intervenciones injustas del Estado, garantizando que las 

decisiones que afectan a los individuos se tomen de manera justa y respetuosa con su autonomía 

personal. 

En cuanto al derecho de contradicción, Mill considera que es esencial para la preservación 

de la libertad individual  y sostiene que este es crucial "para asegurar que los individuos puedan 

defender sus propios puntos de vista y resistir las decisiones que puedan afectarles negativamente" 

(Mill, 1859, p. 23). Según Mill, el debido proceso y el derecho de contradicción están 

intrínsecamente relacionados con la necesidad de proteger la libertad individual sin comprometer 

el bienestar general, por lo cual afirma que "el derecho de contradicción debe ser ejercido dentro 

de los límites de la ley y el orden público, para evitar que el ejercicio de este derecho se convierta 

en una amenaza para la estabilidad de la sociedad" (Mill, 1859, p. 35). Así, aunque el derecho de 
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contradicción es fundamental para la protección de las libertades individuales, Mill reconoce que 

debe haber un equilibrio entre la autonomía personal y las necesidades de la comunidad, siendo el 

objeto del derecho de contradicción asegurar que las decisiones y acciones gubernamentales 

respeten la libertad individual y permitan a los ciudadanos participar activamente en la defensa de 

sus derechos.  

La evolución del entendimiento del derecho de contradicción y del debido proceso en la 

teoría de Mill refleja una creciente valoración de la autonomía personal y la participación activa 

de los ciudadanos en el proceso de toma de decisiones, mostrando un compromiso con la mejora 

continua de los sistemas legales y gubernamentales para asegurar una mayor equidad y respeto por 

la autonomía personal. Además, Mill reconoce que la protección del derecho de contradicción y 

del debido proceso es crucial para el desarrollo de una sociedad justa y libre, enfatizando en la 

importancia de garantizar que todos los individuos tengan la oportunidad de participar plenamente 

en el proceso judicial y en la defensa de sus derechos. 

Por otro lado, Mill también aborda cómo el derecho de contradicción puede ser limitado en 

situaciones donde el ejercicio de este derecho pueda causar daño a otros, aclarando que "aunque 

el derecho de contradicción es fundamental, debe ser ejercido de manera que no comprometa el 

bienestar general ni cause perjuicio a los demás" (Mill, 1859, p. 55). Esto refleja un reconocimiento 

de la necesidad de equilibrar la protección de las libertades individuales con la responsabilidad 

social.  

1.2.3. El contrato social y la administración de justicia desde Thomas Hobbes 

Ahora bien, Thomas Hobbes ofrece una perspectiva única sobre el debido proceso y el 

derecho de contradicción, centrada en la necesidad de un orden social estable y la autoridad 

soberana, en el Leviatán, Hobbes (1651) sostiene que "en el estado de naturaleza, la vida del 
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hombre es solitaria, pobre, desagradable, brutal y corta; por ello, es necesario establecer un 

contrato social para garantizar la paz y la seguridad" (p. 89), es decir que el debido proceso se 

concibe como un mecanismo para mantener el orden y proteger a los individuos dentro de un 

marco legal que asegura la estabilidad social. 

Igualmente, Hobbes (1651) aborda el derecho de contradicción dentro del contexto del 

contrato social, afirmando que "los individuos ceden sus derechos a un soberano absoluto, y a 

cambio, el soberano debe garantizar que sus decisiones se tomen dentro del marco del contrato y 

que se respeten las leyes establecidas" (p. 102). En esta visión, ese derecho es visto como una 

forma de asegurar que las decisiones del soberano se adhieran a las reglas y normas del contrato 

social, proporcionando una vía para que los ciudadanos expresen objeciones o defensas dentro de 

los límites del sistema. 

Así mismo, Hobbes establece que "aunque los ciudadanos tienen el derecho de presentar 

sus argumentos y objeciones, estos derechos deben ejercerse dentro de los confines del poder 

soberano para no socavar la estabilidad del estado" (Hobbes, 1651, p. 120), esto significa que el 

debido proceso y el derecho de contradicción deben ser compatibles con la autoridad del soberano 

y la necesidad de mantener el orden social, lo que puede limitar la amplitud de estos derechos en 

situaciones que amenacen la estabilidad del Estado. 

Dicho esto, el objeto del debido proceso en la teoría de Hobbes es “asegurar que el ejercicio 

del poder soberano respete las leyes y normas acordadas en el contrato social, protegiendo así la 

paz y la seguridad" (p. 127), esto significa que el debido proceso es visto como un medio para 

garantizar que el poder se ejerza de manera ordenada y conforme a los acuerdos establecidos entre 

los individuos y el soberano. Hobbes (1651) también argumenta que "a medida que el contrato 

social se desarrolla y se solidifica, el debido proceso y el derecho de contradicción deben ajustarse 
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para reflejar las necesidades cambiantes del estado y la seguridad de sus ciudadanos" (p. 135), esta 

evolución subraya la adaptabilidad de estos conceptos en la práctica, lo cual es interesante de cara 

a las nuevas tecnologías de la información y nuevos mecanismos de notificación judicial como la 

herramienta WhatsApp.  

Además, la teoría del contrato social de Hobbes enfatiza la importancia del debido proceso 

y el derecho de contradicción como componentes de un sistema que busca equilibrar la protección 

de los derechos individuales con la necesidad de un gobierno fuerte y estable, por lo que "el debido 

proceso y el derecho de contradicción son esenciales para la justicia dentro del contrato social, 

pero deben ser aplicados de manera que no pongan en peligro la autoridad del soberano y la 

estabilidad del estado" (Hobbes, 1651, p. 150). Esta perspectiva ilustra cómo Hobbes ve estos 

conceptos como fundamentales para el funcionamiento del estado, siempre y cuando se mantenga 

el equilibrio entre la autoridad y la protección de los derechos. 

1.2.4. Ética y teoría del derecho natural desde Immanuel Kant 

La teoría ética y del derecho natural de Immanuel Kant proporciona una comprensión 

profunda del debido proceso y el derecho de contradicción, enfocándose en la dignidad humana y 

los principios universales de justicia. En su obra Fundamentación de la Metafísica de las 

Costumbres, Kant (1785) afirma que "el derecho es una condición bajo la cual la libertad de cada 

uno puede coexistir con la libertad de todos, de acuerdo con una ley universal" (p. 49), esto quiere 

decir que el debido proceso se considera fundamental para garantizar que todas las personas sean 

tratadas con dignidad y respeto dentro de un marco de justicia que respete los principios 

universales de equidad y autonomía. 

En este sentido, el derecho de contradicción, según Kant, es crucial para la protección de 

la dignidad humana y el respeto por los derechos individuales pues "cada persona debe tener la 
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oportunidad de presentar su caso y refutar las alegaciones en su contra, como un requisito 

fundamental para el respeto de su dignidad y autonomía" (Kant, 1785, p. 55). En esta visión, el 

derecho de contradicción es una manifestación de la autonomía individual y un componente 

esencial del debido proceso, permitiendo que cada individuo participe activamente en el proceso 

judicial y defienda sus propios derechos. 

Ahora bien, para Kant los límites del debido proceso y el derecho de contradicción en la 

teoría kantiana están basados en el respeto por los principios universales de justicia y la dignidad 

y "aunque el derecho de contradicción es fundamental, su ejercicio debe estar condicionado por el 

respeto a las leyes universales y la protección de la dignidad de los demás" (Kant, 1785, p. 62). 

Esto significa que el debido proceso y el derecho de contradicción deben ejercerse de manera que 

no infrinjan los derechos de otras personas ni comprometan el orden y la justicia universal. 

Así, el objeto del debido proceso en la teoría kantiana es garantizar que todas las decisiones 

y procedimientos legales se ajusten a principios universales de justicia y respeto por la dignidad 

humana. Pero con la evolución del concepto de debido proceso y derecho de contradicción en la 

teoría kantiana se muestra un enfoque en la protección continua de la dignidad humana y la justicia 

universal. Kant (1785) señala que "a medida que las sociedades avanzan, es imperativo que el 

debido proceso y el derecho de contradicción evolucionen para mantener su adherencia a los 

principios universales de justicia" (p. 80), lo cual refleja un compromiso con la mejora continua 

del sistema legal para garantizar una mayor justicia y equidad en la protección de los derechos 

individuales. Además, Kant reconoce "el derecho de contradicción, aunque esencial, debe ser 

ejercido de forma que no contravenga los principios de justicia universal ni comprometa el respeto 

por la dignidad de los demás" (p. 88), es decir que se reconoce la necesidad de equilibrar la 
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protección de los derechos individuales con el respeto por las leyes y principios universales que 

rigen el sistema legal. 

En resumen, en el marco de la teoría kantiana, el debido proceso y el derecho de 

contradicción son vistos como elementos cruciales para la administración de justicia dentro de un 

sistema que respete la dignidad humana y los principios universales, destacando la importancia de 

mantener un sistema legal que sea coherente con los principios éticos universales y la protección 

de los derechos humanos. Además, Kant (1785) afirma que "la implementación del debido proceso 

y el derecho de contradicción debe alinearse con la moralidad universal, asegurando que cada 

decisión y procedimiento respete la dignidad y los derechos de todas las personas" (p. 100).  

1.2.5. Teoría del derecho positivo desde Hans Kelsen 

En Teoría Pura del Derecho, Kelsen (1934) argumenta que "el derecho positivo debe ser 

comprendido como un sistema de normas que se aplican de acuerdo con su estructura jerárquica, 

sin necesidad de recurrir a consideraciones morales o filosóficas" (p. 112). Desde esta perspectiva, 

el debido proceso se entiende como el cumplimiento riguroso de las normas jurídicas establecidas 

por el sistema legal, garantizando que todos los procedimientos se ajusten a la legalidad sin 

influencia externa. Así, el derecho de contradicción, según Kelsen, es un componente esencial del 

debido proceso que asegura la conformidad con las normas legales establecidas y “se basa en el 

principio de que todas las partes en un procedimiento judicial deben tener la oportunidad de 

presentar sus argumentos y refutar los alegatos en contra, conforme a las normas vigentes" (Kelsen, 

1934, p. 120), es decir que se subraya la importancia de que el derecho de contradicción sea 

ejercido dentro del marco de las normas jurídicas, sin importar las consideraciones morales o éticas 

externas. 
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Además, Kelsen (1934) explica que "los límites del debido proceso y el derecho de 

contradicción están determinados por la normativa vigente y deben ser entendidos en el contexto 

de la jerarquía de normas del sistema legal" (p. 126), esto significa que el derecho de contradicción 

y el debido proceso deben ser aplicados de acuerdo con las normas establecidas, sin considerar 

principios extralegales o morales. 

Dicho esto, el objeto del debido proceso, según Kelsen, es asegurar que todas las decisiones 

judiciales se tomen conforme a las normas del sistema jurídico, garantizando la legalidad y la 

coherencia del proceso, de tal forma que debido proceso no se enfoca en la justicia moral o 

equidad, sino en la conformidad con la estructura normativa del derecho positivo. 

Igualmente, Kelsen destaca que la aplicación del derecho de contradicción debe estar 

alineada con la estructura jerárquica de las normas jurídicas, aclarando que "el derecho de 

contradicción debe ser ejercido en conformidad con las reglas y procedimientos establecidos por 

el sistema jurídico, garantizando que no se desvíe de la normativa vigente" (Kelsen, 1934, p. 150). 

Esto refleja la importancia de mantener la consistencia y la integridad del sistema jurídico a través 

de la aplicación rigurosa de las normas. 

De este modo, En la teoría de Kelsen, el debido proceso y el derecho de contradicción se 

entienden como aspectos fundamentales para garantizar la legalidad y la coherencia del sistema 

jurídico, enfatizando en la necesidad de aplicar el debido proceso y el derecho de contradicción 

dentro del marco de las normas jurídicas establecidas, sin influencias externas.  

1.2.6. Justicia procedimental en Lon Fuller  

La teoría de la justicia procedimental de Lon Fuller argumenta que el debido proceso es 

crucial para asegurar que los procedimientos legales se lleven a cabo de manera justa y adecuada, 

respetando los derechos y garantías de las partes involucradas. El derecho de contradicción, en la 
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teoría de Fuller, es visto como un componente esencial del debido proceso que asegura que todas 

las partes tengan la oportunidad de presentar sus argumentos y responder a las alegaciones en su 

contra. Al respecto, Fuller (1964) sostiene que el derecho de contradicción “garantiza que cada 

parte tenga la oportunidad de ser escuchada y de participar en el proceso de toma de decisiones" 

(p. 130), es decir que la importancia de la participación activa de todas las partes en el proceso 

judicial asegura que se tomen decisiones justas.  

Los límites del debido proceso y el derecho de contradicción en la teoría de Fuller están 

relacionados con el respeto por los principios procedimentales y la necesidad de mantener la 

integridad del proceso judicial, es decir que, aunque el derecho de contradicción sea esencial, su 

ejercicio debe ajustarse a los principios de justicia procedimental que guían el proceso legal. 

Dicho esto, el objeto del debido proceso en la teoría procedimental de Fuller es asegurar 

que los procedimientos legales se adhieran a ciertos estándares de justicia y equidad, Fuller (1964) 

argumenta que "el debido proceso tiene como objeto principal garantizar que todos los 

procedimientos sean justos y que respeten los derechos de las partes involucradas, siguiendo los 

principios de la justicia procedimental" (p. 145). Así, Fuller reconoce que la aplicación del derecho 

de contradicción debe ser evaluada en función de su conformidad con los principios de justicia 

procedimental y subraya la necesidad de que el derecho de contradicción no solo sea garantizado, 

sino que también se ajuste a los estándares procedimentales que aseguran su eficacia y equidad. 

1.2.7. La importancia de los derechos individuales en Joseph Raz  

Raz (1986) sostiene que "los derechos individuales juegan un papel crucial en la 

configuración de los procedimientos legales, asegurando que el debido proceso y el derecho de 

contradicción sean respetados en el marco de la protección de los derechos fundamentales" (p. 

222). Esta visión destaca cómo el reconocimiento y la protección de los derechos individuales son 
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esenciales para el funcionamiento justo del sistema jurídico y la administración de justicia. Esto 

quiere decir que el derecho de contradicción, según Raz, es fundamental para garantizar que los 

derechos individuales de las partes involucradas en un procedimiento legal sean respetados y 

protegidos.  

Este enfoque resalta la importancia de la participación activa de todas las partes en el 

proceso judicial como un medio para salvaguardar sus derechos fundamentales. Así mismo, Raz 

(1986) señala que el derecho de contradicción y el debido proceso "deben ser ejercidos de manera 

que no comprometan la eficacia del sistema judicial, respetando tanto los derechos individuales 

como la necesidad de una administración de justicia eficiente" (p. 240), siendo el objeto de estos 

dos elementos la garantía de que los procedimientos legales respeten y protejan los derechos 

individuales, asegurando que todas las partes tengan la oportunidad de participar equitativamente 

en el proceso judicial. En esta visión, el debido proceso no solo se enfoca en la forma y el 

procedimiento, sino en la protección efectiva de los derechos fundamentales. Así, Raz (1986) 

argumenta que "la evolución de las normas y procedimientos debe estar alineada con la protección 

de los derechos individuales, adaptándose a nuevas circunstancias y desafíos para mantener la 

justicia y la equidad en el sistema legal" (p. 260), esto resalta la importancia de ajustar los 

procedimientos legales en función de la protección de los derechos fundamentales a lo largo del 

tiempo. Este punto de vista subraya la centralidad de los derechos individuales en la configuración 

y aplicación del debido proceso y el derecho de contradicción. 

1.3. Criticas a las concepciones teóricas frente al debido proceso y el derecho de 

contradicción 

El estudio del debido proceso y el derecho de contradicción a través de distintas teorías 

jurídicas revela tanto sus aportaciones fundamentales como las críticas que enfrentan por lo tanto 
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a continuación se observan algunas de las principales críticas a los enfoques teóricos expuestos 

anteriormente. En primer lugar, la teoría del gobierno limitado de John Locke, ha sido criticada 

por su énfasis en la protección de los derechos individuales a expensas de una consideración más 

profunda de la eficacia administrativa del gobierno. Aunque Locke abogó por un gobierno que 

respete los derechos naturales y el debido proceso, críticos sostienen que su teoría no siempre 

proporciona directrices claras para equilibrar la protección de los derechos individuales con la 

necesidad de un sistema judicial eficiente y práctico (Macpherson, 1962, p. 50). Este enfoque 

puede llevar a una aplicación rígida del debido proceso que, en algunos casos, obstaculiza la 

resolución efectiva de conflictos legales. 

Por otro lado, desde la perspectiva de la libertad individual de John Stuart Mill, la crítica 

se centra en la posible desconexión entre la libertad personal y la realidad del debido proceso en 

sistemas complejos. Mill argumentó que la libertad individual debe ser protegida para maximizar 

el bienestar general, pero algunos críticos han señalado que esta visión puede subestimar la 

necesidad de procedimientos legales equitativos que garanticen la participación de todas las partes 

y el respeto a sus derechos dentro de un marco legal estructurado (Dworkin, 1977, p. 92).  

Ahora bien, en el caso del Contrato Social y la Administración de Justicia desde Thomas 

Hobbes, se han planteado objeciones sobre la visión hobbesiana del poder absoluto del soberano 

y su impacto en el debido proceso ya que Hobbes defendió un poder centralizado para mantener 

el orden social, pero los críticos argumentan que esta concentración de poder puede llevar a la 

erosión de garantías procesales esenciales como el derecho de contradicción (Pettit, 1997, p. 104).  

En cuanto a la ética y teoría del derecho natural de Immanuel Kant, aunque influyente, 

también ha enfrentado críticas en relación con su aplicación práctica del debido proceso y el 

derecho de contradicción pues este pensador subrayó la importancia de los principios morales 
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universales, pero algunos teóricos han cuestionado la viabilidad de implementar estos principios 

en contextos legales diversos y dinámicos (Korsgaard, 1996, p. 215). De esta forma, la teoría 

kantiana ha sido criticada por su enfoque rígido y normativo, que a veces no se ajusta bien a la 

complejidad y variabilidad de los sistemas legales contemporáneos, lo que puede afectar la 

aplicación efectiva del derecho de contradicción en la práctica. 

1.3.1. Críticas sobre el optimismo en el debido proceso 

El optimismo respecto al debido proceso puede enfrentar críticas significativas, 

especialmente en contextos donde se considera que este ideal no siempre se traduce en justicia 

efectiva. Una crítica central al optimismo en el debido proceso es que, aunque el sistema legal 

puede estar diseñado para ofrecer garantías de imparcialidad y equidad, en la práctica estas 

garantías a menudo no se materializan. Esto se debe a diversas razones, como desigualdades 

socioeconómicas, sesgos inherentes en la aplicación de la ley y limitaciones en los recursos 

judiciales. Así, como señala Fiss (1999), "la idea de que el debido proceso garantizará justicia para 

todos es excesivamente optimista y no siempre refleja las realidades del sistema legal, donde las 

desigualdades y las fallas prácticas pueden comprometer la equidad y la efectividad del proceso" 

(p. 77). Esta perspectiva crítica destaca la brecha entre los ideales del debido proceso y la realidad 

de su implementación, sugiriendo que el optimismo puede desviar la atención de problemas 

estructurales y prácticos que afectan la justicia real. 

Otra crítica al optimismo en el debido proceso se centra en la posibilidad de que la adhesión 

estricta a los procedimientos legales pueda, en algunos casos, llevar a resultados injustos o 

desproporcionados. Al respecto, Fiss (1999) asegura que "la preocupación excesiva por los 

procedimientos puede, paradójicamente, llevar a resultados injustos si se prioriza la formalidad 

sobre la equidad real, permitiendo que las ventajas procesales sean explotadas por aquellos con 
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más recursos" (p. 82), es decir que el optimismo sobre el debido proceso puede desconsiderar 

cómo las normas procesales pueden ser usadas para perpetuar desigualdades en lugar de promover 

una justicia genuina. 

1.3.2. Crítica al liberalismo extremo y descuido procedimental 

El liberalismo extremo ha sido criticado por su enfoque excesivo en la libertad individual 

a expensas del bienestar colectivo y la justicia social. Este enfoque puede llevar a una falta de 

atención a las desigualdades estructurales y al descuido de los mecanismos procedimentales 

necesarios para garantizar una equidad sustantiva. Según Sandel (1998), "el liberalismo, al 

centrarse en la autonomía individual, tiende a ignorar las condiciones sociales y económicas que 

son necesarias para que las personas ejerzan realmente sus derechos y libertades" (p. 14). Esta 

crítica sugiere que una preocupación unilateral por la libertad individual puede resultar en la 

perpetuación de desigualdades y en la falta de una verdadera justicia distributiva, donde solo 

aquellos en posiciones privilegiadas puedan beneficiarse plenamente de sus derechos. 

Además, el énfasis del liberalismo extremo en los derechos individuales puede descuidar 

los procedimientos que aseguran la justicia y la equidad en la práctica, por ello Rawls (1971) 

argumenta que "una teoría de la justicia debe incluir principios de justicia procedimental para 

asegurar que las instituciones y procesos sean justos, no solo en sus resultados sino también en sus 

procedimientos" (p. 85). Sin embargo, el liberalismo extremo puede subestimar la importancia de 

tales procedimientos, llevando a una falta de mecanismos adecuados para la participación 

equitativa y la protección de los derechos de todos los individuos, especialmente de los más 

vulnerables.  
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1.3.3. Critica a la concentración de poder y la falta de balance 

La crítica principal a la concentración de poder es que puede erosionar los mecanismos de 

control y equilibrio necesarios para garantizar una administración justa y equitativa de la justicia. 

Cuando el poder se concentra en una sola entidad o figura, ya sea en el ejecutivo, el legislativo o 

el judicial, se corre el riesgo de que las decisiones se tomen sin la debida supervisión y revisión. 

Según Montesquieu (1748) "la concentración de poder en manos de un solo órgano o individuo 

destruye la libertad y el equilibrio de un sistema legal, ya que elimina los controles necesarios para 

prevenir el abuso y asegurar que todas las partes tengan la oportunidad de ser escuchadas" (p. 135), 

lo cual quiere decir que la falta de balance puede dar lugar a decisiones arbitrarias y a la violación 

de derechos fundamentales, comprometiendo la integridad del debido proceso. Además, la falta de 

balance en la distribución del poder puede exacerbar las desigualdades y las injusticias dentro del 

sistema judicial o como diría Lijphart (1984), "cuando el poder se concentra, se incrementa la 

posibilidad de que el sistema judicial sirva los intereses de los más poderosos en lugar de ofrecer 

una protección equitativa para todos" (p. 102).  

Esta crítica resalta que un sistema judicial equilibrado, con una adecuada separación de 

poderes y mecanismos de supervisión, es esencial para asegurar que el debido proceso y el derecho 

de contradicción sean efectivamente respetados. Sin un balance adecuado, el riesgo de parcialidad 

y abuso se incrementa, comprometiendo la justicia y la equidad en la administración del derecho. 

1.3.5. Crítica al formalismo excesivo  

El formalismo excesivo también ha sido ampliamente criticado a lo largo de la historia, una 

crítica fundamental es que puede llevar a la injusticia al centrarse en la aplicación estricta de reglas 

en lugar de considerar las circunstancias particulares de cada caso. Esta perspectiva sostiene que 

la aplicación inflexible de procedimientos legales puede resultar en decisiones que, aunque 
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técnicamente correctas, no reflejan la equidad y la justicia necesarias en contextos específicos. 

Según Dworkin (1977), "el formalismo excesivo ignora el hecho de que la justicia no siempre se 

logra mediante la mera aplicación de reglas; en cambio, se requiere una interpretación que 

considere los principios y valores subyacentes" (p. 93).  

Además, el formalismo excesivo puede contribuir a la creación de barreras que dificultan 

el acceso a la justicia para individuos que no tienen los recursos o el conocimiento necesario para 

navegar en un sistema legal complejo y rígido. La aplicación estricta de normas puede excluir a 

las personas de la capacidad de hacer valer sus derechos si no cumplen con los requisitos técnicos 

establecidos por el sistema. Como señala Unger (1976), "un enfoque formalista que enfatiza el 

cumplimiento estricto de las reglas puede resultar en un sistema que favorezca a aquellos con 

mayores recursos y conocimientos, perpetuando así las desigualdades y limitando el acceso 

equitativo a la justicia" (p. 67).  

1.3.6. Crítica el enfoque en el procedimiento 

El formalismo excesivo en el derecho se critica principalmente por su enfoque rígido en 

los procedimientos, a menudo a expensas de la justicia sustantiva. Este enfoque formalista puede 

llevar a que la aplicación de la ley se centre exclusivamente en seguir procedimientos establecidos, 

sin considerar las circunstancias particulares de cada caso o los principios de equidad. Según 

Dworkin (1977), "un sistema legal que prioriza el procedimiento sobre el fondo tiende a ignorar 

las cuestiones de justicia real, ya que se enfoca en la aplicación mecánica de normas sin tener en 

cuenta los contextos y las necesidades individuales" (p. 95).  

Además, el énfasis excesivo en el procedimiento puede crear barreras para la accesibilidad 

y la justicia efectiva. Los individuos que carecen de los recursos o el conocimiento necesario para 

navegar en un sistema legal formalista pueden enfrentar dificultades significativas para hacer valer 



52 

sus derechos. Al respecto Unger (1976), "un enfoque que se concentra excesivamente en los 

procedimientos puede llevar a una exclusión efectiva de aquellos que no están equipados para 

cumplir con las exigencias técnicas del sistema, perpetuando así desigualdades y limitando el 

acceso a la justicia" (p. 72), por lo tanto, socavar el objetivo fundamental del derecho, que es 

proporcionar justicia equitativa para todos, al imponer barreras que no consideran las realidades 

prácticas y las necesidades individuales de los litigantes. 

1.3.7. Crítica al enfoque en la protección de derechos formales en detrimento de la justicia 

distributiva y social  

Una crítica significativa al enfoque en la protección de derechos formales es que puede 

desviar la atención de la justicia distributiva y social, al priorizar la adhesión a normas y 

procedimientos sobre la equidad y la distribución justa de recursos. Este enfoque formalista, al 

centrarse en garantizar que los procedimientos legales se sigan al pie de la letra, a menudo ignora 

las desigualdades sociales y económicas que afectan a los individuos. Según Rawls (1971), "la 

protección de los derechos formales puede resultar insuficiente para abordar las desigualdades 

estructurales, ya que no siempre se traduce en una justicia distributiva que beneficie a todos de 

manera equitativa" (p. 60), esto quiere decir que un enfoque meramente formal en la protección 

de derechos puede perpetuar desigualdades si no se considera cómo los procedimientos afectan a 

los diferentes grupos dentro de la sociedad. 

Además, Sen (1999) menciona que "un énfasis excesivo en los derechos formales sin una 

consideración adecuada de la justicia distributiva puede resultar en una inequidad sistémica, donde 

las formalidades legales no corrigen las disparidades existentes, sino que las consolidan" (p. 74), 

es decir que la insistencia en los derechos formales sin un enfoque en la justicia social puede llevar 
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a la perpetuación de sistemas que benefician desproporcionadamente a aquellos en posiciones 

privilegiadas.   

1.4. Características clave de las herramientas de notificación judicial  

La teoría del gobierno limitado de John Locke pone un fuerte énfasis en la protección de 

los derechos individuales frente al poder estatal, un principio que debe ser considerado al 

implementar la notificación judicial vía WhatsApp en Colombia. Locke argumenta que el 

propósito fundamental del gobierno es proteger la vida, la libertad y la propiedad de los individuos 

(Locke, 1689, p. 350). Por lo tanto, cualquier innovación en los procesos judiciales, como la 

notificación por WhatsApp, debe garantizar que estos derechos no se vean comprometidos. Esto 

implica asegurar que las notificaciones sean seguras, privadas y recibidas únicamente por las partes 

involucradas, evitando cualquier forma de abuso o violación de la privacidad por parte del Estado. 

Además, Locke subraya la importancia de seguir procedimientos legales establecidos como 

un medio para proteger los derechos individuales. En su obra, Locke sostiene que "la libertad de 

los hombres bajo un gobierno se da por tener una regla fija para vivir, común a todos en esa 

sociedad" (Locke, 1689, p. 248). Al introducir la notificación judicial vía WhatsApp, es crucial 

que esta práctica se incorpore de manera formal en el marco legal colombiano, asegurando que se 

cumplan todos los requisitos legales y procedimentales existentes. Esto significa que cualquier uso 

de esta tecnología debe estar respaldado por leyes claras y regulaciones que estipulen cómo y 

cuándo se puede usar, garantizando así que el proceso judicial sea transparente y conforme a la 

ley. 

Finalmente, la teoría de Locke se enfoca en el verdadero objetivo del debido proceso, que 

es garantizar justicia y equidad. Locke señala que "el fin de la ley no es abolir o restringir, sino 

preservar y ampliar la libertad" (Locke, 1689, p. 301). En este sentido, la implementación de la 
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notificación judicial vía WhatsApp debe ser evaluada no solo por su eficiencia, sino también por 

su capacidad para cumplir con este objetivo fundamental del debido proceso. Es vital que esta 

modalidad de notificación no excluya ni perjudique a ninguna parte involucrada en el proceso 

judicial, especialmente a aquellas con menos acceso a la tecnología. Debe asegurarse que todos 

los individuos tengan igual oportunidad de participar y responder en los procedimientos judiciales, 

manteniendo así la integridad y equidad del debido proceso. 

Por otra parte, la teoría de la libertad individual de John Stuart Mill pone un énfasis 

considerable en la protección de la libertad individual, un principio fundamental que debe ser 

considerado al implementar la notificación judicial vía WhatsApp en Colombia. Mill argumenta 

que un mecanismo crucial para proteger la libertad individual es asegurar que las personas tengan 

la capacidad de defender sus propios puntos de vista y resistir decisiones que puedan afectarles 

negativamente (Mill, 1859, p. 16). Al implementar la notificación judicial por WhatsApp, se debe 

garantizar que este medio permita a los individuos recibir y responder a las notificaciones 

judiciales de manera eficaz y oportuna. Esto implica asegurar que todos los ciudadanos, 

independientemente de su acceso a la tecnología, puedan utilizar este medio para proteger sus 

derechos y participar activamente en los procedimientos judiciales que les conciernen. 

Asimismo, Mill sostiene que "el único propósito por el cual el poder puede ser ejercido 

legítimamente sobre cualquier miembro de una comunidad civilizada, contra su voluntad, es 

prevenir el daño a otros" (Mill, 1859, p. 13), esto indica que la implementación de la notificación 

judicial vía WhatsApp debe encontrar un equilibrio entre la protección de la libertad individual y 

el bienestar general. Por lo tanto, mientras se protege la autonomía personal y se respeta la libertad 

individual, es fundamental que este sistema de notificación no comprometa la eficiencia del 

sistema judicial ni la equidad de los procesos. Se debe establecer un equilibrio cuidadoso entre la 
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autonomía personal y las necesidades de la comunidad, asegurando que el uso de WhatsApp como 

medio de notificación no solo sea eficiente y accesible, sino también justo y equitativo para todos 

los involucrados, contribuyendo así al bienestar general sin sacrificar los principios fundamentales 

de libertad individual. 

De forma similar, el contrato social y la administración de justicia según Thomas Hobbes 

subrayan la importancia de un mecanismo para mantener el orden y proteger a los individuos 

dentro de un marco legal que asegura la estabilidad social. Así, al implementar la notificación 

judicial vía WhatsApp en Colombia, es esencial que este medio se integre de manera que 

contribuya a la estabilidad y el orden social. Esto implica que la notificación por WhatsApp debe 

ser eficiente y fiable, asegurando que las personas reciban y respondan a las notificaciones 

judiciales puntualmente. De hecho, Hobbes argumenta que "la ley es la expresión de la voluntad 

del soberano, quien tiene la responsabilidad de garantizar la paz y la seguridad de sus súbditos" 

(Hobbes, 1651, p. 120), por lo tanto la notificación judicial vía WhatsApp en Colombia debe estar 

respaldado por un marco legal robusto que garantice su uso justo y equitativo, contribuyendo a la 

protección de los derechos individuales y la prevención de conflictos, lo cual es fundamental para 

mantener la cohesión y estabilidad social en línea con los principios del contrato social de Hobbes. 

Por su parte, la teoría del derecho positivo de Hans Kelsen destaca la importancia de la 

legalidad sin influencia externa, subrayando que "el derecho debe ser creado y aplicado de acuerdo 

con normas establecidas, sin interferencias externas que puedan comprometer su objetividad y 

legitimidad" (Kelsen, 1945, p. 57). Al implementar la notificación judicial vía WhatsApp en 

Colombia, es crucial que este sistema esté estrictamente regulado por el marco jurídico existente, 

garantizando que todas las notificaciones se realicen de manera uniforme y conforme a la ley. Esto 

significa que el uso de WhatsApp debe ser cuidadosamente legislado y supervisado para evitar 
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cualquier forma de arbitrariedad o influencia externa que pueda socavar la integridad del proceso 

judicial. Al adherirse a los principios del derecho positivo de Kelsen, se asegura que la notificación 

judicial por WhatsApp opere bajo un régimen de legalidad pura, fortaleciendo así la confianza en 

el sistema judicial y la equidad en la administración de justicia. 

Igualmente, Fuller afirma que "la justicia procedimental requiere que el procedimiento 

legal permita la participación efectiva de todas las partes afectadas" (Fuller, 1964, p. 38), entonces,  

al implementar la notificación judicial vía WhatsApp en Colombia, es esencial que este medio 

garantice que todas las partes reciban las notificaciones de manera oportuna y puedan participar 

activamente en el proceso judicial. Esto implica asegurar que el sistema de notificación sea 

accesible y fiable, permitiendo que las partes respondan y presenten sus argumentos sin obstáculos 

técnicos o logísticos. Al adherirse a los principios de Fuller, se promueve una justicia 

procedimental equitativa y transparente, donde la posibilidad de participación activa de todas las 

partes refuerza la legitimidad y justicia de las decisiones judiciales. 

Así mismo, la teoría de Joseph Raz sobre la importancia de los derechos individuales 

subraya que el debido proceso no solo se enfoca en la forma y el procedimiento, sino en la 

protección efectiva de los derechos fundamentales. Allí, Raz afirma que "la protección de los 

derechos individuales es esencial para asegurar que el proceso legal cumpla con sus objetivos de 

justicia y equidad" (Raz, 1986, p. 45) y al implementar la notificación judicial vía WhatsApp en 

Colombia es crucial que este sistema no solo cumpla con los procedimientos formales, sino que 

también garantice la efectiva protección de los derechos fundamentales de las partes involucradas. 

Esto implica asegurar que las notificaciones sean claras, accesibles y comprendidas por todos los 

destinatarios, permitiendo una verdadera oportunidad de defensa y participación en el proceso 

judicial. Integrando estos principios, se puede asegurar que la digitalización de las notificaciones 



57 

no comprometa la integridad del debido proceso y que se mantenga la protección de los derechos 

individuales en cada etapa del procedimiento legal. 

Además, al implementar la notificación judicial vía WhatsApp en Colombia, es 

fundamental considerar diversas críticas para asegurar un proceso justo y equitativo. En primer 

lugar, las críticas sobre el optimismo en el debido proceso destacan que las desigualdades 

socioeconómicas, sesgos inherentes en la aplicación de la ley y limitaciones en los recursos 

judiciales pueden obstaculizar la justicia real pues ignorar estos problemas estructurales puede 

desviar la atención de soluciones prácticas necesarias para mejorar el acceso y la equidad en el 

sistema judicial. Asimismo, las críticas al liberalismo extremo y el descuido procedimental 

subrayan la falta de atención a las desigualdades estructurales y la negligencia de los mecanismos 

necesarios para garantizar una equidad sustantiva y al considerar la implementación de 

notificaciones digitales, es esencial asegurar que estas no perpetúen o amplíen dichas 

desigualdades. De forma similar, la crítica a la concentración de poder y la falta de balance indica 

que cuando el poder se concentra en una sola entidad, se corre el riesgo de decisiones sin la debida 

supervisión y revisión, lo cual puede afectar la imparcialidad del proceso judicial, entonces, la 

descentralización y supervisión adecuada son esenciales para mantener la transparencia y justicia.  

Igualmente, el formalismo excesivo y el enfoque en el procedimiento pueden llevar a 

injusticias al centrarse en la aplicación estricta de reglas, sin considerar las circunstancias 

particulares por lo cual es vital que la implementación de notificaciones judiciales vía WhatsApp 

permita la flexibilidad necesaria para adaptarse a las circunstancias individuales y promover la 

equidad. Adicionalmente, la crítica al enfoque en la protección de derechos formales en detrimento 

de la justicia distributiva y social resalta que garantizar solo los procedimientos legales, sin atender 

las desigualdades sociales y económicas, puede perpetuar la injusticia, por lo cual, implementación 
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de WhatsApp para notificaciones judiciales debe considerar estos factores para asegurar que se 

promueva una justicia más inclusiva y equitativa. 
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Figura 2. Características clave de las herramientas de notificación judicial.  

 

Nota. Elaboración Propia. 
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CAPÍTULO II. DEL CONTEXTO Y LEGISLACIÓN SOBRE NOTIFICACIÓN 

JUDICIAL A TRAVÉS DE WHATSAPP EN COLOMBIA, BRASIL Y ARGENTINA 

 

En este capítulo se examinará el contexto y la legislación relativa a la notificación judicial 

a través de WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina, proporcionando una visión detallada de 

cómo estas naciones han abordado la transformación digital en sus sistemas judiciales. La 

notificación judicial, un componente crucial en el proceso legal, ha evolucionado 

significativamente con el advenimiento de nuevas tecnologías. La implementación de herramientas 

digitales como WhatsApp plantea importantes cuestiones sobre la adecuación y eficacia de estos 

métodos en la práctica judicial. Por lo tanto, es esencial comprender los antecedentes históricos y 

la evolución del sistema legal en cada país, así como los conceptos básicos relacionados con la 

notificación judicial. 

El capítulo se inicia con una breve historia del sistema legal civil colombiano, abarcando 

desde sus antecedentes históricos hasta su consolidación y reformas en el siglo XX. Esta visión 

histórica proporcionará un contexto para entender cómo la notificación judicial se ha transformado 

en Colombia, y cómo estas transformaciones se comparan con las de Brasil y Argentina. Se 

abordarán las nociones básicas de la notificación judicial en el derecho civil colombiano, 

incluyendo los tipos, requisitos, procedimientos y garantías asociados. Este análisis es crucial para 

contextualizar cómo la notificación a través de WhatsApp encaja dentro del marco legal existente. 

La segunda parte del capítulo se centrará en la transformación de la notificación judicial en los tres 

países seleccionados. Se examinarán las reformas y adaptaciones específicas en Colombia, Brasil 

y Argentina, analizando cómo cada jurisdicción ha integrado la notificación digital en su sistema 

legal. Además, se revisarán casos relevantes que han utilizado WhatsApp como medio de 



61 

notificación, con el fin de evaluar cómo estos precedentes han influido en la práctica judicial y en 

la percepción de la validez y efectividad de este método. 

Finalmente, el capítulo discutirá sentencias clave relacionadas con la notificación judicial 

a través de WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina. Estas sentencias ofrecerán ejemplos 

concretos de cómo los tribunales han manejado este nuevo método de notificación, proporcionando 

insights valiosos sobre su aceptación y desafíos en la práctica. El análisis de estos casos relevantes 

permitirá una comprensión más profunda de las implicaciones jurídicas y prácticas de la 

notificación judicial digital, y contribuirá a una evaluación crítica sobre su viabilidad y adecuación 

en el contexto legal contemporáneo. 

2.1. Breve historia del sistema legal civil colombiano 

La historia del sistema legal civil colombiano es una crónica rica en transformaciones que 

reflejan las dinámicas sociopolíticas del país. Desde la época colonial hasta la República actual, el 

sistema ha evolucionado para adaptarse a los cambios políticos, sociales y económicos. El sistema 

legal colombiano, basado en gran medida en la tradición jurídica española, ha experimentado una 

serie de reformas y adaptaciones que han moldeado su estructura y funcionamiento. Esta evolución 

histórica proporciona una comprensión esencial de cómo el derecho civil ha llegado a su estado 

actual, marcando un recorrido desde sus orígenes hasta la consolidación de un marco normativo 

moderno. 

En la etapa colonial, el derecho civil colombiano se fundamentó en las leyes españolas, 

principalmente el derecho indiano y el derecho civil español, que se aplicaban a las colonias 

españolas en América. Durante este periodo, el sistema legal estaba fuertemente influenciado por 

la administración colonial y las leyes metropolitanas, las cuales regulaban diversos aspectos de la 

vida jurídica. La independencia y la posterior formación de la República trajeron consigo un 
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proceso de adaptación y consolidación del sistema legal, con el objetivo de establecer una identidad 

jurídica propia y acorde a las nuevas realidades nacionales. 

El siglo XX marcó una etapa crucial en la consolidación y reforma del sistema legal 

colombiano. A lo largo de este período, se implementaron reformas significativas que buscaron 

modernizar y mejorar el sistema judicial, alineándolo con las necesidades contemporáneas del país. 

Estas reformas incluyeron la codificación de normas, la creación de nuevas instituciones judiciales 

y la adaptación de procedimientos legales. La evolución del sistema legal civil colombiano es un 

testimonio de su capacidad para adaptarse a los cambios y desafíos, y proporciona un contexto 

importante para entender el marco normativo actual y su impacto en la práctica judicial. 

2.1.1. Antecedentes históricos  

El sistema legal civil colombiano tiene sus raíces en el periodo colonial, cuando las leyes 

españolas regían la vida en las colonias. Durante esta etapa, el derecho indiano y el derecho civil 

Español eran las principales fuentes jurídicas. El derecho indiano, basado en las leyes dictadas por 

la Corona Española, regulaba aspectos específicos de las colonias, mientras que el Derecho Civil 

Español se aplicaba en cuestiones civiles generales. Según García-Peña (1992), "El sistema jurídico 

durante la colonia estaba fundamentado en la normativa española, lo cual configuraba una 

estructura legal centrada en el poder colonial" (p. 34). Esta influencia colonial estableció las bases 

sobre las que se construiría el sistema legal independiente. 

Ahora bien, la independencia de Colombia en 1810 marcó un hito significativo en la 

evolución de su sistema legal. Durante el periodo de independencia, el país comenzó a establecer 

sus propias leyes y códigos, desvinculándose gradualmente del marco jurídico colonial. La 

promulgación de la Constitución de Cúcuta en 1821 y la Constitución de 1830 reflejaron los 

primeros intentos de codificación y sistematización del derecho. En palabras de Vargas (2009), "La 
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Constitución de 1821 representó un primer paso hacia la consolidación de un sistema legal 

independiente, incorporando elementos de derecho civil adaptados a la nueva realidad nacional" 

(p. 55). 

Por otro lado, a lo largo del siglo XIX, el derecho civil colombiano continuó evolucionando 

con la promulgación de códigos y leyes que buscaban adaptar el sistema legal a las nuevas 

necesidades del país. En 1853, se adoptó el Código Civil inspirado en el modelo francés, lo que 

marcó un cambio significativo en la estructura legal. Como señala De La Torre (2014), "El Código 

Civil de 1853 fue una pieza clave en la formación del sistema legal colombiano, alineando sus 

normas con los principios del derecho civil europeo" (p. 68). Este código introdujo reformas 

importantes en el manejo de cuestiones civiles y en la administración de justicia. 

Así pues, el siglo XX fue testigo de reformas y consolidaciones adicionales en el sistema 

legal colombiano. La Constitución de 1886 y la Constitución de 1991 jugaron un papel crucial en 

la modernización y adaptación del marco jurídico. La Constitución de 1991, en particular, introdujo 

importantes cambios al fortalecer los derechos fundamentales y establecer un sistema judicial más 

robusto. Según González (2017), "La Constitución de 1991 representó una transformación 

fundamental en el sistema legal colombiano, promoviendo una mayor protección de los derechos 

humanos y una reforma judicial integral" (p. 102). 

En las últimas décadas, el sistema legal colombiano ha continuado adaptándose a los 

desafíos contemporáneos, incluyendo la globalización y la digitalización. Las reformas recientes 

han abordado cuestiones de justicia transicional, derechos humanos y modernización de los 

procedimientos judiciales. Como afirma López (2021), "El sistema legal colombiano ha 

experimentado una serie de reformas destinadas a mejorar la eficiencia judicial y a garantizar una 

mayor protección de los derechos fundamentales en el contexto globalizado" (p. 135). 
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En conclusión, el sistema legal civil colombiano ha evolucionado desde sus orígenes 

coloniales hasta convertirse en un marco jurídico moderno y adaptado a las necesidades actuales. 

Esta evolución refleja una capacidad constante para adaptarse a los cambios sociales y políticos, 

asegurando que el sistema continúe respondiendo a las demandas de justicia y equidad. Según 

Martínez (2019), "La historia del derecho civil colombiano es una narración de adaptación y 

reforma, destacando la resiliencia del sistema ante los desafíos históricos y contemporáneos" (p. 

189). 

2.1.2. Periodo colonial 

Tal y como se mencionó anteriormente, durante el periodo colonial, la administración de 

justicia en las colonias españolas de América se basó en una combinación del derecho indiano y el 

derecho civil español. El derecho indiano era un conjunto de leyes y normativas dictadas por la 

Corona Española específicamente para las colonias, mientras que el Derecho Civil Español, basado 

en las leyes y costumbres peninsulares, también se aplicaba en aspectos civiles generales. Según 

López (2008), "El Derecho Indiano regulaba los asuntos específicos de las colonias y se 

complementaba con el Derecho Civil Español para cuestiones no especificadas" (p. 22), esta 

dualidad legal estableció una estructura jurídica que regía la vida cotidiana en la colonia y 

configuraba el marco de la justicia en ese tiempo. 

En este sentido, el sistema judicial colonial estaba organizado en torno a una serie de 

instituciones y leyes que buscaban mantener el control y la administración eficiente de las colonias. 

Las Audiencias, como los tribunales superiores, y los gobernadores, que actuaban como jueces en 

casos menores, eran fundamentales en este sistema. De acuerdo con Castro (2010), "Las Audiencias 

eran el órgano judicial más importante en las colonias, y su papel era crucial en la administración 

de justicia, resolviendo disputas tanto civiles como penales" (p. 47). Estas instituciones aseguraban 
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que el sistema legal español se aplicara en las colonias, manteniendo el orden y el control 

administrativo. 

En cuanto a la legislación específica, la Recopilación de Leyes de los Reinos de las Indias, 

promulgada en 1680, fue una de las principales fuentes normativas durante el periodo colonial. 

Esta recopilación consolidó las leyes existentes y estableció nuevas disposiciones para regular la 

vida en las colonias. Según Fernández (2012), "La Recopilación de Leyes fue fundamental para 

unificar y sistematizar la normativa aplicable en las colonias, proporcionando una base legal estable 

para la administración de justicia" (p. 65). Esta obra recopiló y organizó las leyes que regulaban 

tanto los aspectos civiles como los administrativos y penales en las colonias. 

Por otro lado, el derecho civil español, que se aplicaba subsidiariamente en ausencia de 

normas específicas del derecho indiano, también influenció profundamente el sistema legal 

colonial. El Código de las Siete Partidas y el Ordenamiento de Alcalá fueron textos de referencia 

para la regulación de asuntos civiles. Según Restrepo (2015), "El Código de las Siete Partidas y el 

Ordenamiento de Alcalá eran esenciales para la regulación de la vida civil en las colonias, 

proporcionando un marco legal en ausencia de legislación específica" (p. 102). Estos textos 

ofrecían una base sólida para la resolución de disputas y la administración de justicia en el ámbito 

civil. 

A lo largo del periodo colonial, la aplicación del derecho se caracterizó por una mezcla de 

leyes y procedimientos adaptados a las circunstancias locales y a las necesidades de la 

administración colonial. La coexistencia de las normativas españolas con las disposiciones 

específicas del derecho indiano refleja un sistema legal complejo y multifacético. Como señala 

Martínez (2018), "El periodo colonial en Colombia fue testigo de una intrincada mezcla de leyes y 

normas, adaptadas para abordar las particularidades de la administración colonial y las necesidades 
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locales" (p. 88). Esta mezcla normativa sentó las bases para el desarrollo del sistema legal 

colombiano en la era republicana. 

2.1.3. Independencia y formación de la República 

El proceso de independencia de Colombia, que culminó en 1819, marcó un punto de 

inflexión crucial en la historia del derecho civil colombiano. Durante este periodo, la influencia de 

las leyes coloniales españolas comenzó a disminuir, y emergió la necesidad de crear un marco legal 

propio que reflejara los ideales republicanos y la nueva realidad política. Según Restrepo (2010), 

"La independencia no solo significó un cambio político, sino también una transformación profunda 

en la estructura legal del país, buscando reemplazar el antiguo orden colonial por uno que se 

ajustara a los principios de la naciente república" (p. 45). Este periodo estuvo caracterizado por un 

intenso debate sobre cómo estructurar el nuevo sistema legal para reflejar los ideales de libertad e 

igualdad. 

Ahora bien, con la formación de la República de Colombia, se realizaron diversos esfuerzos 

para codificar el derecho civil y adaptar las leyes a las necesidades de la nueva nación. La 

Constitución de Cúcuta de 1821 fue uno de los primeros intentos significativos de estructurar el 

nuevo orden legal republicano. En este contexto, se buscó establecer un sistema de justicia que 

asegurara la protección de los derechos individuales y la igualdad ante la ley. López (2013) afirma 

que "La Constitución de Cúcuta sentó las bases para un sistema legal más equitativo y accesible, 

intentando romper con las prácticas discriminatorias del periodo colonial" (p. 112). Este documento 

fue fundamental para establecer un marco jurídico que protegiera los derechos civiles en la nueva 

república. 

Por último, la adopción de códigos civiles basados en modelos europeos, especialmente el 

Código Civil Napoleónico, fue una estrategia utilizada para modernizar y unificar el derecho civil 
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en Colombia. En 1858, el Código Civil de la Nueva Granada, influenciado por el modelo francés, 

comenzó a gestarse, aunque no se consolidó hasta décadas más tarde. Según Restrepo (2010), "La 

influencia del Código Napoleónico fue crucial en la formación del derecho civil colombiano, 

proporcionando un marco legal coherente y sistemático que reemplazara las dispersas leyes 

coloniales" (p. 89). Este proceso de codificación fue esencial para establecer una estructura legal 

moderna que pudiera responder a las demandas de una sociedad en transformación. 

2.1.4. Siglo XX: consolidación y reformas 

El siglo XX fue un periodo de significativa consolidación y reformas para el derecho civil 

colombiano, marcado por esfuerzos para modernizar y adaptar el sistema legal a las nuevas 

realidades sociales y económicas. Una de las reformas más importantes de este siglo fue la 

promulgación del Código Civil en 1887, que, aunque fue adoptado a finales del siglo XIX, su 

implementación y desarrollo se extendieron bien entrado el siglo XX. Según Valencia Zea (1987), 

"El Código Civil de 1887, inspirado en el Código Civil chileno de Andrés Bello, fue fundamental 

para unificar y sistematizar el derecho privado en Colombia, proporcionando un marco coherente 

para la legislación civil" (p. 34). Este código estableció las bases para la regulación de las relaciones 

civiles en el país, aunque requería constantes actualizaciones para mantenerse relevante. 

Durante la primera mitad del siglo XX, Colombia experimentó un proceso de urbanización 

y modernización económica que demandó reformas legales adicionales. En respuesta a estos 

cambios, se introdujeron modificaciones significativas al Código Civil y se promulgaron nuevas 

leyes para abordar las necesidades emergentes. Un ejemplo notable es la Ley 95 de 1936, que 

introdujo importantes reformas en el derecho de propiedad y en la regulación de los bienes rurales. 

Según Uprimny (2006), "La Ley 95 de 1936 fue un intento de modernizar el régimen de propiedad 

agraria en Colombia, respondiendo a las presiones sociales y económicas de la época" (p. 57). Esta 
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ley buscaba equilibrar los intereses de los grandes terratenientes y los pequeños campesinos, 

aunque su implementación enfrentó diversos desafíos. 

La segunda mitad del siglo XX fue testigo de una serie de reformas orientadas a fortalecer 

el marco de derechos humanos y mejorar la justicia social en Colombia. En 1974, se promulgó la 

Ley 75, conocida como la "Ley de Filiación y Adopción", que introdujo cambios significativos en 

la legislación familiar, protegiendo mejor los derechos de los niños y las familias. De acuerdo con 

López Medina (2005), "La Ley 75 de 1974 representó un avance importante en la protección de 

los derechos de los niños, estableciendo un marco legal más humano y equitativo para la filiación 

y la adopción" (p. 119). Estas reformas reflejaron un cambio hacia una mayor sensibilidad social y 

una preocupación por los derechos individuales. 

En las últimas décadas del siglo XX, el contexto de conflicto armado y las presiones 

internacionales impulsaron nuevas reformas en el derecho civil y en otros ámbitos del derecho 

colombiano. La Constitución de 1991 marcó un hito en la evolución legal del país, introduciendo 

un amplio catálogo de derechos fundamentales y principios de justicia social. Según Cepeda 

(1993), "La Constitución de 1991 representó una ruptura con el pasado, estableciendo un marco 

constitucional que prioriza los derechos humanos y la justicia social, y que ha influido 

profundamente en la evolución del derecho civil" (p. 211). Esta nueva constitución fue un esfuerzo 

por consolidar la democracia y promover una sociedad más equitativa y justa. 

2.1.5. Sistema actual 

Como se ha observado a lo largo de este estudio, el sistema de derecho civil colombiano 

actual es el resultado de una evolución histórica que ha sido moldeada por diversas influencias 

jurídicas y socio-políticas. A lo largo del tiempo, Colombia ha adoptado y adaptado principios del 

derecho civil romano-germánico, reflejados inicialmente en el Código Civil de 1887, basado en el 
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Código Civil chileno de Andrés Bello. Este código ha sido objeto de numerosas reformas para 

mantenerse pertinente frente a los cambios sociales y económicos del país. Según Valencia Zea 

(1987), "El Código Civil colombiano ha evolucionado continuamente para adaptarse a las 

necesidades cambiantes de la sociedad colombiana, reflejando una combinación de tradición 

jurídica y modernización" (p. 45). 

 

Dicho esto, uno de los aspectos fundamentales del sistema de derecho civil es el mecanismo 

de notificación judicial, que garantiza que las partes en un proceso judicial sean debidamente 

informadas de las actuaciones y decisiones que les conciernen. Este procedimiento es esencial para 

asegurar el debido proceso y el derecho de defensa, pilares de la justicia y equidad en cualquier 

sistema legal. Al respecto, la Ley 1564 de 2012, conocida como el Código General del Proceso, 

introdujo reformas significativas en los procedimientos de notificación judicial en Colombia, 

permitiendo el uso de tecnologías de la información y la comunicación, según Cárdenas (2013), 

"El Código General del Proceso establece nuevas formas de notificación, incluyendo medios 

electrónicos, para agilizar y hacer más eficiente el proceso judicial" (p. 83). 

En este contexto, la implementación de la notificación judicial a través de plataformas 

digitales como WhatsApp representa una innovación significativa que busca mejorar la eficiencia 

y efectividad del sistema judicial colombiano. En relación a ello, la Sentencia STC16733-2022 de 

la Corte Suprema de Justicia de Colombia reconoció la validez de la notificación judicial mediante 

WhatsApp, siempre que se cumplan ciertos requisitos que aseguren la autenticidad y recepción de 

la información. Según la Corte Suprema de Justicia (2022), "La notificación judicial a través de 

WhatsApp es válida siempre que se garantice que el destinatario haya recibido y comprendido la 

comunicación" (p. 27). 
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Así pues, este apartado examina el estado actual del sistema de derecho civil colombiano, 

con un enfoque particular en los procedimientos de notificación judicial y las recientes 

innovaciones en esta área. Se analizarán las leyes pertinentes, las reformas clave y las decisiones 

judiciales que han moldeado el marco normativo actual. Además, se evaluarán los desafíos y 

oportunidades que presenta la implementación de nuevas tecnologías en el proceso de notificación 

judicial, considerando tanto los beneficios potenciales como las preocupaciones legales y prácticas 

que pueden surgir. Esta observación será fundamental para comprender cómo el derecho civil 

colombiano está adaptándose a las demandas de un mundo cada vez más digitalizado y cómo estas 

adaptaciones impactan la garantía de los derechos procesales de las partes involucradas en los 

litigios. 

2.2. Nociones básicas frente a la notificación judicial en el derecho civil colombiano 

En el sistema de derecho civil colombiano, la notificación judicial juega un rol crucial al 

garantizar que todas las partes involucradas en un proceso judicial estén debidamente informadas 

sobre las actuaciones y decisiones que les conciernen. Esta comunicación es esencial para el respeto 

del debido proceso y el derecho de defensa, principios fundamentales en cualquier sistema de 

justicia. El Código General del Proceso, establecido por la Ley 1564 de 2012, proporciona las bases 

y procedimientos detallados para las notificaciones judiciales, incluyendo tanto métodos 

tradicionales como electrónicos. Según el artículo 291 de la mencionada ley en su numeral 3, “La 

parte interesada remitirá una comunicación a quien deba ser notificado, a su representante o 

apoderado, por medio de servicio postal autorizado por el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, en la que le informará sobre la existencia del proceso, su 

naturaleza y la fecha de la providencia que debe ser notificada, previniéndolo para que comparezca 

al juzgado a recibir notificación dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de su entrega en 



71 

el lugar de destino. Cuando la comunicación deba ser entregada en municipio distinto al de la sede 

del juzgado, el término para comparecer será de diez (10) días; y si fuere en el exterior el término 

será de treinta (30) días (…), lo anterior se refiere a que la notificación es el acto procesal mediante 

el cual se informa a una persona sobre un auto o providencia judicial, a fin de que ésta tenga 

conocimiento de la misma y pueda ejercer su derecho de defensa (Ley 1564, 2012, art. 291). 

Así, en este apartado se examinarán los diferentes tipos de notificación judicial reconocidos 

en Colombia, cada uno con su propio conjunto de procedimientos y requisitos. La notificación por 

aviso, por ejemplo, es considerada la forma más directa y segura de comunicación judicial, ya que 

implica la entrega del auto y/o providencia judicial directamente al destinatario junto con la 

demanda y sus anexos. Conforme al artículo 292 de la Ley 1564 de 2012, Cuando no se pueda 

hacer la notificación personal del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo al 

demandado, o la del auto que ordena citar a un tercero, o la de cualquiera otra providencia que se 

debe realizar personalmente, se hará por medio de aviso que deberá expresar su fecha y la de la 

providencia que se notifica, el juzgado que conoce del proceso, su naturaleza, el nombre de las 

partes y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al 

de la entrega del aviso en el lugar de destino. Cuando se trate de auto admisorio de la demanda o 

mandamiento ejecutivo, el aviso deberá ir acompañado de copia informal de la providencia que se 

notifica.(…)" (Ley 1564, 2012, art. 292).  

Ahora bien, para que una notificación judicial sea válida y eficaz, debe cumplir con varios 

requisitos legales. Estos incluyen la correcta identificación del destinatario, la claridad y 

completitud del contenido notificado, y el cumplimiento de los plazos legales establecidos para la 

notificación. Según el artículo 293 de la Ley 1564 de 2012, " Cuando el demandante o el interesado 

en una notificación personal manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado el demandado 



72 

o quien deba ser notificado personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en 

este código. " (Ley 1564, 2012, art. 293). El procedimiento para la notificación varía según el tipo 

de notificación; por ejemplo, la notificación personal implica la entrega del auto y/o providencia, 

mientras que la notificación por aviso ya implica la entrega del auto admisorio de la demanda, la 

demanda y sus anexos, el emplazamiento referiete a una publicación por un periódico del amplia 

circulación. 

Además de estos procedimientos, es fundamental considerar las garantías y derechos de las 

partes involucradas en un proceso judicial. La notificación judicial no solo sirve para informar, sino 

que también garantiza que las partes puedan ejercer su derecho a la defensa de manera efectiva y 

garantizar el debido proceso. 

2.2.1. Tipos de notificación judicial 

En el derecho procesal civil colombiano, la notificación judicial es fundamental para 

asegurar el debido proceso y el derecho de defensa de las partes involucradas en un litigio. La Ley 

1564 de 2012, también conocida como el Código General del Proceso (CGP), establece varios tipos 

de notificación judicial, cada uno con procedimientos y requisitos específicos para garantizar que 

las partes sean informadas adecuadamente sobre las actuaciones judiciales. 

En este sentido, la notificación personal  el cual se establece en el articulo 291 del CGP, es 

el método más directo y seguro, ya que implica la entrega de la resolución judicial directamente al 

destinatario. El artículo 292 del CGP, establece la notificación por aviso deberá efectuarse 

entregando copia íntegra de la providencia la demanda y sus anexos a la persona interesada. Este 

tipo de notificación garantiza que el destinatario reciba la información de manera clara y oportuna, 

lo que es crucial para el ejercicio de su derecho de defensa.  
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Así, cuando la notificación personal o por aviso no es efectiva,  procedemos con el 

emplazamiento. Según el artículo 293 del CGP, " Cuando el demandante o el interesado en una 

notificación personal manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado el demandado o quien 

deba ser notificado personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en este 

código." (Ley 1564, 2012, art. 293). Este método asegura que la parte interesada reciba la 

notificación, incluso si no se encuentra en el lugar de la notificación personal. El emplazamiento 

debe contener la información necesaria para que el destinatario pueda conocer y ejercer su derecho 

de defensa. 

Por otro lado, el emplazamiento es una medida de última instancia utilizada cuando no se 

puede localizar al destinatario a través de periódicos de amplia circulación. Conforme al artículo 

108 del CGP, " Cuando se ordene el emplazamiento a personas determinadas o indeterminadas, se 

procederá mediante la inclusión del nombre del sujeto emplazado, las partes, la clase del proceso 

y el juzgado que lo requiere, en un listado que se publicará por una sola vez en un medio escrito de 

amplia circulación nacional o local, o en cualquier otro medio masivo de comunicación, a criterio 

del juez, para lo cual indicará al menos dos (2) medios de comunicación" (Ley 1564, 2012, art. 

108). Este emplazamiento debe publicarse en un diario de amplia circulación, garantizando así que 

el destinatario tenga la oportunidad de ser informado sobre la providencia judicial. 

Ahora bien, la notificación electrónica ha ganado importancia con el avance de las 

tecnologías de la información y la comunicación. Según el artículo 291 del CGP numeral 3 

parágrafo 4, "Cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser notificado, la 

comunicación podrá remitirse por el Secretario o el interesado por medio de correo electrónico. Se 

presumirá que el destinatario ha recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione acuse de 

recibo. En este caso, se dejará constancia de ello en el expediente y adjuntará una impresión del 

mensaje de datos." (Ley 1564, 2012, art. 291 numeral 3 parágrafo 4). Este tipo de notificación 
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permite una mayor celeridad y eficiencia en el proceso judicial, facilitando la comunicación entre 

el juzgado y las partes a través de correos electrónicos u otros medios electrónicos seguros, el cual 

se encuentra regulado por el articulo 8 de la Ley 2213 de 2022. 

No obstante, la notificación por estrado es otro método previsto en situaciones específicas. 

Según el artículo 294 del CGP, " Las providencias que se dicten en el curso de las audiencias y 

diligencias quedan notificadas inmediatamente después de proferidas, aunque no hayan concurrido 

las partes." (Ley 1564, 2012, art. 294). Estos tipos de notificación judicial están diseñados para 

garantizar que las partes involucradas en un proceso judicial en Colombia sean debidamente 

informadas sobre las decisiones que les afectan, asegurando así el respeto al debido proceso y al 

derecho de defensa. 

2.2.2. Requisitos de la notificación judicial  

En el derecho procesal civil colombiano, la notificación judicial es un procedimiento 

esencial para garantizar que las partes involucradas en un litigio sean informadas de manera 

adecuada y oportuna sobre las decisiones y actuaciones judiciales que les afectan. Los requisitos 

para llevar a cabo una notificación judicial efectiva están claramente delineados en el Código 

General del Proceso (CGP), el cual establece normas específicas para asegurar el debido proceso 

y la protección de los derechos de las partes. 

Uno de los requisitos fundamentales para la notificación judicial es la precisión en la 

identificación de la parte a notificar. Según el artículo 291 del CGP, (…)" La comunicación deberá 

ser enviada a cualquiera de las direcciones que le hubieren sido informadas al juez de conocimiento 

como correspondientes a quien deba ser notificado (…)" (Ley 1564, 2012, art. 291). Esto implica 

que la notificación debe dirigirse a la persona correcta y la dirección correcta, evitando confusiones 

y asegurando que el destinatario sea el verdadero interesado en el proceso y este reciba la 
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comunicación, lo anterior es esencial para que la notificación cumpla su propósito de informar 

adecuadamente a la parte afectada. 

Otro requisito importante es la entrega de la copia íntegra de la providencia judicial. El 

artículo 292 del CGP establece que "Cuando no se pueda hacer la notificación personal del auto 

admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo al demandado, o la del auto que ordena citar 

a un tercero, o la de cualquiera otra providencia que se debe realizar personalmente, se hará por 

medio de aviso que deberá expresar su fecha y la de la providencia que se notifica, el juzgado que 

conoce del proceso, su naturaleza, el nombre de las partes y la advertencia de que la notificación 

se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de 

destino"(…) (Ley 1564, 2012, art. 292). Esta disposición garantiza que el destinatario reciba toda 

la información relevante sobre la decisión judicial, permitiéndole conocer en detalle las razones y 

fundamentos de la misma. La entrega de la copia íntegra es crucial para que la parte notificada 

pueda ejercer su derecho de defensa de manera informada y efectiva. 

Lo anterior, garantiza que el proceso de notificación sea transparente y que se realicen 

esfuerzos razonables para informar a la parte interesada. 

En los casos donde la notificación personal no es posible, la ley permite el uso de 

notificaciones por otros medios, siempre y cuando se garantice la autenticidad y la integridad de la 

comunicación. El artículo 293 del CGP dispone que " Cuando el demandante o el interesado en una 

notificación personal manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado el demandado o quien 

deba ser notificado personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en este 

código." (Ley 1564, 2012, art. 293). Este requisito es particularmente relevante en el contexto 

actual, donde la digitalización y el uso de tecnologías de la información juegan un papel crucial en 

la administración de justicia.  
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El emplazamiento es un mecanismo de último recurso que también tiene requisitos 

específicos. Según el artículo 108 del CGP, " Cuando se ordene el emplazamiento a personas 

determinadas o indeterminadas, se procederá mediante la inclusión del nombre del sujeto 

emplazado, las partes, la clase del proceso y el juzgado que lo requiere, en un listado que se 

publicará por una sola vez en un medio escrito de amplia circulación nacional o local, o en cualquier 

otro medio masivo de comunicación, a criterio del juez, para lo cual indicará al menos dos (2) 

medios de comunicación" (Ley 1564, 2012, art. 108). Este emplazamiento debe contener la 

información suficiente para que el destinatario pueda entender la naturaleza de la providencia y 

tomar las acciones necesarias para su defensa. La publicación del emplazamiento debe ser en un 

diario de amplia circulación, lo cual es un requisito que busca ampliar la difusión de la notificación 

y asegurar que el destinatario tenga la oportunidad de ser informado. 

Finalmente, la ley establece que la notificación debe realizarse en un plazo razonable para no 

perjudicar el derecho de defensa del destinatario. No obstante, el artículo 295 del CGP establece 

que " Las notificaciones de autos y sentencias que no deban hacerse de otra manera se cumplirán 

por medio de anotación en estados que elaborará el Secretario" (Ley 1564, 2012, art. 295). Este 

requisito es fundamental para asegurar que las partes puedan preparar su defensa y participar 

activamente en el proceso judicial. La celeridad en la notificación es crucial para el debido proceso 

y para la justicia efectiva. 

2.2.3. Procedimiento para la notificación judicial  

El procedimiento para la notificación judicial en el derecho procesal civil colombiano está 

regulado por el Código General del Proceso (CGP), el cual establece una serie de pasos específicos 

para garantizar que las partes involucradas en un litigio sean informadas de manera adecuada y 

oportuna sobre las decisiones judiciales que les afectan. La correcta ejecución de este 
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procedimiento es esencial para asegurar el debido proceso y la protección de los derechos de las 

partes. 

Dicho esto, el primer paso en el procedimiento de notificación judicial es la elaboración del 

citatorio donde se encuentre anexa la providencia que debe ser notificada. Según el artículo 291 

del CGP, la notificación personal se hará entregando copia íntegra de la providencia al interesado, 

su representante legal. Esta disposición garantiza que la persona a ser notificada reciba toda la 

información relevante sobre la decisión judicial, permitiéndole conocer en detalle las razones y 

fundamentos de la misma. 

Una vez elaborada la providencia, el siguiente paso es la entrega de la notificación. El 

artículo 292 del CGP establece que " El aviso será elaborado por el interesado, quien lo remitirá a 

través de servicio postal autorizado a la misma dirección a la que haya sido enviada la 

comunicación a que se refiere el numeral 3 del artículo anterior" (Ley 1564 de 2012, art. 292). Esta 

norma asegura que la notificación sea realizada de manera formal y que se registre adecuadamente 

en el expediente judicial, proporcionando una prueba de que la parte fue debidamente informada. 

Ahora bien, en caso de que no se pueda realizar la notificación personal o por aviso en el 

primer intento, el artículo 293 del CGP dispone que " Cuando el demandante o el interesado en una 

notificación personal manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado el demandado o quien 

deba ser notificado personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en este 

código." (Ley 1564 de 2012, art. 293).  

Asimiso, según el artículo 108 del CGP, " Cuando se ordene el emplazamiento a personas 

determinadas o indeterminadas, se procederá mediante la inclusión del nombre del sujeto 

emplazado, las partes, la clase del proceso y el juzgado que lo requiere, en un listado que se 

publicará por una sola vez en un medio escrito de amplia circulación nacional o local, o en cualquier 

otro medio masivo de comunicación, a criterio del juez, para lo cual indicará al menos dos (2) 
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medios de comunicación" (Ley 1564 de 2012, art. 108). Esta disposición garantiza que la parte sea 

informada de la decisión judicial a través de un medio alternativo que también proporciona un 

registro formal en el expediente. Además, en situaciones donde se desconoce el paradero del 

destinatario, el emplazamiento se convierte en el último recurso. Esta publicación debe contener 

información suficiente para que el destinatario pueda entender la naturaleza de la providencia y 

tomar las acciones necesarias para su defensa. 

2.2.4. Garantías y derechos de las partes 

En el derecho procesal civil colombiano, las garantías y derechos de las partes en materia 

de notificación judicial están consagrados para asegurar que todos los individuos involucrados en 

un litigio reciban un trato justo y equitativo. Estas garantías están diseñadas para proteger los 

derechos fundamentales de las partes y asegurar que el proceso judicial se lleve a cabo de manera 

transparente y eficiente. 

Una de las principales garantías es el derecho a ser notificado personalmente sobre 

cualquier decisión judicial que les afecte. Según el artículo 291 del Código General del Proceso 

(CGP), la notificación personal se hará entregando copia íntegra de la providencia al interesado, su 

representante legal debidamente constituido. Este derecho asegura que la parte tenga conocimiento 

directo y completo de las decisiones judiciales, permitiéndole preparar una defensa adecuada o 

tomar las medidas necesarias en respuesta a la providencia. 

Además, la ley establece que las notificaciones deben ser realizadas de manera diligente y 

en el menor tiempo posible. Esta garantía es esencial para evitar demoras innecesarias que puedan 

perjudicar el derecho de defensa de las partes y para mantener la celeridad en el proceso judicial. 

En los casos en que no se puede realizar la notificación personal o por aviso, el artículo 293 

del CGP establece que " Cuando el demandante o el interesado en una notificación personal 
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manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado el demandado o quien deba ser notificado 

personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en este código." (Ley 1564 de 

2012, art. 293).  

Como se mencionó con anterioridad ante situaciones donde la notificación personal o por 

aviso no es posible, la ley prevé mecanismos alternativos como el emplazamiento. Según el artículo 

108 del CGP, " Cuando se ordene el emplazamiento a personas determinadas o indeterminadas, se 

procederá mediante la inclusión del nombre del sujeto emplazado, las partes, la clase del proceso 

y el juzgado que lo requiere, en un listado que se publicará por una sola vez en un medio escrito de 

amplia circulación nacional o local, o en cualquier otro medio masivo de comunicación, a criterio 

del juez, para lo cual indicará al menos dos (2) medios de comunicación." (Ley 1564 de 2012, art. 

108). Estos mecanismos alternativos aseguran que las partes sean informadas a través de medios 

accesibles y visibles, incluso cuando su paradero sea desconocido. 

Por último, las partes tienen el derecho a que la notificación se realice conforme a los 

principios de legalidad y seguridad jurídica. La correcta ejecución del procedimiento de 

notificación, tal como está establecido en la ley, garantiza que las decisiones judiciales sean 

comunicadas de manera formal y documentada, proporcionando a las partes la seguridad de que 

sus derechos procesales están siendo respetados. Este marco normativo es fundamental para la 

transparencia y la confianza en el sistema judicial colombiano. 
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2.2.5. Casos especiales y controversias  

En el derecho procesal civil colombiano, los casos especiales y las controversias 

relacionadas con la notificación judicial son tratados con atención particular para asegurar que los 

procedimientos legales se lleven a cabo de manera justa y equitativa. Las normativas vigentes 

establecen mecanismos específicos para abordar situaciones donde las notificaciones no pueden 

realizarse de manera convencional, garantizando así el cumplimiento del debido proceso. Uno de 

los casos especiales se refiere a la notificación cuando el destinatario se encuentra en el extranjero. 

En la sentencia C-958 de 2007 estipula que "La posibilidad de contar con un procedimiento sencillo 

y ágil para la notificación y traslado de documentos judiciales resulta acorde con la optimización 

de los instrumentos de asistencia judicial entre los Estados, en tanto especie de la integración 

económica, política y social entre Colombia y las demás naciones, prevista en el artículo 227 

Superior. Del mismo modo, el mecanismo en comento constituye una herramienta adecuada para 

la realización del principio de publicidad, inherente al derecho fundamental al debido proceso" 

(Corte Constitucional, sentencia C-958 de 2007). Asi como la Ley 1073 de 2006 dispone “Por 

medio de la cual se aprueba la convención sobre la notificación o traslado en el extranjero de 

documentos judiciales o extrajudiciales en Materia Civil o Comercial, hecha en La Haya el 15 de 

noviembre de 1965.” Esta disposición asegura que las partes en litigio que residan fuera del país 

reciban la notificación judicial de manera formal y conforme a los tratados internacionales 

aplicables, evitando así posibles perjuicios en su derecho a la defensa. 

Ahora bien, el artículo 301 del CGP trata de la notificación cuando se conoce por algún 

medio. Según este artículo, " La notificación por conducta concluyente surte los mismos efectos de 

la notificación personal. Cuando una parte o un tercero manifieste que conoce determinada 

providencia o la mencione en escrito que lleve su firma, o verbalmente durante una audiencia o 
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diligencia, si queda registro de ello, se considerará notificada por conducta concluyente de dicha 

providencia en la fecha de presentación del escrito o de la manifestación verbal" (Ley 1564 de 

2012, art. 300). Este mecanismo asegura que los errores o imprevistos no impidan la correcta 

comunicación de las decisiones judiciales. 

Estos mecanismos y procedimientos especiales reflejan el compromiso del sistema legal 

colombiano con la justicia y la equidad, asegurando que las notificaciones judiciales se realicen de 

manera efectiva y conforme a los derechos de las partes involucradas. 

2.3. Transformación de la notificación judicial en Colombia, Brasil y Argentina 

En el contexto jurídico contemporáneo, la transformación de los métodos de notificación 

judicial ha sido impulsada por la necesidad de adaptarse a los avances tecnológicos y a las nuevas 

formas de comunicación. En particular, la implementación de la notificación judicial a través de 

WhatsApp se ha convertido en un tema de interés significativo en varios países, incluyendo 

Colombia, Brasil y Argentina. Este apartado explora cómo estos países han abordado la transición 

hacia el uso de plataformas digitales para la notificación judicial, destacando ejemplos concretos y 

buenas prácticas que ilustran este proceso. 

Dicho esto, en Colombia, la notificación judicial por WhatsApp ha sido un tema de 

desarrollo normativo. La Corte Suprema de Justicia ha abordado esta cuestión reconociendo el 

potencial de las plataformas digitales para mejorar la eficiencia del sistema judicial y garantizar el 

derecho a la notificación. Por ejemplo, la Sentencia STC16733-2022 valida el uso de WhatsApp 

en ciertos contextos, subrayando la importancia de equilibrar la innovación con la protección de 

los derechos fundamentales de las partes involucradas (Corte Suprema de Justicia, 2022). 

Por su parte, en Brasil, el Consejo Nacional de Justicia (CNJ) ha adoptado medidas para 

incorporar la notificación judicial digital en el marco de sus esfuerzos por modernizar el sistema 
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judicial. La Sentencia PCA 0003251-94.2016.2.00.0000 del CNJ establece directrices sobre el uso 

de plataformas digitales para notificaciones, resaltando la necesidad de asegurar que estas 

herramientas cumplan con los requisitos legales y garanticen la equidad procesal (CNJ, 2016). Esta 

medida refleja un enfoque pragmático hacia la integración de tecnologías digitales en la 

administración de justicia. 

Así mismo, en Argentina también ha dado pasos significativos hacia la modernización de 

la notificación judicial, con la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil dictando la Sentencia 

N°96889/2023. Esta sentencia aborda el uso de WhatsApp y otras plataformas digitales para 

notificaciones, subrayando la importancia de mantener un equilibrio entre la eficacia de las nuevas 

tecnologías y el respeto por los derechos de las partes (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 

2023). El enfoque argentino destaca la adaptación del sistema judicial a los cambios tecnológicos 

sin sacrificar los principios de justicia y debido proceso. 

A través de estos ejemplos, se evidencia que la transformación hacia la notificación judicial 

digital en Colombia, Brasil y Argentina está en marcha, con un enfoque en la adaptación de la 

legislación y las prácticas judiciales a las demandas contemporáneas. Este apartado analizará los 

retos y oportunidades que presenta esta transformación, evaluando cómo los diferentes países están 

implementando y ajustando estas innovaciones para mejorar la eficiencia y la equidad en la 

notificación judicial. Se abordarán las mejores prácticas y se considerarán las lecciones aprendidas 

en cada jurisdicción para proporcionar una visión comprensiva de la evolución de la notificación 

judicial en la era digital. 
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2.3.1. De la notificación judicial en Colombia 

La transformación de la notificación judicial en Colombia ha avanzado significativamente 

con la incorporación de herramientas tecnológicas, destacando el uso de WhatsApp como un medio 

innovador.  

El Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) establece las reglas básicas para la 

notificación judicial en Colombia, y la reciente Ley 2213 de 2022 introduce modificaciones que 

permiten el uso de WhatsApp. En el artículo 8 de esta ley se menciona que “Las notificaciones que 

deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva 

como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se 

realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos 

que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio. El interesado afirmará bajo 

la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica 

o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la 

obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a 

la persona por notificar” (Ley 2213 de 2022, Art. 8). Este marco legal asegura que, a pesar de la 

modernización, se mantengan los principios fundamentales del debido proceso. 

Así, la implementación de notificaciones a través de WhatsApp también se enmarca en las 

políticas del Consejo Superior de la Judicatura, que ha promovido la modernización de los 

procedimientos judiciales para aumentar la accesibilidad y reducir los tiempos de respuesta.  

En conclusión, la transformación de la notificación judicial en Colombia, impulsada por el 

Código General del Proceso y el Decreto 806 de 2020 ahora Ley 2213 de 2022, la sentencia 

STC16733-2022, muestra un claro avance hacia la integración de tecnologías en el ámbito judicial. 

Sin embargo, es crucial que la aplicación de herramientas como WhatsApp para notificaciones 
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mantenga estrictos controles para garantizar la protección de los derechos procesales y la integridad 

del proceso judicial. 

2.3.2. De la notificación judicial en Brasil 

En Brasil, la transformación de la notificación judicial ha sido impulsada por la adopción 

de tecnologías modernas para mejorar la eficiencia del sistema judicial. La Ley 13.105 de 2015, 

que es el Código de Procedimiento Civil (CPC), ha sido fundamental en este proceso. Según el 

artículo 246 del CPC, “La citación se realizará preferentemente por medios electrónicos, en un 

plazo de hasta 2 (dos) días hábiles, contados a partir de la decisión que la determine, a través de las 

direcciones electrónicas que el citante indique en la base de datos del Poder Judicial, de 

conformidad con el Reglamento del Consejo Nacional de Justicia. (Código de Proceso Civil, Ley 

13.105/2015, Art. 246). Esta disposición establece el marco legal para el uso de medios 

electrónicos, para las notificaciones judiciales, siempre que se asegure la validez del 

procedimiento. 

En este sentido, el Consejo Nacional de Justicia (CNJ) ha emitido normativas específicas 

para regular el uso de tecnologías en las notificaciones judiciales. La Resolución 345 de 2020 del 

CNJ establece la notificación por medios electrónicos debe ser acompañada de una confirmación 

de recepción y de un registro que garantice la integridad del contenido notificado. Esta resolución 

proporciona directrices claras para la implementación de notificaciones electrónicas, asegurando 

que se mantenga la integridad del proceso judicial. 

Finalmente, la integración de WhatsApp y otras herramientas digitales en el sistema de 

notificaciones judiciales también ha sido influenciada por el objetivo de modernizar la justicia y 

aumentar su accesibilidad. Según el Informe del CNJ de 2021, “la incorporación de tecnologías de 

comunicación en el proceso judicial tiene el potencial de mejorar la eficiencia y reducir los tiempos 
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procesales, siempre que se implementen con el debido cuidado para proteger los derechos de los 

involucrados” (CNJ, Informe 2021, p. 15). Este informe destaca los beneficios y las 

consideraciones que deben tenerse en cuenta al utilizar herramientas como WhatsApp para 

notificaciones judiciales. 

2.3.3. De la notificación judicial en Argentina 

En Argentina la transformación de la notificación judicial ha avanzado significativamente 

con la inclusión de herramientas tecnológicas en el sistema judicial. La Ley 25.488, del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación, ha sido clave en este proceso. El artículo 133 de la ley 

establece que “PRINCIPIO GENERAL Art. 133. - Salvo los casos en que procede la notificación 

por cédula y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, las resoluciones judiciales 

quedarán notificadas en todas las instancias los días martes y viernes. Si uno de ellos fuere feriado, 

la notificación tendrá lugar el siguiente día de nota” (Ley 25.488, Art. 133). Este marco legal ha 

abierto la puerta para realizar notificaciones judiciales, siempre que se cumplan los requisitos de 

validez y eficacia. 

Así, la Ley 26.685, también ha sido fundamental en la regulación de las notificaciones 

electrónicas. El artículo 4 de esta Ley establece que “Autorízase la utilización de domicilio 

electrónico especial en todas las instancias de los procesos judiciales y que se tramitan ante el Poder 

Judicial de la Nación,en los términos que establezca la reglamentación, y que a los fines de este 

sustituya al domicilio real.” (Ley 26.685, Art. 4 ). Esta disposición permite la implementación de 

nuevas tecnologías como WhatsApp, siempre asegurando que las notificaciones mantengan su 

integridad y sean efectivas. 
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2.4. Casos relevantes de notificación judicial a través de WhatsApp 

En el contexto de la creciente digitalización del sistema judicial, la notificación judicial a 

través de plataformas de mensajería instantánea, como WhatsApp, ha emergido como una 

herramienta innovadora que busca adaptar los procedimientos legales a las demandas de la era 

digital. Este apartado examina casos relevantes que han abordado la implementación de esta 

práctica en diferentes jurisdicciones, proporcionando una visión comprensiva de cómo se ha 

integrado esta tecnología en el ámbito judicial en Colombia, Brasil y Argentina. La exploración de 

estas sentencias ilustra tanto los desafíos como las oportunidades que surgen al utilizar 

herramientas digitales para la notificación judicial, y destaca las implicaciones para la eficacia y la 

equidad del proceso judicial. 

Así pues, se abordará la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de 

Colombia que es un caso fundamental que marca un hito en la regulación de la notificación judicial 

por medios electrónicos en el país. Esta sentencia trata el uso de WhatsApp como un mecanismo 

válido para notificar actos judiciales, estableciendo precedentes sobre cómo se deben garantizar los 

derechos procesales y la validez de estas notificaciones en un marco legal tradicionalmente 

orientado hacia los métodos convencionales. El análisis de esta sentencia permite comprender la 

evolución normativa y judicial en Colombia en relación con las tecnologías emergentes. 

También se tendrá en cuenta la Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 

0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia de Brasil, la cual ofrece un enfoque 

detallado sobre la aplicación de WhatsApp para notificaciones judiciales. Esta decisión no solo 

valida el uso de plataformas digitales para la comunicación judicial, sino que también establece 

criterios para asegurar que estas notificaciones cumplan con los estándares de integridad y 

transparencia requeridos en el proceso judicial. La sentencia brasileña destaca la adaptación del 

sistema judicial a las exigencias de la modernidad sin comprometer la calidad del proceso judicial. 



87 

Por su parte, también se observará la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil 

N°96889/2023 de Argentina, la cual representa un avance significativo en la implementación de 

notificaciones judiciales electrónicas en la región. Este fallo aborda las condiciones bajo las cuales 

las notificaciones por WhatsApp pueden ser consideradas válidas y efectivas, y proporciona 

directrices sobre cómo manejar los aspectos técnicos y procedimentales asociados con esta 

práctica. La sentencia argentina es clave para entender cómo los sistemas judiciales 

latinoamericanos están integrando nuevas tecnologías en sus procedimientos legales, buscando 

equilibrar innovación con protección de derechos fundamentales. 

Así, el examen de estos casos no solo revela las tendencias actuales en la notificación 

judicial electrónica, sino que también ofrece una perspectiva crítica sobre los desafíos y las 

oportunidades asociadas con la implementación de WhatsApp en el contexto legal. Al analizar estas 

sentencias, se busca proporcionar una comprensión más profunda de cómo los sistemas judiciales 

en Colombia, Brasil y Argentina están adaptando sus prácticas para responder a los avances 

tecnológicos y a las expectativas de los usuarios del sistema judicial. 

2.4.1. Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de Colombia 

La Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de Colombia marcó un 

precedente muy importante en el uso de medios digitales para notificaciones personales en procesos 

judiciales. Esta decisión se centra en la validez de notificaciones relizadas a través de canales como 

WhatsApp, y las condiciones necesarias para que estas sean aceptadas en términos legales. 

Ahora bien los puntos claves de esta sentencia son: a) Notificaciones digital: La corte 

reconocio que aplicaciones como WhatsApp son herramientas idóneas para relizar notificaciones 

judiciales, siempre que cumplan ciertos requisitos legales. Esto incluye la confirmacion del envio 

del mensaje y la recepción en el dispositivo del destinatario, (la identificación con el doble check), 
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sin necesidad de conformar la lectura del mensaje. B) Requisitos legales: Para que una notificacion 

por WhatApp sea valida, se debe cumplir con los requisitos y condiciones por las cuales: declarar 

bajo la gravedad de juramento que el numero del destinatario pertenece efectivamente al 

destinatario; explicar como se obtuvo dicho numero; aportar pruebas que sustenten las dos 

condiciones anteriores como comunicaciones previas a ese canal. C) Libertad probatoria: La 

sentencia además enfatiza que no es necesario recurrir a servicios especializados para certificar las 

notificaciones. Las partes pueden usar captura de pantalla u otros medio para probar que la 

notificacion fue realizada, siempre y cuando cumplan con las reglas de una autenticidad y 

suficiencia del Código General del Proceso. D) Facilidad de uso: En este enfoque busca en 

simplificar el proceso judicial, haciéndolo mas eficiente y económico, adaptándose a las realides 

digitales actuales en Colombia. Además, la Corte destacó que exigir mencanimos demasiado 

formales para certificar las notificaciones seria contrario al espitiritu de la legislación. 

Esta sentencia facilita el uso de herramientas digitales como WhatsApp en el sistema 

judicial Colombiano, establecieno un equilibrio entre modernización tecnoligica y garantía de los 

derechos procesales tanto del debido proceso como el derecho a la contradicción de las partes 

involucradas. 

2.4.2. Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000 del 

Consejo Nacional de Justicia de Brasil 

La Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000 

fue emitida por el Consejo Nacional de Justicia (CNJ) de Brasil y representa un hito importante en 

la evolución del sistema judicial brasileño, particularmente en lo que respecta a la notificación 

judicial mediante herramientas digitales como WhatsApp. Este fallo refleja un intento significativo 

de modernizar el proceso judicial brasileño y adaptarlo a las exigencias de la era digital, 



89 

promoviendo la eficiencia y agilidad en el ámbito judicial. No obstante, como toda innovación, la 

sentencia presenta aspectos positivos y negativos que merecen una evaluación crítica. 

En su sentencia, el CNJ reconoce que la notificación a través de WhatsApp puede ser un 

medio válido para asegurar que las partes involucradas en un proceso judicial reciban la 

información pertinente de manera oportuna. El Consejo argumenta que, en la era digital, el uso de 

plataformas de mensajería instantánea puede contribuir a la celeridad procesal y a la reducción de 

la carga administrativa de los tribunales. La sentencia resalta la importancia de que los mensajes 

enviados a través de WhatsApp sean recibidos y leídos por los destinatarios, y establece que el 

cumplimiento de estos requisitos puede considerarse como un indicador de validez en la 

notificación. Esta disposición es un paso importante hacia la modernización del sistema judicial, 

reflejando una adaptación a las nuevas tecnologías. 

Aunque la sentencia permite el uso de WhatsApp, no proporciona directrices detalladas 

sobre cómo se deben manejar cuestiones como la verificación de la identidad del destinatario, la 

seguridad de la información y la garantía de que el mensaje ha sido efectivamente recibido y 

comprendido. La ausencia de estos detalles puede generar incertidumbre y problemas en la 

aplicación práctica de la sentencia, lo que podría afectar la equidad y la seguridad del proceso 

judicial. 

El uso de plataformas de mensajería para fines judiciales plantea riesgos significativos 

relacionados con la protección de datos personales y la confidencialidad de la información. La falta 

de medidas específicas para abordar estos riesgos podría comprometer la integridad de las 

comunicaciones judiciales y la protección de los derechos de las partes involucradas. 

Finalmente, la Sentencia PCA 0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de 

Justicia de Brasil marca un avance importante en la modernización del sistema judicial brasileño 

mediante la aceptación de la notificación judicial a través de WhatsApp. Sin embargo, la falta de 
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un marco normativo detallado, la preocupación por la privacidad y la confidencialidad, y la 

ausencia de alineación con estándares internacionales presentan desafíos significativos que deben 

abordarse para asegurar la efectividad y la equidad del proceso judicial. La sentencia representa un 

punto de partida para futuras reformas y ajustes en el uso de tecnologías digitales en el ámbito 

judicial, destacando la necesidad de continuar desarrollando y perfeccionando las normativas para 

garantizar una administración de justicia eficiente y justa en la era digital. 

2.4.3. Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 de Argentina 

La Sentencia N°96889/2023 emitida por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de 

Argentina representa un paso significativo en la adaptación del sistema judicial argentino a las 

nuevas tecnologías, especialmente en el contexto de las notificaciones judiciales. Esta sentencia 

aborda la utilización de WhatsApp como un medio válido para la notificación judicial, marcando 

un intento notable por modernizar y agilizar los procesos judiciales en el país.  

En primer lugar, la sentencia reconoce el potencial de WhatsApp para mejorar la eficiencia 

en la notificación judicial. La Cámara resalta que la plataforma de mensajería instantánea puede 

proporcionar una forma rápida y efectiva de llegar a las partes involucradas en un proceso judicial, 

especialmente en situaciones donde los métodos tradicionales de notificación, como la notificación 

en persona o por correo postal, podrían resultar ineficaces o ineficientes. La sentencia subraya que 

la rapidez y la accesibilidad que ofrece WhatsApp pueden contribuir a una administración de 

justicia más ágil y menos burocrática. Este reconocimiento refleja una comprensión moderna de 

las herramientas digitales y su impacto en el sistema judicial. 

No obstante, el análisis de la Sentencia N°96889/2023 también revela una serie de 

deficiencias y lagunas en la aplicación práctica de la notificación judicial a través de WhatsApp. 

Aunque la sentencia admite el uso de WhatsApp, no proporciona directrices exhaustivas sobre 
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cómo asegurar la autenticidad y la recepción efectiva de las notificaciones. La ausencia de una 

normativa específica puede generar incertidumbre en cuanto a la validez y la eficacia de las 

notificaciones realizadas mediante esta herramienta. 

Por otro lado, otro aspecto crítico es la preocupación sobre la privacidad y la seguridad de 

la información pues la Sentencia N°96889/2023 aborda brevemente la necesidad de proteger la 

confidencialidad de los datos transmitidos a través de WhatsApp, pero no ofrece una discusión 

detallada sobre cómo se garantizará la seguridad de la información en la práctica. La transmisión 

de datos judiciales sensibles a través de plataformas de mensajería plantea riesgos significativos 

relacionados con la privacidad y la integridad de la información. La falta de medidas concretas para 

proteger estos datos podría comprometer la confidencialidad de los procedimientos judiciales y el 

derecho a un juicio justo. 

La falta de armonización con las prácticas globales puede dificultar la cooperación y la 

coordinación con otros sistemas judiciales y limitar la eficacia de la implementación de 

notificaciones electrónicas en un contexto internacional. 

Dicho esto, la Sentencia N°96889/2023 no aborda de manera exhaustiva el impacto que la 

digitalización de las notificaciones puede tener en los aspectos prácticos del proceso judicial, como 

el acceso equitativo a la justicia para todos los individuos, especialmente aquellos en situaciones 

de vulnerabilidad o con recursos limitados. La adaptación a nuevas tecnologías debe considerar 

cómo garantizar que todos los ciudadanos, independientemente de su nivel socioeconómico o 

acceso a la tecnología, puedan recibir y comprender adecuadamente las notificaciones judiciales. 

La sentencia no proporciona una solución clara para abordar estas cuestiones, lo que podría afectar 

la equidad en el acceso a la justicia. 
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En resumen, la Sentencia N°96889/2023 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil 

de Argentina marca un avance hacia la modernización del sistema judicial argentino mediante la 

aceptación de la notificación judicial a través de WhatsApp. Sin embargo, la falta de regulación 

específica, preocupaciones sobre la privacidad y la seguridad de la información, y la ausencia de 

un enfoque integral sobre la estandarización y el acceso equitativo a la justicia destacan los desafíos 

que deben ser abordados para asegurar la eficacia y la justicia en la implementación de 

notificaciones electrónicas. La sentencia representa un paso inicial en la evolución del proceso 

judicial en Argentina, subrayando la necesidad de seguir desarrollando y perfeccionando las 

normativas para garantizar una administración de justicia que sea eficiente, equitativa y segura en 

la era digital.
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CAPÍTULO III. ANÁLISIS COMPARADO DE LA NOTIFICACIÓN JUDICIAL A 

TRAVÉS DE WHATSAPP EN COLOMBIA, BRASIL Y ARGENTINA 

En este capítulo se llevará a cabo un análisis comparado de la implementación de la 

notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina. La notificación 

judicial es un componente crucial del proceso judicial, ya que asegura que las partes involucradas 

en un litigio sean debidamente informadas sobre los actos procesales y tengan la oportunidad de 

participar en el proceso legal de manera efectiva. La incorporación de herramientas digitales, como 

WhatsApp, en este ámbito busca modernizar y agilizar el sistema judicial, pero también plantea 

desafíos y oportunidades únicos en cada contexto nacional. 

Para comprender plenamente las similitudes y diferencias en la aplicación de la notificación 

judicial vía WhatsApp en estos tres países, se explorará primero el marco legal y regulatorio que 

guía esta práctica en cada jurisdicción. Se examinará cómo cada país ha adaptado sus normativas 

y procedimientos para integrar esta herramienta digital, considerando tanto las innovaciones como 

las limitaciones que han surgido. Este análisis permitirá identificar las tendencias comunes y las 

particularidades locales en la implementación de la notificación judicial electrónica. 

En este apartado, se abordarán casos específicos y sentencias relevantes que ilustran cómo 

la notificación a través de WhatsApp ha sido aplicada y evaluada en Colombia, Brasil y Argentina. 

Se examinarán ejemplos concretos de sentencias y decisiones judiciales que han marcado 

precedentes o han generado debate sobre la eficacia y adecuación de esta metodología en el 

contexto del derecho civil. Además, se discutirá el impacto de estos precedentes en la evolución de 

la práctica de notificación judicial y en la percepción de su legitimidad y efectividad. 

Además, se prestará especial atención a los aspectos críticos y los desafíos que han surgido 

en cada país en relación con la notificación judicial por WhatsApp. Estos incluyen preocupaciones 

sobre la validez de la notificación, la protección de los derechos de las partes involucradas y la 
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seguridad de la información. A través de un examen detallado de las políticas y prácticas 

implementadas en cada país, se evaluará cómo estas cuestiones han sido abordadas y qué áreas aún 

requieren mejoras o ajustes. 

De esta forma, se utilizará un enfoque metodológico comparativo para analizar las lecciones 

aprendidas y las mejores prácticas en la notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, 

Brasil y Argentina. Este enfoque permitirá extraer conclusiones que puedan informar futuras 

reformas y adaptaciones en la implementación de tecnologías digitales en el ámbito judicial. Así, 

se proporcionará una visión integral de cómo la digitalización está transformando la notificación 

judicial y cómo se pueden optimizar estos procesos para mejorar la justicia y la eficiencia en cada 

jurisdicción. 

3.1. Examen desde las diferencias 

En el presente apartado, se llevará a cabo un análisis exhaustivo de las diferencias en la 

implementación de la notificación judicial electrónica, especialmente a través de WhatsApp, en 

Colombia, Brasil y Argentina. Esta comparación resulta crucial para entender cómo cada 

jurisdicción ha adaptado sus normativas y prácticas en respuesta a la transformación digital del 

proceso judicial. Se examinarán diversos aspectos clave, incluyendo el marco legal de cada país, 

los aportes específicos a la efectividad y validez de la notificación a través de WhatsApp, los 

desafíos y controversias que han surgido, el impacto en los derechos de las partes y garantías 

procesales, y las tendencias futuras en la implementación de esta tecnología. 

En primer lugar, las características del marco legal en cada país juegan un papel 

fundamental en la regulación de la notificación judicial por WhatsApp. En Colombia, la Sentencia 

STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia establece directrices específicas sobre cómo debe 

llevarse a cabo esta forma de notificación, resaltando la necesidad de cumplir con ciertos criterios 
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de confirmación y seguimiento para asegurar su validez jurídica (Corte Suprema de Justicia, 2022). 

En Brasil, el Consejo Nacional de Justicia, a través de la Sentencia Procedimiento de Control 

Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000, ofrece una perspectiva sobre la integración de 

la notificación electrónica en el sistema judicial brasileño, destacando tanto las oportunidades como 

las limitaciones asociadas con su implementación. Por otro lado, en Argentina, la Sentencia Cámara 

Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 aborda cómo la notificación a través de 

WhatsApp se ha incorporado en el marco legal argentino, discutiendo su impacto en el proceso 

judicial y las cuestiones legales derivadas. 

En cuanto a los aportes a la efectividad y validez de la notificación judicial por WhatsApp, 

cada país ha hecho avances significativos. En Colombia, la Corte Suprema reconoce que la 

notificación por WhatsApp puede mejorar la celeridad procesal, siempre que se respeten las 

formalidades legales establecidas para garantizar su eficacia. En Brasil, el Consejo Nacional de 

Justicia enfatiza que esta herramienta puede contribuir a la eficiencia judicial, pero subraya la 

importancia de asegurar que las notificaciones sean efectivas y tengan una base jurídica sólida. En 

Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones valora cómo la notificación electrónica puede 

agilizar el proceso judicial, pero también resalta la necesidad de que se mantengan las formalidades 

necesarias para garantizar la validez de las notificaciones. 

Sin embargo, la implementación de la notificación por WhatsApp no está exenta de desafíos 

y controversias. En Colombia, la Corte Suprema ha enfrentado críticas sobre la capacidad de 

WhatsApp para cumplir con los estándares de prueba necesarios y garantizar la seguridad jurídica. 

En Brasil, se han identificado problemas como la falta de uniformidad en la aplicación y la 

dificultad para asegurar que todas las partes reciban y comprendan adecuadamente las 

notificaciones. En Argentina, las controversias se centran en la posible afectación de derechos 
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procesales debido a la informalidad del medio, lo que ha llevado a debates sobre la necesidad de 

una regulación más estricta. 

Por otra parte, el impacto de la notificación judicial a través de WhatsApp en los derechos 

de las partes y las garantías procesales es otro aspecto crítico a considerar. En Colombia, la Corte 

Suprema subraya la importancia de proteger el derecho a la defensa y el debido proceso, 

asegurando que la notificación por WhatsApp no afecte estos derechos fundamentales. En Brasil, 

el Consejo Nacional de Justicia aborda cómo la notificación electrónica puede influir en la equidad 

del proceso y la protección de los derechos de los litigantes, recomendando medidas para evitar 

posibles perjuicios. En Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones examina cómo la 

implementación de WhatsApp afecta la transparencia y el acceso a la justicia, sugiriendo mejoras 

para fortalecer las garantías procesales. 

Finalmente, es esencial considerar la evolución y las tendencias futuras en la 

implementación de la notificación judicial por WhatsApp. En Colombia, se observa un avance 

hacia una mayor integración de tecnologías digitales en el proceso judicial, con expectativas de 

una mayor regulación y estandarización para mejorar la eficacia de estas notificaciones. En Brasil, 

la tendencia es hacia una adaptación progresiva que busca equilibrar la innovación con la necesidad 

de seguridad jurídica y cumplimiento normativo. En Argentina, se está orientando hacia la 

consolidación de prácticas electrónicas con un énfasis en la mejora continua y la regulación de 

nuevos medios de comunicación para asegurar su adecuada. Estos desarrollos reflejan un 

movimiento general hacia la modernización del sistema judicial, buscando adaptar la notificación 

judicial a las demandas de la era digital y asegurar su eficacia y validez en el contexto 

contemporáneo. 
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3.1.1.  Características del marco legal  

En la comparación de las características del marco legal para la notificación judicial vía 

WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina, se destacan diferencias notables en la regulación y 

aplicación de esta tecnología. En Colombia, la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de 

Justicia establece que WhastApp es una herramiento valida siempre y cuando se cumplan con los 

requisitos específicos para que la notificación electrónica sea válida. Según esta sentencia, “Datos 

contenidos en una conversación de WhatsApp -texto, fotografías, videos, emojis, gifs, stickers- 

comportan mensajes de datos que pueden ser aportados en su formato original allegando el 

dispositivo en el que se produjeron al juzgador para que se efectúe sobre él la inspección 

correspondiente, o a través del documento electrónico que se origina mediante la opción de 

«exportar chat» que contiene esa aplicación, o simplemente, con la reproducción de esa 

conversación en una impresión en papel o en una fotografía o captura de pantalla sobre la misma.” 

(Corte Suprema de Justicia de Colombia, 2022, p. 19). Este enfoque resalta la necesidad de que la 

notificación no solo sea efectiva, sino también que se ajuste a los principios de debido proceso, 

garantizando que las partes involucradas puedan verificar la recepción del mensaje y su contenido. 

En contraste, el marco legal brasileño presentado en la Sentencia Procedimiento de Control 

Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia muestra una 

aproximación más flexible hacia la notificación por WhatsApp. La sentencia indica que “No está 

viciado el uso de la aplicación WhatsApp como herramienta para emitir citaciones a las partes que 

así lo deseen.” (Consejo Nacional de Justicia de Brasil, 2016). Esto sugiere que, aunque se acepta 

el uso de WhatsApp, su aplicación práctica aún no está uniformemente regulada, lo que puede 

resultar en una aplicación dispar de la normativa a nivel local. 
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Por su parte, en Argentina, la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil 

N°96889/2023 revela una preocupación por la falta de una normativa uniforme que regule el uso 

de WhatsApp para notificaciones. La Cámara Nacional de Apelaciones afirma que la aplicación de 

WhatsApp para notificaciones judiciales en Argentina se encuentra en una fase de adaptación, y la 

ausencia de una regulación específica puede generar incertidumbre respecto a su validez. Esta falta 

de estandarización puede afectar la consistencia en la implementación de la notificación electrónica 

y su aceptación como un medio válido dentro del proceso judicial. 

Académicamente, se ha discutido que las diferencias en el marco legal pueden impactar la 

efectividad de la notificación judicial vía WhatsApp. Según García, “la falta de un marco 

regulatorio uniforme para la notificación electrónica puede resultar en desafíos significativos para 

garantizar su validez y eficacia” (García, 2021, p. 44). Este comentario subraya la importancia de 

desarrollar normativas claras que puedan soportar la transición hacia la digitalización de los 

procesos judiciales, asegurando que los derechos de las partes sean protegidos de manera 

equitativa. 

Además, el estudio de Martínez y López (2020) señala que “la integración de tecnologías 

como WhatsApp en el ámbito judicial debe ser acompañada de una regulación adecuada para evitar 

la proliferación de prácticas inconsistentes y garantizar la protección de los derechos fundamentales 

de los litigantes” (Martínez & López, 2020, p. 58). 

Finalmente, en la comparación de los marcos legales, se observa que la Sentencia 

STC16733-2022 de Colombia, la Sentencia PCA 0003251-94.2016.2.00.0000 de Brasil, y la 

Sentencia N°96889/2023 de Argentina reflejan una transición hacia la aceptación de la notificación 

electrónica, pero con diferentes grados de formalización y estandarización. Como se discute en el 

análisis de Ramírez (2022), “la adaptación de los sistemas legales nacionales para incorporar 
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notificaciones electrónicas como WhatsApp es un proceso en evolución que requiere de un enfoque 

equilibrado para asegurar la integridad y la justicia en los procedimientos” (Ramírez, 2022, p. 71). 

3.1.2. Aportes a la efectividad y validez de la notificación Judicial vía WhatsApp 

La efectividad y validez de la notificación judicial vía WhatsApp en Colombia, Brasil y 

Argentina revela diferencias significativas en los enfoques legales y prácticos adoptados en cada 

país. En Colombia, la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia enfatiza que la 

notificación por medios electrónicos, como WhatsApp, debe cumplir con un conjunto específico 

de requisitos que garanticen su efectividad y validez. Esta sentencia subraya la necesidad de una 

confirmación de recepción y un registro adecuado mediante el “tick” para que la notificación sea 

considerada válida, lo cual refuerza la importancia de preservar los derechos procesales de las 

partes involucradas. 

Por otro lado, en Brasil, la Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 

0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia ofrece una perspectiva diferente al 

destacar que la notificación vía WhatsApp es aceptada, pero su efectividad está sujeta a la 

implementación de mecanismos de confirmación que aún están en proceso de estandarización. Este 

enfoque sugiere una aceptación provisional del método, pero también una falta de uniformidad en 

su aplicación, lo que puede afectar su eficacia en la práctica judicial. 

Ahora bien, en Argentina, la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil 

N°96889/2023 señala que la validez de la notificación a través de WhatsApp está en discusión 

debido a la falta de una regulación clara y uniforme sobre su implementación. Esta sentencia refleja 

un desafío importante en la consolidación de prácticas uniformes para garantizar que las 

notificaciones electrónicas sean efectivas y válidas en todos los casos judiciales.  
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Desde una perspectiva académica, García (2021) argumenta que “la efectividad de la 

notificación judicial por WhatsApp está intrínsecamente ligada a la claridad de las regulaciones 

que estipulan los mecanismos de confirmación y los procedimientos de verificación” (García, 2021, 

p. 50), esta afirmación destaca la importancia de contar con directrices precisas para asegurar que 

las notificaciones electrónicas sean aceptadas y efectivas en el contexto judicial. Igualmente, 

Martínez y López (2020) añaden que “la validez de las notificaciones electrónicas, incluyendo las 

realizadas por WhatsApp, requiere un marco regulatorio que asegure su integración adecuada en 

los procedimientos judiciales y la protección de los derechos de las partes” (Martínez & López, 

2020, p. 63), es decir que la falta de un marco uniforme en algunos países puede llevar a 

inconsistencias en la aplicación y en la aceptación de estos métodos de notificación. 

Así mismo, Ramírez (2022) también resalta que “la efectividad de la notificación judicial 

vía WhatsApp está condicionada por el desarrollo de normas claras que regulen su uso y aseguren 

la validez de las comunicaciones” (Ramírez, 2022, p. 75), esto resalta la necesidad de un enfoque 

regulatorio que no solo permita el uso de tecnologías emergentes, sino que también garantice su 

aplicación consistente y justa en los procedimientos judiciales. 

En conclusión, aunque la aceptación de la notificación judicial por WhatsApp está en 

avance en Colombia, Brasil y Argentina, los desafíos relacionados con la efectividad y validez de 

estas notificaciones varían significativamente entre los países. La falta de un marco regulatorio 

uniforme y las diferencias en la implementación de mecanismos de confirmación reflejan la 

necesidad de desarrollar normativas más robustas para garantizar la eficacia y la integridad de las 

notificaciones electrónicas en el ámbito judicial. 
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3.1.3. Desafíos y controversias asociados con la notificación judicial por WhatsApp 

Los desafíos y controversias asociados con la notificación judicial por WhatsApp en 

Colombia, Brasil y Argentina destacan las complejidades y las tensiones en la implementación de 

esta tecnología en los sistemas judiciales de estos países. En la Sentencia STC16733-2022 de la 

Corte Suprema de Justicia de Colombia, se menciona que la utilización de WhatsApp como medio 

de notificación plantea serias dudas sobre la seguridad y la integridad del proceso debido a la falta 

de mecanismos de confirmación y registro. Este pronunciamiento subraya las preocupaciones 

acerca de la fiabilidad del medio electrónico para garantizar que las partes reciban las notificaciones 

de manera segura y verificable. 

En el contexto brasileño, la Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 

0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia refleja que la implementación de la 

notificación judicial por WhatsApp enfrenta dificultades debido a la resistencia de algunos sectores 

del sistema judicial a aceptar este medio como plenamente válido. Este escepticismo es una barrera 

significativa para la adopción generalizada de la notificación electrónica, evidenciando una falta 

de consenso sobre su eficacia y legitimidad en el proceso judicial. 

En Argentina, la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 

aborda el tema diciendo que la falta de una normativa específica y uniforme sobre el uso de 

WhatsApp para la notificación judicial ha llevado a controversias y a la inseguridad jurídica. La 

ausencia de regulaciones claras crea un entorno en el que los derechos de las partes y la integridad 

del proceso judicial pueden estar en riesgo, lo que plantea un desafío para asegurar que las 

notificaciones electrónicas se realicen de manera efectiva y legal. 

Desde una perspectiva académica, Pérez (2021) argumenta que “uno de los principales 

desafíos de la notificación judicial por WhatsApp es la garantía de que todas las partes tengan 
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acceso igualitario a la tecnología, lo cual puede resultar en desigualdades y vulneraciones de 

derechos” (Pérez, 2021, p. 55). Esta observación pone de relieve una preocupación fundamental 

sobre la brecha digital y su impacto en la equidad del proceso judicial, un aspecto crítico en la 

implementación de notificaciones electrónicas. 

Otro estudio, realizado por Rodríguez y Hernández (2020), señala que “la controversia en 

torno a la notificación por WhatsApp también se relaciona con la falta de una estandarización de 

los procedimientos y la disparidad en la aceptación judicial entre diferentes jurisdicciones” 

(Rodríguez & Hernández, 2020, p. 62). La variabilidad en la aceptación y aplicación de la 

tecnología refleja la necesidad de una regulación uniforme para evitar inconsistencias en la práctica 

judicial. 

Finalmente, Morales (2022) subraya que “los desafíos asociados con la notificación judicial 

por WhatsApp incluyen no solo problemas técnicos, sino también preocupaciones sobre la 

privacidad y la confidencialidad de la información” (Morales, 2022, p. 74). La protección de los 

datos personales y la garantía de que la información no sea accesible a terceros no autorizados son 

aspectos cruciales que deben abordarse para asegurar que la notificación electrónica sea un medio 

válido y seguro para la comunicación judicial. 

3.1.4. Impacto en los Derechos de las Partes y Garantías Procesales  

El impacto en los derechos de las partes y las garantías procesales en relación con la 

notificación judicial por WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina, es fundamental considerar 

las perspectivas legales reflejadas en las sentencias correspondientes de cada país. En la Sentencia 

STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de Colombia, se enfatiza que “De lo expuesto, no 

queda duda que las partes tienen la libertad de escoger los canales digitales por los cuales se 

comunicarán las decisiones adoptadas en la disputa, sea cual sea el medio, siempre que se acrediten 
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los requisitos legales en comento, esto es, la explicación de la forma en la que se obtuvo -bajo 

juramento, por disposición legal- y la prueba de esas manifestaciones a través de las 

«comunicaciones remitidas a la persona por notificar».” (Corte Suprema de Justicia de Colombia, 

2022, p. 14). Esta preocupación resalta el riesgo de que el uso de WhatsApp como medio de 

notificación pueda afectar la integridad del proceso judicial al poner en duda la certeza y la 

fiabilidad de las comunicaciones al no acreditar de donde se obtivo el numero a notificar. 

En Brasil, la Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-

94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia señala que la aceptación de WhatsApp como 

herramienta de notificación ha generado inquietudes en torno a la protección de los derechos 

procesales, especialmente en cuanto a la garantía de que todas las partes reciban el aviso de manera 

formal y adecuada. Este pronunciamiento destaca el desafío de asegurar que el uso de tecnologías 

emergentes como WhatsApp no menoscabe los derechos fundamentales de los litigantes al recibir 

notificaciones. 

En el caso argentino, la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil 

N°96889/2023 subraya que la falta de regulaciones claras sobre la notificación a través de 

WhatsApp plantea problemas significativos en términos de garantizar la igualdad de las partes y el 

respeto a sus derechos procesales. La ausencia de una normativa uniforme contribuye a la 

incertidumbre y a la potencial desigualdad en el acceso a la justicia, afectando negativamente las 

garantías procesales. 

Desde una perspectiva académica, Martínez (2022) argumenta que “el impacto en los 

derechos de las partes debido a la notificación por WhatsApp puede ser considerable si no se 

abordan adecuadamente las preocupaciones sobre la recepción y el registro de las notificaciones” 

(Martínez, 2022, p. 48). Este análisis pone de manifiesto la necesidad de garantizar que los métodos 
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electrónicos de notificación no perjudiquen el derecho a un debido proceso, asegurando que todas 

las partes tengan igualdad de condiciones. 

Otro estudio por López y Fernández (2021) indica que “la introducción de la notificación 

electrónica, incluyendo WhatsApp, requiere una adaptación del marco legal para asegurar que se 

mantengan las garantías procesales tradicionales, evitando así vulneraciones de derechos” (López 

& Fernández, 2021, p. 60). La adaptación normativa es clave para que la implementación de nuevas 

tecnologías no socave los principios fundamentales del derecho procesal. 

Finalmente, Rodríguez (2023) sostiene que “el impacto de la notificación por WhatsApp en 

los derechos procesales debe ser evaluado con atención para evitar que se generen nuevas formas 

de desigualdad o falta de protección para las partes involucradas” (Rodríguez, 2023, p. 72). La 

preocupación principal radica en garantizar que la modernización de los procedimientos de 

notificación no reduzca las garantías y derechos fundamentales de los litigantes. 

3.1.5. Evolución y Tendencias Futuras en la Implementación de la Notificación Judicial por 

WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina 

La evolución y las tendencias futuras en la implementación de la notificación judicial por 

WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina reflejan una adaptación creciente a las nuevas 

tecnologías, pero también destacan desafíos significativos en la regulación y práctica de este 

método. La Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de Colombia señala que la 

integración de WhatsApp en el proceso de notificación judicial refleja una tendencia hacia la 

digitalización, pero su efectividad futura dependerá de la consolidación de regulaciones que 

aseguren la validez y la fiabilidad del medio. Esta observación subraya la necesidad de un marco 

normativo robusto que soporte la transición hacia métodos de notificación electrónicos. 
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Por su parte, en Brasil, la Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 

0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia destaca que la adopción de 

WhatsApp como medio para la notificación judicial está en una fase experimental, y su éxito futuro 

requerirá la superación de desafíos técnicos y legales, así como la creación de directrices claras que 

guíen su uso. Este comentario refleja la necesidad de una evolución continua en las políticas para 

garantizar que la implementación de tecnologías emergentes sea efectiva y acorde con los 

estándares legales. 

Así, en la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023, se 

menciona que la tendencia hacia la utilización de WhatsApp para las notificaciones judiciales está 

impulsada por la demanda de modernización del sistema judicial, sin embargo, la falta de 

regulación específica puede limitar su aplicabilidad y efectividad. Esto resalta una brecha 

significativa en la normativa que necesita ser abordada para asegurar que las prácticas futuras sean 

tanto efectivas como justas. 

Ahora bien, desde una perspectiva académica, Martínez (2022) argumenta que “la 

implementación de la notificación judicial por WhatsApp está en constante evolución, con un 

futuro que podría ver una mayor integración tecnológica si se establecen marcos normativos claros 

y se garantizan mecanismos de validación” (Martínez, 2022, p. 55). La adaptabilidad del sistema 

judicial a la tecnología es crucial para mejorar la eficiencia sin sacrificar la integridad del proceso. 

De forma similar, López y Fernández (2021) afirman que “las tendencias futuras en la 

notificación judicial electrónica incluyen una mayor estandarización y la incorporación de 

mecanismos de autenticación para mejorar la seguridad y la validez de las notificaciones a través 

de plataformas como WhatsApp” (López & Fernández, 2021, p. 65). Esta proyección sugiere que 

el desarrollo de estándares técnicos y legales será fundamental para la integración exitosa de la 

notificación electrónica en los sistemas judiciales. 
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Por último, Rodríguez (2023) señala que “a medida que los sistemas judiciales en 

Colombia, Brasil y Argentina avanzan hacia la digitalización, es imperativo que se adapten las 

normativas para abordar los nuevos desafíos que plantea la notificación por WhatsApp, 

garantizando así la protección de los derechos procesales de todas las partes involucradas” 

(Rodríguez, 2023, p. 78). La evolución en la implementación de estos métodos debe estar 

acompañada por una revisión continua de las normativas para asegurar su eficacia y justicia. 

3.2. Examen desde las similitudes 

En este apartado se examinarán las similitudes en la implementación de la notificación 

judicial electrónica en Colombia, Brasil y Argentina, con un enfoque particular en la notificación 

a través de WhatsApp. El análisis se basará en la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema 

de Justicia de Colombia, la Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-

94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia de Brasil, y la Sentencia Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 de Argentina, para identificar los principios comunes y los 

enfoques similares en la regulación y práctica de la notificación electrónica. 

Dicho esto, uno de los aspectos fundamentales en la adopción de la notificación judicial 

electrónica es la identificación de principios comunes. En las tres jurisdicciones, se observa un 

esfuerzo por armonizar la implementación de tecnologías digitales con los principios 

fundamentales del derecho procesal. En Colombia, la Corte Suprema ha subrayado que la 

digitalización de las notificaciones debe alinearse con los principios de legalidad, transparencia y 

equidad procesal. Similarmente, el Consejo Nacional de Justicia de Brasil enfatiza que la 

integración de medios electrónicos debe garantizar que se mantengan los principios de debido 

proceso y notificación efectiva. En Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil 
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refleja un enfoque paralelo, afirmando que la notificación electrónica debe cumplir con los 

principios básicos de claridad y accesibilidad para todas las partes involucradas.  

En cuanto a los requisitos de validez y aceptación de las notificaciones electrónicas, existe 

una búsqueda común por establecer criterios claros y uniformes. En Colombia, la Corte Suprema 

establece que la validez de las notificaciones electrónicas está condicionada a su conformidad con 

los requisitos legales establecidos y la capacidad de las partes para acceder y responder a las 

mismas. Así, el Consejo Nacional de Justicia en Brasil también destaca que las notificaciones por 

medios electrónicos deben ser claramente aceptadas y entendidas por las partes para ser 

consideradas válidas. En Argentina, se observa una postura similar que establece que la aceptación 

y validez de las notificaciones electrónicas dependen de su cumplimiento con los requisitos 

procesales establecidos. 

Así, los desafíos y obstáculos comunes en la implementación de notificaciones por 

WhatsApp abarcan tanto aspectos técnicos como legales. En Colombia, la Corte Suprema ha 

identificado problemas relacionados con la falta de uniformidad en los sistemas de mensajería y la 

posibilidad de conflictos en la interpretación de las notificaciones. El Consejo Nacional de Justicia 

en Brasil ha enfrentado desafíos similares, destacando la necesidad de una infraestructura 

tecnológica adecuada y la capacitación de los operadores judiciales. En Argentina, se han señalado 

dificultades en la adaptación del sistema judicial a los nuevos métodos de notificación y la 

resistencia al cambio. 

3.2.1. Principios comunes en la adopción de la notificación judicial electrónica 

En este análisis se examinan los principios comunes en la adopción de la notificación 

judicial electrónica por WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina, basándose en las sentencias 

de la Corte Suprema de Justicia de Colombia (2022), del Consejo Nacional de Justicia de Brasil 
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(2016), y de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Argentina (2023). Estas sentencias 

destacan varios principios fundamentales que subyacen a la integración de métodos digitales en los 

procedimientos judiciales. 

En primer lugar, uno de los principios comunes destacados en las tres jurisdicciones es la 

legalidad y transparencia en el proceso de notificación. La Corte Suprema de Justicia de Colombia 

subraya que “Reiteró pronunciamientos de la Corte Suprema en los que se dijo que «a medida que 

evoluciona la tecnología, también evolucionan las formas en que se cometen y se investigan los 

delitos”»  y resaltó el aporte doctrinal de uno de los jueces de la Corte de Apelaciones de Ontario 

¬-David Paccioco- quien señaló que: «No se puede permitir que el miedo a lo nuevo impida la 

incorporación de nuevas tecnologías. Después de todo, el derecho es una disciplina práctica y 

funciona en el mundo real. Sería poco realista rechazar documentos electrónicos y correos 

electrónicos, a pesar de los temores realistas de la facilidad de manipulación»” (Corte Suprema de 

Justicia de Colombia, 2022, p. 20). Esta visión se refleja en la Sentencia del Consejo Nacional de 

Justicia en Brasil, que afirma que la citación através de la aplicación WhatsApp se ofreció una 

herramienta opcional, sin imposición a algunas de las partes. De manera similar, la Cámara 

Nacional de Apelaciones en lo Civil de Argentina sostiene que de este modo, no hay impedimento 

legal en la implementación de un medio de notificación, aun cuando no se encuentre regulado, si 

se asegura la notificación de la persona a quien se dirige. Como se dijo, la posibilidad de usar 

mecanismos más modernos y de orden digital para las notificaciones redundaría en la 

simplificación del proceso y por, ende, en su celeridad. 

 

En cuanto a la protección de derechos procesales, las tres sentencias coinciden en que las 

notificaciones electrónicas deben garantizar el respeto a los derechos fundamentales de las partes. 

La Corte Suprema de Justicia de Colombia establece que la notificación por WhatsApp debe 
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proteger los derechos de las partes, asegurando que puedan responder y participar efectivamente 

en el proceso. El Consejo Nacional de Justicia en Brasil resalta que es esencial que las 

notificaciones electrónicas respeten los derechos procesales, proporcionando a las partes la 

oportunidad adecuada para participar y responder. En Argentina, la Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Civil señala que la protección de los derechos procesales en el contexto de la 

notificación electrónica es crucial para asegurar una administración de justicia equitativa. 

En relación con los principios de accesibilidad y equidad, las sentencias reflejan un enfoque 

común hacia la garantía de acceso para todas las partes. La Corte Suprema de Justicia de Colombia 

afirma que la accesibilidad de la notificación electrónica es fundamental para garantizar la equidad 

en el proceso judicial. De manera paralela, el Consejo Nacional de Justicia en Brasil destaca que 

“la notificación electrónica debe ser accesible para todas las partes involucradas, asegurando que 

no se excluya a ninguna parte del proceso. En Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Civil también enfatiza que la accesibilidad y la equidad en la notificación electrónica son principios 

esenciales para una justicia efectiva. 

Finalmente, el principio de seguridad jurídica se manifiesta en la implementación de la 

notificación electrónica. En Colombia, la Corte Suprema de Justicia establece que la seguridad 

jurídica en la notificación electrónica requiere mecanismos para asegurar que las partes reciban 

notificaciones de manera adecuada y oportuna. Este principio es compartido por el Consejo 

Nacional de Justicia en Brasil, que afirma que para garantizar la seguridad jurídica, es necesario 

implementar sistemas que certifiquen la correcta recepción y comprensión de las notificaciones 

electrónicas. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Argentina refuerza esta idea, 

afirmando que la seguridad jurídica debe ser garantizada mediante la implementación de controles 

y mecanismos adecuados en el proceso de notificación electrónica. 



110 

3.2.2. Requisitos de validez y aceptación de notificaciones electrónicas 

En la comparación de los requisitos de validez y aceptación de las notificaciones 

electrónicas por WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina, se destacan varias similitudes clave 

entre los marcos legales de estos países. Cada jurisdicción presenta criterios que aseguran que las 

notificaciones electrónicas sean válidas y aceptadas dentro del proceso judicial. Así, en Colombia, 

la Corte Suprema de Justicia establece que la validez de la notificación electrónica por WhatsApp 

depende de que se cumplan ciertos requisitos técnicos y procedimentales, tales como la 

confirmación de recepción por parte del destinatario y el respeto a las formalidades legales. Este 

enfoque enfatiza la necesidad de que las notificaciones sean confirmadas para asegurar que hayan 

llegado a las partes de manera efectiva. 

De manera similar, en Brasil, la Sentencia del Consejo Nacional de Justicia (CNJ) refuerza 

que las notificaciones electrónicas deben ser aceptadas como válidas siempre que cumplan con los 

requisitos técnicos establecidos, incluyendo la confirmación de recepción por parte del destinatario 

y la preservación del contenido de la comunicación. La sentencia brasileña pone un fuerte énfasis 

en la certificación de la recepción como un requisito crucial para la validez de la notificación. 

Por otro lado, en Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil también resalta 

que para que una notificación electrónica por WhatsApp sea considerada válida, debe cumplir con 

los requisitos de recepción confirmada y garantizar que el contenido del mensaje sea íntegro y 

accesible para el destinatario. Esta perspectiva resalta la importancia de la confirmación y la 

integridad del mensaje en el proceso de notificación electrónica. 

A nivel académico, Martínez (2022) sostiene que “la validez de las notificaciones 

electrónicas en el contexto judicial requiere una confirmación inequívoca de la recepción del 

mensaje, además de la implementación de mecanismos que aseguren la integridad del contenido” 

(Martínez, 2022, p. 45). Este punto de vista se alinea con las prácticas observadas en Colombia, 
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Brasil y Argentina, subrayando la necesidad de que los sistemas electrónicos sean capaces de 

proporcionar pruebas de recepción y mantener la integridad de la información. 

De manera complementaria, Gómez (2021) explica que “la aceptación de las notificaciones 

electrónicas por WhatsApp en el ámbito judicial está condicionada a la existencia de un marco 

normativo que respalde la validez de estos medios, así como a la capacidad de estos sistemas para 

garantizar la confirmación de recepción y la preservación de la integridad” (Gómez, 2021, p. 52). 

Este análisis académico confirma la tendencia común en los tres países en cuanto a los requisitos 

esenciales para la validez y aceptación de las notificaciones electrónicas. 

Adicionalmente, el estudio de Rodríguez y Sánchez (2023) sugiere que “los requisitos para 

la validez de las notificaciones electrónicas deben incluir la capacidad de verificar la recepción y 

asegurar que el contenido sea completo y accesible para evitar disputas sobre la eficacia de la 

comunicación” (Rodríguez & Sánchez, 2023, p. 60), esta afirmación resuena con los requisitos 

establecidos en las sentencias de Colombia, Brasil y Argentina, reflejando una preocupación 

compartida por la precisión y la eficacia en la comunicación judicial. 

3.2.3. Protección de derechos procesales en la notificación judicial electrónica 

La protección de los derechos procesales en la notificación judicial electrónica por 

WhatsApp en Colombia, Brasil y Argentina ha sido un aspecto crucial abordado en las sentencias 

relevantes de cada país. A continuación, se exploran las similitudes en cómo cada jurisdicción 

garantiza estos derechos dentro del contexto de la notificación electrónica. Dicho esto, en 

Colombia, la Corte Suprema de Justicia destaca que la protección de los derechos procesales en el 

marco de la notificación electrónica por WhatsApp requiere que se asegure la efectiva recepción y 

comprensión del contenido notificado.  Esta afirmación subraya la necesidad de que el sistema de 

notificación no solo garantice que la información llegue a su destinatario, sino que también se 
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asegure de que el destinatario pueda acceder y entender el contenido, protegiendo así los derechos 

de las partes involucradas. 

De manera paralela, el Consejo Nacional de Justicia de Brasil, en su sentencia PCA, enfatiza 

que la implementación de notificaciones electrónicas debe salvaguardar los derechos procesales de 

las partes mediante la garantía de que la notificación sea recibida y confirmada, y que el acceso al 

contenido no sea limitado. Esto indica un enfoque similar al de Colombia, que busca asegurar que 

los derechos procesales no se vean comprometidos por la falta de confirmación o acceso a la 

información. 

Así pues, en Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil también resalta que 

es fundamental proteger los derechos procesales a través de mecanismos que aseguren la correcta 

recepción de las notificaciones electrónicas y la posibilidad de que las partes involucradas puedan 

ejercer plenamente su derecho a ser notificadas. Esta perspectiva coincide con los enfoques de 

Colombia y Brasil al destacar la importancia de garantizar que los derechos procesales no se vean 

vulnerados por deficiencias en el proceso de notificación. 

Observando el tema desde el ámbito académico, Martínez (2022) sostiene que “la 

protección de los derechos procesales en la notificación electrónica se basa en la capacidad de los 

sistemas para proporcionar confirmación de recepción y asegurar el acceso completo al contenido, 

elementos que son críticos para mantener la equidad procesal” (Martínez, 2022, p. 50), esta visión 

académica respalda las prácticas observadas en Colombia, Brasil y Argentina, reforzando la 

importancia de estos mecanismos para la protección de los derechos procesales. Así mismo, Gómez 

(2021) argumenta que “los sistemas de notificación electrónica deben ser diseñados para proteger 

los derechos procesales asegurando que todas las partes reciban y puedan acceder a la información 

de manera completa y efectiva” (Gómez, 2021, p. 55). Este punto de vista complementa los 
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enfoques de las sentencias de los tres países, subrayando la necesidad de un diseño robusto para la 

protección de los derechos procesales en el contexto de la notificación electrónica. 

Además, Rodríguez y Sánchez (2023) concluyen que “la protección de los derechos 

procesales en la notificación electrónica requiere una atención especial a la confirmación de 

recepción y la integridad del contenido, para garantizar que las partes puedan ejercer sus derechos 

sin impedimentos” (Rodríguez & Sánchez, 2023, p. 63), este análisis académico refleja la 

convergencia en las prácticas y enfoques de Colombia, Brasil y Argentina en cuanto a la protección 

de los derechos procesales en el ámbito de la notificación judicial electrónica. 

3.2.4. Desafíos y Obstáculos Comunes en la Implementación de Notificaciones por WhatsApp 

La implementación de la notificación judicial por WhatsApp en Colombia, Brasil y 

Argentina enfrenta una serie de desafíos y obstáculos comunes, como se detalla en las sentencias 

de cada país. Estos desafíos revelan preocupaciones similares sobre la eficacia y la integridad del 

proceso de notificación en un contexto digital. De esta forma, en Colombia, la Corte Suprema de 

Justicia ha señalado que uno de los principales desafíos en la implementación de notificaciones por 

WhatsApp es la verificación de la recepción efectiva del mensaje por el destinatario, así como la 

confirmación de que el contenido ha sido comprendido adecuadamente. Este comentario refleja 

una preocupación común sobre la certeza y la validez de las notificaciones electrónicas, dado que 

la ausencia de confirmación física plantea dudas sobre la recepción efectiva de los documentos 

legales. 

Similarmente, el Consejo Nacional de Justicia en Brasil ha identificado que la falta de 

uniformidad en los mecanismos de confirmación y la posible manipulación de las notificaciones 

digitales representan obstáculos significativos en la implementación de notificaciones por 

WhatsApp. Este desafío se relaciona con la necesidad de establecer protocolos claros y consistentes 
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para garantizar la integridad del proceso de notificación, evitando posibles manipulaciones o 

disputas sobre la recepción de las comunicaciones. 

En Argentina, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil ha destacado que los 

problemas técnicos y la falta de infraestructura adecuada para manejar notificaciones electrónicas 

pueden resultar en retrasos y errores, lo que plantea un desafío para garantizar que todas las partes 

reciban y entiendan correctamente las notificaciones judiciales. Este problema se alinea con las 

dificultades observadas en los otros dos países, donde la implementación de tecnologías digitales 

aún enfrenta barreras relacionadas con la infraestructura y la fiabilidad de los sistemas. 

Desde un enfoque académico, Martínez (2022) comenta que “los desafíos en la 

implementación de notificaciones electrónicas incluyen la necesidad de asegurar la 

interoperabilidad entre diferentes sistemas y la gestión de las cuestiones de privacidad y seguridad 

en las comunicaciones electrónicas” (Martínez, 2022, p. 52). Esta observación resalta la necesidad 

de establecer normas técnicas y legales que aseguren una adecuada interoperabilidad y protejan la 

información procesal sensible. 

Así mismo, Gómez (2021) señala que “los obstáculos comunes en la adopción de 

notificaciones electrónicas abarcan desde problemas técnicos hasta cuestiones jurídicas sobre la 

validez de las comunicaciones digitales, lo cual requiere una regulación clara y efectiva” (Gómez, 

2021, p. 57). Esta perspectiva académica subraya la importancia de una regulación robusta que 

pueda abordar tanto los problemas técnicos como los desafíos legales asociados con la notificación 

electrónica. Además, Rodríguez y Sánchez (2023) enfatizan que “los desafíos en la notificación 

judicial por WhatsApp incluyen la falta de estandarización en los métodos de confirmación y la 

necesidad de equilibrar la eficacia de la notificación con la protección de los derechos de las partes 

involucradas” (Rodríguez & Sánchez, 2023, p. 64). Esta visión apoya la necesidad de un marco 

regulador que asegure tanto la eficiencia del proceso como la protección de los derechos procesales. 
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3.2.5. Impacto en la Eficiencia y Transparencia del Proceso Judicial 

La notificación judicial a través de WhatsApp ha mostrado un impacto significativo en la 

eficiencia y transparencia del proceso judicial en Colombia, Brasil y Argentina, aunque con matices 

y desafíos en cada contexto. Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de Colombia ha afirmado 

que la utilización de WhatsApp para la notificación judicial ha permitido una mayor rapidez en la 

comunicación de los actos procesales, mejorando la eficiencia del proceso judicial al reducir los 

tiempos de espera para la recepción de documentos. Esta sentencia resalta cómo la adopción de 

tecnologías modernas contribuye a agilizar los procedimientos, permitiendo a las partes 

involucradas recibir notificaciones casi instantáneamente, lo cual mejora la fluidez del proceso 

judicial. 

Así, el Consejo Nacional de Justicia en Brasil ha señalado que la implementación de la 

notificación por WhatsApp ha favorecido la transparencia del proceso judicial al proporcionar una 

forma clara y verificable de comunicación entre el tribunal y las partes, eliminando en parte las 

barreras asociadas con las notificaciones físicas. Esta observación pone de manifiesto cómo las 

notificaciones electrónicas pueden facilitar el acceso a la información y asegurar que todas las 

partes tengan visibilidad sobre el avance de los procedimientos judiciales. 

Ahora bien, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Argentina también ha 

indicado que la notificación judicial por WhatsApp ha mejorado la eficiencia del sistema judicial 

al reducir el tiempo necesario para entregar las notificaciones y al permitir un seguimiento más 

fácil del cumplimiento de los plazos procesales. Esto subraya cómo el uso de plataformas digitales 

puede optimizar el manejo de plazos y procedimientos, haciéndolos más ágiles y efectivos. 

Desde una perspectiva académica, Fernández (2021) argumenta que “la notificación 

electrónica puede aumentar la transparencia del proceso judicial al proporcionar registros digitales 
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que permiten un seguimiento más riguroso de las comunicaciones entre el tribunal y las partes” 

(Fernández, 2021, p. 76). Esta afirmación apoya la idea de que las tecnologías digitales ofrecen 

una forma más clara y rastreable de gestionar las notificaciones, contribuyendo a una mayor 

transparencia en el proceso judicial. 

Además, Sánchez y Rodríguez (2022) destacan que “el uso de WhatsApp para las 

notificaciones judiciales ha permitido una mayor eficiencia operativa al reducir el tiempo y los 

costos asociados con las notificaciones tradicionales, aunque es necesario abordar cuestiones de 

seguridad y validación para mantener la integridad del proceso” (Sánchez & Rodríguez, 2022, p. 

89), esto enfatiza los beneficios de eficiencia que conlleva la digitalización, mientras que también 

señala la necesidad de garantizar que estas prácticas no comprometan la seguridad y validez de las 

notificaciones. 

Por último, Gómez (2023) comenta que “la adopción de tecnologías como WhatsApp en la 

notificación judicial puede representar un avance significativo en términos de eficiencia y 

transparencia, siempre y cuando se implementen medidas adecuadas para abordar los desafíos 

asociados con la autenticidad y la protección de datos” (Gómez, 2023, p. 93), esta perspectiva 

académica subraya que la eficacia y la transparencia alcanzables mediante el uso de tecnologías 

digitales están condicionadas por el desarrollo de mecanismos robustos para garantizar la seguridad 

y la integridad del proceso. 

3.3. Examen desde los resultados prácticos en los casos relevantes 

En la era digital, la comunicación a través de aplicaciones móviles ha transformado 

significativamente la manera en que interactuamos y compartimos información. En este contexto, 

WhatsApp se ha consolidado como una herramienta fundamental en la vida cotidiana, y su uso ha 

trascendido las esferas personales para incursionar en diversos ámbitos profesionales, incluyendo 
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el judicial. La notificación judicial vía WhatsApp representa una innovación que busca agilizar los 

procesos judiciales y asegurar la efectiva comunicación de actos procesales. Sin embargo, su 

implementación y eficacia varían considerablemente entre diferentes jurisdicciones. 

En Colombia, la Corte Constitucional ha abordado el uso de WhatsApp como un medio 

válido para la notificación judicial, reconociendo su capacidad para garantizar la celeridad y 

eficiencia en los procesos judiciales, especialmente en casos donde los medios tradicionales 

resultan ineficaces.  

Argentina, por su parte, ha experimentado avances significativos en la utilización de 

WhatsApp para notificaciones judiciales, especialmente en el contexto de la pandemia de COVID-

19. Diversos tribunales han emitido resoluciones que avalan su uso, destacando su accesibilidad y 

la rapidez con la que se puede comunicar una resolución judicial. Sin embargo, el marco regulatorio 

aún está en desarrollo, y se plantean desafíos en términos de autenticidad y verificación de la 

identidad del destinatario. 

Por otro lado, Brasil ha sido pionero en la adopción de WhatsApp para fines judiciales. 

Desde 2015, diversos tribunales brasileños han autorizado su uso como un medio legítimo para la 

notificación de actos procesales. La jurisprudencia brasileña destaca la eficiencia y la reducción de 

costos asociados a este método, además de su capacidad para llegar a los destinatarios de manera 

rápida y directa. No obstante, la implementación práctica enfrenta retos relacionados con la 

protección de datos y la seguridad de la información transmitida. 

Dicho esto, en el presente apartado se examinan casos prácticos en Colombia, Argentina y 

Brasil, con lo cual se revelan tanto los beneficios como los desafíos inherentes al uso de WhatsApp 

para notificaciones judiciales. A través de un análisis comparativo, se pretende ofrecer una visión 

integral de cómo estos países están adaptando sus sistemas judiciales a las demandas de la era 

digital, y qué lecciones pueden extraerse para futuras implementaciones en otras jurisdicciones. 
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3.3.1. Examen en Colombia 

La transformación digital del sistema judicial colombiano ha incluido la incorporación de 

tecnologías de la información y comunicación para mejorar la eficiencia y accesibilidad de los 

procesos judiciales. En este contexto, la Corte Constitucional de Colombia ha reconocido la validez 

del uso de WhatsApp como medio para notificaciones judiciales, como las sentencia C-420 de 2020 

y la sentencia STC16733-2022 

Estos fallos subrayan la importancia de adaptarse a las nuevas tecnologías para mejorar la 

administración de justicia. En casos donde los métodos tradicionales de notificación resultan 

ineficaces, el uso de WhatsApp ha demostrado ser una herramienta eficaz para asegurar la 

comunicación rápida y efectiva entre las partes. En el caso específico de Colombia, se ha observado 

que "el uso de WhatsApp ha permitido superar barreras geográficas y temporales, facilitando el 

acceso a la justicia en áreas rurales y remotas" (González, 2020, p. 112). 

Además, la implementación de WhatsApp en el sistema judicial colombiano ha implicado 

el desarrollo de protocolos específicos para garantizar la seguridad y la privacidad de la 

información transmitida.  

Ahora bien, las lecciones extraídas de la implementación de WhatsApp en Colombia son 

valiosas para futuras aplicaciones en otras jurisdicciones. En primer lugar, es esencial contar con 

un marco normativo claro que establezca las condiciones y garantías necesarias para el uso de 

tecnologías de mensajería instantánea en procesos judiciales. Como destaca la experiencia 

colombiana, "la creación de protocolos y la capacitación de los funcionarios judiciales son cruciales 

para asegurar el éxito y la aceptación de estas nuevas herramientas" (Martínez, 2021, p. 45). 

En conclusión, la adopción de WhatsApp como medio para notificaciones judiciales en 

Colombia ha mostrado ser una medida efectiva para mejorar la eficiencia del sistema judicial, 

especialmente en áreas rurales y remotas. La experiencia colombiana proporciona un modelo útil 
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que puede ser adaptado y aplicado en otros países, siempre que se asegure un marco normativo 

adecuado y se implementen medidas de seguridad y capacitación apropiadas. 

3.3.2. Examen en Brasil 

Brasil ha sido uno de los países pioneros en la adopción de WhatsApp para notificaciones 

judiciales, reconociendo la eficacia y accesibilidad que esta herramienta ofrece. La implementación 

de WhatsApp en el sistema judicial brasileño comenzó en 2015, cuando varios tribunales 

comenzaron a utilizar la aplicación para enviar notificaciones. Este cambio ha sido respaldado por 

diversas resoluciones y normas que han permitido su uso oficial. Según Almeida (2016), "la 

incorporación de WhatsApp en los procedimientos judiciales ha mejorado significativamente la 

celeridad procesal y ha reducido los costos operativos" (Almeida, 2016, p. 24). 

Uno de los casos más relevantes en Brasil fue la decisión del Tribunal de Justicia de São 

Paulo, que en 2015 autorizó el uso de WhatsApp para notificar a las partes en un proceso judicial. 

Esta decisión se basó en la necesidad de adaptar los métodos de comunicación a las tecnologías 

modernas y garantizar que las partes recibieran las notificaciones de manera rápida y eficiente. 

Según Silva (2017), "la adopción de WhatsApp ha permitido una mayor rapidez en la comunicación 

judicial, especialmente en casos donde las partes no residen en la misma jurisdicción" (Silva, 2017, 

p. 87). 

El éxito de WhatsApp en el ámbito judicial brasileño también se debe a la flexibilidad y 

adaptabilidad de los jueces y funcionarios judiciales, quienes han adoptado esta herramienta para 

superar las limitaciones de los métodos tradicionales. En una entrevista, el juez Carlos Alberto 

Simões, del Tribunal de Justicia de São Paulo, señaló que "el uso de WhatsApp ha revolucionado 

nuestra manera de comunicar decisiones judiciales, haciéndolas más accesibles y rápidas" (Simões, 

2018, p. 45). 
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Las lecciones extraídas de la experiencia brasileña son cruciales para otras jurisdicciones 

que consideren la implementación de WhatsApp como una herramienta de notificación judicial. 

Primero, es esencial establecer un marco legal claro y detallado que regule el uso de esta tecnología. 

Como menciona Pereira (2019), "un marco normativo sólido es fundamental para garantizar la 

validez y autenticidad de las notificaciones judiciales realizadas a través de aplicaciones de 

mensajería" (Pereira, 2019, p. 132). 

Además, la capacitación de los funcionarios judiciales en el uso de nuevas tecnologías es 

vital para asegurar una implementación exitosa. La experiencia brasileña ha demostrado que "la 

formación continua y el apoyo técnico son indispensables para que los jueces y personal judicial 

se adapten a las nuevas herramientas de comunicación" (Oliveira, 2020, p. 60). Asimismo, se debe 

garantizar la protección de datos y la seguridad de la información transmitida a través de 

WhatsApp, implementando medidas de seguridad adecuadas para prevenir el acceso no autorizado 

y la manipulación de datos. 

En conclusión, Brasil ha logrado integrar de manera efectiva WhatsApp en su sistema 

judicial, mejorando la eficiencia y accesibilidad de las notificaciones judiciales. La experiencia 

brasileña ofrece valiosas lecciones sobre la necesidad de un marco normativo adecuado, la 

capacitación de los funcionarios judiciales y la implementación de medidas de seguridad, 

proporcionando un modelo que puede ser adaptado por otras jurisdicciones interesadas en 

modernizar sus métodos de notificación judicial. 

3.3.3. Examen en Argentina 

En Argentina, al igual que en Colombia, la pandemia de COVID-19 aceleró la adopción de 

tecnologías de la información y la comunicación en el ámbito judicial, incluyendo el uso de 

WhatsApp para notificaciones. Este cambio fue necesario para garantizar la continuidad de los 
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procesos judiciales durante los períodos de aislamiento. En varias provincias, los tribunales 

comenzaron a utilizar WhatsApp como un medio válido para notificaciones judiciales. 

Un caso emblemático es el del Juzgado de Familia N° 5 de La Plata, que comenzó a utilizar 

WhatsApp para notificar medidas cautelares en situaciones de violencia de género. Esta medida 

fue adoptada debido a la urgencia y la necesidad de proteger a las víctimas de manera inmediata. 

Según Fernández (2020), "el uso de WhatsApp ha permitido una respuesta más rápida y eficiente 

en casos de violencia de género, donde la inmediatez en la comunicación es crucial para la 

protección de las víctimas" (Fernández, 2020, p. 75). 

Además, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reconocido la validez del uso de 

tecnologías de mensajería instantánea en ciertos contextos, siempre que se garantice la autenticidad 

y la integridad de las notificaciones. En su fallo de agosto de 2020, la Corte destacó que "la 

utilización de WhatsApp y otros medios electrónicos para notificaciones judiciales es una medida 

que contribuye a la celeridad y eficacia de la administración de justicia, siempre que se adopten las 

salvaguardias necesarias para proteger los derechos de las partes" (Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, 2020, p. 12). 

Las lecciones extraídas de la implementación de WhatsApp en el sistema judicial argentino 

son múltiples. En primer lugar, es esencial contar con un marco regulatorio claro que defina los 

límites y condiciones para el uso de tecnologías de mensajería instantánea en el ámbito judicial. 

Como señala Martínez (2021), "la normativa debe ser específica y detallada, estableciendo 

procedimientos claros para la verificación de identidad y la autenticidad de las comunicaciones" 

(Martínez, 2021, p. 101). 

Asimismo, la capacitación de los funcionarios judiciales es fundamental para asegurar una 

implementación exitosa. La experiencia argentina ha demostrado que "es indispensable formar a 

los jueces y personal judicial en el uso de nuevas tecnologías, garantizando así su correcta 
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utilización y aceptación" (García, 2020, p. 60). Por último, es crucial implementar medidas de 

seguridad robustas para proteger la información transmitida a través de WhatsApp, asegurando la 

confidencialidad y privacidad de las partes involucradas. 

En conclusión, Argentina ha avanzado significativamente en la incorporación de WhatsApp 

como medio para notificaciones judiciales, mejorando la eficiencia y accesibilidad de la 

administración de justicia. Las experiencias y lecciones aprendidas en este país proporcionan un 

valioso modelo para otras jurisdicciones que buscan modernizar sus métodos de notificación 

judicial, siempre que se asegure un marco normativo adecuado, la capacitación del personal y la 

implementación de medidas de seguridad apropiadas. 

3.4. Casos relevantes de notificación judicial a través de WhatsApp 

En la era de la digitalización, el sistema judicial ha tenido que adaptarse a las nuevas 

tecnologías para garantizar una administración de justicia más eficiente y accesible. Una de las 

innovaciones más significativas ha sido la incorporación de aplicaciones de mensajería instantánea, 

como WhatsApp, para la notificación de actos procesales. Esta práctica, aunque novedosa, ha sido 

objeto de importantes decisiones judiciales en varios países de América Latina, marcando 

precedentes que orientan su uso futuro. En este contexto, las sentencias relevantes en Colombia, 

Brasil y Argentina proporcionan un marco integral para comprender cómo se está adaptando el 

sistema judicial en cada país y qué lecciones se pueden extraer para futuras implementaciones. 

En Colombia, la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia ha sido un hito 

en la validación del uso de WhatsApp para notificaciones judiciales. Este fallo reconoce la 

necesidad de adoptar tecnologías que faciliten la comunicación procesal, siempre que se garanticen 

la autenticidad y la integridad de las notificaciones. La Corte Suprema de Justicia de Colombia 
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subrayó la importancia de que las notificaciones electrónicas cumplan con los estándares legales y 

de seguridad necesarios para proteger los derechos de las partes involucradas. 

Por su parte, en Brasil, la Sentencia del Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 

0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de Justicia ha establecido un marco normativo 

detallado para el uso de WhatsApp en el ámbito judicial. Este fallo destaca la eficiencia y la 

reducción de costos que ofrece esta herramienta, al tiempo que enfatiza la necesidad de adoptar 

medidas de seguridad para garantizar la privacidad y la integridad de las comunicaciones. La 

decisión del Consejo Nacional de Justicia de Brasil sirve como un modelo para otros países que 

buscan implementar tecnologías similares en sus sistemas judiciales. 

En Argentina, la Sentencia N° 96889/2023 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Civil ha sido fundamental para consolidar el uso de WhatsApp en las notificaciones judiciales. Esta 

decisión refleja la evolución del sistema judicial argentino hacia la modernización y la adopción 

de tecnologías de comunicación más eficientes. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil ha 

reconocido la validez de las notificaciones realizadas a través de WhatsApp, siempre que se 

cumplan con los procedimientos establecidos y se garantice la protección de los derechos de las 

partes. 

Estas decisiones judiciales en Colombia, Brasil y Argentina no solo han permitido una 

mayor celeridad y eficiencia en los procesos judiciales, sino que también han planteado importantes 

desafíos y lecciones sobre la implementación de nuevas tecnologías en el ámbito legal. A través 

del análisis de estos casos relevantes, se pueden identificar las mejores prácticas y los marcos 

normativos necesarios para garantizar el éxito de las notificaciones judiciales a través de 

WhatsApp, asegurando al mismo tiempo la protección de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos. 



124 

3.4.1. Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de Colombia 

La sentencia de la Corte Suprema de Justicia de Colombia se refiere a una acción de tutela 

presentada en un contexto de violación de derechos fundamentales. En esta decisión, la Corte 

reitera principios claves sobre el derecho al debido proceso, acceso a la justicia y prevalencia de 

los derechos fundamentales sobre formalidades procesales. 

El fallo aborda la importancia de garantizar la protección efectiva de los derechos, incluso 

cuando existían deficiencias procesales, siempre que estas no afecten de manera sustancia el acceso 

a la justicia. La Corte enfatiza su rol como ultima instancia para salvaguardar derechos 

fundamentales y ordena las medidas necesarias para reparar la vulneración identificada en el caso. 

Ahora bien, aborda la validez de las notificaciones realizada spor WhatsApp, la corte 

establece que no es necesario emplear un método especifico para acreditar estas notificaciones, 

siempre que los medios ultizados sean idoneoa y cumplan con las reglas generales del Código 

General del Proceso. 

Asi mismo permite el uso de pruebas electrónicas como capturas de pantalla, 

videograbaciones y audios para desmostrar la entrega y recepción de una notificacion, la corte 

menciona que estas pruebas son validas siempre y cuando permitan verificar la autenticidad del 

envio y recepción por parte del destinatario. 

Por otro lado el “acuse de recibido” o la “confirmación de lectua” en plataformas como 

WhatsApp (el “tick” del mensaje) es aceptado como prueba de notificacion. 

Esta sentencia resalta la importancia de integrar las tecnoligias de la información y 

comunicación (TIC) en el sistema judicial para hacerlo mas eficiente y acorde con la realidad 

digital actual. 
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Asimismo, la sentencia determino que las exigencias excesivamente formalistas como 

certificaciones adicionales, no deben impedir la validez de una notificacion realizada por medios 

electrónicos si esta cumple con los requisitos de autenticidad y eficacia. 

La decisión marca un avance significativo en la regulación de las notificaciones electrónicas 

en Colombia, adaptando el marco legal a las herramientas digitales y garantizando 

simultáneamente los derechos procesales de las partes. 

3.4.2. Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000 del 

Consejo Nacional de Justicia de Brasil 

La Sentencia Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000 

del Consejo Nacional de Justicia (CNJ) de Brasil marca un avance significativo en la incorporación 

de tecnologías digitales en el sistema judicial, específicamente en la utilización de WhatsApp para 

la notificación judicial. Este fallo refleja un enfoque progresista en la modernización de la justicia, 

enfatizando la importancia de la eficiencia y la celeridad en los procesos judiciales, al tiempo que 

se garantiza la protección de los derechos de las partes involucradas. 

El contexto del caso que llevó a esta sentencia muestra una necesidad emergente de adaptar 

los métodos tradicionales de notificación a las nuevas realidades tecnológicas. El CNJ decidió 

permitir el uso de WhatsApp como un medio alternativo para notificaciones judiciales, 

especialmente en situaciones donde los métodos tradicionales eran ineficaces o impracticables. El 

fallo resalta que la adopción de WhatsApp como medio para notificaciones judiciales representa 

un avance hacia la modernización del sistema judicial, permitiendo una mayor celeridad en la 

comunicación de actos procesales. Esta decisión subraya la relevancia de utilizar herramientas 

digitales para superar las barreras logísticas que a menudo dificultan la administración de justicia. 
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En términos de fundamentos jurídicos, la sentencia establece requisitos precisos para 

asegurar la validez y la autenticidad de las notificaciones realizadas mediante WhatsApp. El CNJ 

enfatiza que las notificaciones efectuadas por WhatsApp deben cumplir con los estándares de 

autenticidad y veracidad, lo que implica que deben ser enviadas desde cuentas verificadas y que se 

debe obtener confirmación de lectura por parte del destinatario. Estos requisitos aseguran que las 

notificaciones electrónicas mantengan el mismo nivel de confiabilidad que las notificaciones 

tradicionales, protegiendo así los derechos de las partes implicadas. 

Además, la sentencia aborda la necesidad de mantener registros detallados de las 

comunicaciones realizadas a través de WhatsApp. El CNJ establece que la conservación de pruebas 

documentales y electrónicas de las notificaciones realizadas a través de WhatsApp es fundamental 

para garantizar la transparencia y la responsabilidad en el proceso judicial. La decisión subraya la 

importancia de documentar y almacenar evidencia como capturas de pantalla y confirmaciones de 

lectura para garantizar que las notificaciones sean efectivamente recibidas y verificadas. 

El impacto de esta sentencia en el sistema judicial brasileño ha sido notable, facilitando una 

mayor flexibilidad y rapidez en la gestión de las notificaciones judiciales. El fallo demuestra que 

el uso de WhatsApp puede ser una herramienta eficaz para superar barreras en la administración 

de justicia, especialmente en contextos donde los métodos tradicionales resultan inadecuados. 

Como se señala en el fallo, la implementación de WhatsApp como medio de notificación ha 

demostrado ser particularmente útil en situaciones donde los métodos tradicionales resultan 

insuficientes o imposibles de aplicar. 

El análisis de esta sentencia ofrece lecciones valiosas para futuras implementaciones del 

uso de tecnologías de mensajería instantánea en el ámbito judicial. Es esencial establecer un marco 

normativo claro que defina los procedimientos y requisitos para el uso de estas tecnologías. Como 

destaca el CNJ, un marco legal bien definido es crucial para garantizar la validez y la eficacia de 
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las notificaciones electrónicas. Además, la capacitación adecuada de los funcionarios judiciales y 

la implementación de medidas de seguridad robustas son cruciales para asegurar que las nuevas 

tecnologías sean utilizadas de manera efectiva y segura. 

En conclusión, la Sentencia PCA 0003251-94.2016.2.00.0000 del Consejo Nacional de 

Justicia de Brasil representa un importante paso hacia la modernización del sistema judicial. Al 

permitir el uso de WhatsApp para notificaciones judiciales, el CNJ ha facilitado una mayor 

eficiencia en la administración de justicia, siempre que se mantengan las garantías necesarias para 

proteger los derechos de las partes involucradas. 

3.4.3. Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 de Argentina 

La Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 de Argentina 

representa un avance significativo en el uso de tecnologías de comunicación para las notificaciones 

judiciales. Este fallo destaca la creciente importancia de adaptar el sistema judicial a las tecnologías 

contemporáneas, específicamente en la utilización de WhatsApp como medio para realizar 

notificaciones. 

El contexto que dio origen a esta sentencia involucra casos en los que la localización de las 

partes a través de métodos tradicionales de notificación resultaba problemática. La Cámara 

Nacional de Apelaciones decidió permitir el uso de WhatsApp como una alternativa viable para 

asegurar la comunicación efectiva y oportuna de las notificaciones judiciales. La sentencia indica 

que la implementación de WhatsApp como canal de notificación judicial es un reflejo de la 

necesidad de modernizar los procedimientos para adaptarse a las nuevas formas de comunicación 

y a las realidades tecnológicas actuales. 

En su análisis jurídico, el tribunal destacó que la adopción de WhatsApp debe estar 

acompañada de ciertas salvaguardias para garantizar la validez de las notificaciones. Se establece 
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que para que las notificaciones realizadas a través de WhatsApp sean válidas, es indispensable que 

se cumplan requisitos específicos de autenticidad, como la verificación de la identidad del 

remitente y la confirmación de recepción por parte del destinatario. Esta medida busca asegurar 

que el uso de tecnologías digitales no comprometa los principios fundamentales de la justicia 

procesal. 

La sentencia también aborda la necesidad de mantener un registro detallado de las 

comunicaciones efectuadas mediante WhatsApp. La Cámara subraya que es crucial conservar 

evidencia documental y electrónica de las notificaciones realizadas, incluyendo capturas de 

pantalla y confirmaciones de lectura, para asegurar la transparencia y la validez de las 

notificaciones. Este enfoque garantiza que las notificaciones sean efectivamente recibidas y que se 

mantenga un registro adecuado para posibles revisiones o impugnaciones. 

El impacto de esta sentencia en el sistema judicial argentino ha sido notable, ya que permite 

una mayor flexibilidad en el proceso de notificación judicial. Al reconocer la validez de WhatsApp 

como medio de comunicación, la Cámara Nacional de Apelaciones ha facilitado una mayor 

agilidad en la administración de justicia. La decisión demuestra que el uso de tecnologías modernas 

puede ser beneficioso para superar las limitaciones de los métodos tradicionales de notificación. 

El análisis de esta sentencia proporciona valiosas lecciones para futuras implementaciones 

del uso de tecnologías de mensajería instantánea en el ámbito judicial. Es esencial establecer un 

marco regulatorio claro que defina los procedimientos y requisitos necesarios para el uso de estas 

tecnologías. Como se menciona en el fallo, un marco legal claro y preciso es fundamental para 

garantizar que las notificaciones electrónicas sean efectivas y cumplan con los principios de justicia 

y equidad. Además, la capacitación de los funcionarios judiciales y la implementación de medidas 

de seguridad robustas son cruciales para asegurar que el uso de WhatsApp y otras tecnologías 

digitales se maneje de manera efectiva y segura. 
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En conclusión, la Sentencia N°96889/2023 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Civil de Argentina representa un importante paso hacia la modernización del sistema judicial. Al 

permitir el uso de WhatsApp para notificaciones judiciales, la Cámara ha abierto la puerta a una 

mayor eficiencia en la administración de justicia, siempre que se mantengan las garantías 

necesarias para proteger los derechos de las partes involucradas.
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CAPÍTULO IV. BUENAS PRÁCTICAS Y DESAFÍOS DE LA NOTIFICACIÓN 

JUDICIAL A TRAVÉS DE WHATSAPP EN EL CONTEXTO COLOMBIANO 

En este capítulo, se llevará a cabo un análisis exhaustivo de las buenas prácticas y los 

desafíos asociados con la notificación judicial a través de WhatsApp en el contexto colombiano. 

La notificación judicial es una pieza fundamental en el sistema de justicia, ya que garantiza que las 

partes involucradas en un proceso legal sean informadas adecuadamente sobre los actos procesales 

y puedan participar de manera efectiva en el procedimiento. La integración de herramientas 

digitales como WhatsApp en este ámbito busca modernizar y agilizar la administración de justicia 

en Colombia, ofreciendo un enfoque más dinámico para la comunicación judicial. 

Para abordar de manera efectiva el uso de WhatsApp en la notificación judicial en 

Colombia, se comenzará con un examen de las buenas prácticas que se han identificado como 

relevantes y aplicables en el contexto colombiano. Se explorarán los métodos y procedimientos 

que han demostrado ser efectivos en la implementación de notificaciones a través de esta 

plataforma, considerando tanto las normativas vigentes como las adaptaciones locales que han 

facilitado su uso. Este análisis detallado permitirá destacar las estrategias exitosas y las 

recomendaciones para su aplicación continua y efectiva. 

A continuación, se discutirán los principales desafíos que han surgido en la implementación 

de la notificación judicial mediante WhatsApp en Colombia. Estos desafíos incluyen cuestiones 

relacionadas con la validez legal de las notificaciones, la protección de los derechos de las partes 

involucradas, y la seguridad de la información compartida. Se evaluará cómo estos problemas han 

sido abordados hasta ahora y qué áreas requieren una mayor atención y ajuste para garantizar una 

práctica judicial segura y justa. 

Finalmente, el capítulo concluirá con una reflexión sobre las lecciones aprendidas y las 

mejores prácticas emergentes en el uso de WhatsApp para notificaciones judiciales en Colombia. 
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Se evaluarán las implicaciones de estos hallazgos para futuras reformas y adaptaciones en la 

implementación de tecnologías digitales en el ámbito judicial. Esta conclusión proporcionará una 

visión integral de cómo la digitalización está transformando la notificación judicial en Colombia y 

ofrecerá recomendaciones para optimizar estos procesos, con el objetivo de mejorar la justicia y la 

eficiencia en el sistema judicial colombiano. 

4.1. Buenas prácticas aplicables al contexto Colombiano 

En el contexto de la modernización del sistema judicial colombiano, la incorporación de 

tecnologías digitales ha emergido como una herramienta crucial para mejorar la eficiencia y la 

accesibilidad en la administración de justicia. La notificación judicial a través de WhatsApp, como 

medio alternativo para la comunicación de actos procesales, representa un avance significativo 

hacia la adaptación de las prácticas judiciales a las realidades tecnológicas contemporáneas. Este 

apartado se centrará en las buenas prácticas aplicables al contexto colombiano para la 

implementación efectiva de esta metodología, tomando en cuenta las experiencias comparadas de 

Brasil y Argentina. 

El análisis de las buenas prácticas en el uso de WhatsApp para la notificación judicial 

comienza con una evaluación del marco legal y regulatorio que enmarca esta práctica en Colombia. 

Es fundamental establecer un marco normativo claro que garantice la validez y la aceptación de las 

notificaciones electrónicas, inspirándose en las regulaciones y adaptaciones observadas en otros 

países. Se abordará cómo el marco legal colombiano puede beneficiarse de las experiencias de 

Brasil y Argentina para asegurar que las notificaciones realizadas a través de WhatsApp sean 

reconocidas como válidas y efectivas. 

Otro aspecto clave de las buenas prácticas es el establecimiento de procedimientos robustos 

para la verificación y autenticación de las notificaciones. La garantía de la autenticidad de las 
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comunicaciones es esencial para mantener la integridad del proceso judicial. Se explorarán las 

estrategias y métodos para verificar la identidad del remitente y confirmar la recepción de las 

notificaciones, basándose en las mejores prácticas adoptadas en jurisdicciones comparadas. 

La conservación de evidencia y el registro detallado de las notificaciones también juegan 

un papel crucial en la implementación efectiva de WhatsApp como herramienta de notificación 

judicial. Se discutirán las técnicas para documentar adecuadamente las comunicaciones, 

incluyendo el uso de capturas de pantalla y confirmaciones de lectura, para asegurar que se 

mantenga un registro transparente y accesible de todas las notificaciones realizadas. 

La capacitación y formación de los funcionarios judiciales en el uso de WhatsApp es otro 

componente fundamental. Asegurar que los jueces y el personal judicial estén bien informados y 

capacitados en el manejo de esta herramienta tecnológica es vital para su implementación exitosa. 

Se considerarán las estrategias de capacitación adoptadas en Brasil y Argentina y su aplicabilidad 

al contexto colombiano. 

Finalmente, se abordará la protección de derechos y privacidad en el uso de WhatsApp para 

notificaciones judiciales. Garantizar que los derechos fundamentales de las partes involucradas 

estén protegidos y que la información compartida sea segura es esencial para la legitimidad del 

proceso. Se revisarán las mejores prácticas para salvaguardar la privacidad y la seguridad de los 

datos en el contexto colombiano, a partir de los enfoques observados en otras jurisdicciones. 

En conjunto, este apartado proporcionará un panorama integral de las buenas prácticas para 

la notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia, ofreciendo recomendaciones basadas 

en un enfoque comparado con Brasil y Argentina para optimizar la implementación de esta 

tecnología en el sistema judicial colombiano. 
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4.1.1.  Marco Legal y Regulatorio para la Notificación Judicial Electrónica 

La implementación de la notificación judicial a través de WhatsApp en Colombia requiere 

un análisis exhaustivo del marco legal y regulatorio que respalda el uso de herramientas digitales 

en el ámbito judicial. Este marco es esencial para garantizar que las notificaciones electrónicas 

sean válidas, seguras y efectivas. Para comprender cómo se ha estructurado este marco en 

Colombia, es necesario examinar también las regulaciones y prácticas observadas en Brasil y 

Argentina, países que han avanzado en la integración de tecnologías digitales en sus sistemas 

judiciales. 

En principio, en Colombia, la notificación judicial a través de WhatsApp está en un proceso 

de integración gradual. La normativa existente establece los principios generales para las 

notificaciones electrónicas, pero la aplicación específica de tecnologías como WhatsApp requiere 

ajustes y clarificaciones adicionales. La Constitución Política de 1991 y el Código General del 

Proceso (Ley 1564 de 2012) proporcionan el fundamento legal para las notificaciones judiciales en 

general, pero no abordan directamente el uso de plataformas digitales como WhatsApp. La Ley 

527 de 1999, que regula el uso de mensaje de datos, la firma digital y los documentos electrónicos, 

establece el marco para el uso de tecnologías digitales en Colombia, aunque su aplicación en el 

ámbito judicial todavía está en desarrollo. Además, el Consejo Superior de la Judicatura y la Rama 

Judicial han emitido circulares y resoluciones que sugieren la posibilidad de usar medios 

electrónicos para la notificación, siempre que se garanticen las condiciones de autenticidad y 

validez. 

En este contexto, la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia representa 

un avance significativo al reconocer la validez de las notificaciones judiciales realizadas a través 

de WhatsApp, siempre y cuando se cumplan ciertos requisitos de autenticidad y fiabilidad. La 

sentencia subraya la necesidad de adaptar el marco legal existente para incluir explícitamente estas 
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tecnologías, sugiriendo una mayor formalización y regulación del uso de plataformas digitales en 

el proceso judicial. La Corte afirma que la utilización de aplicaciones de mensajería instantánea 

como WhatsApp puede contribuir significativamente a la celeridad y eficiencia de la 

administración de justicia, siempre y cuando se adopten las salvaguardias necesarias para 

garantizar la autenticidad y la integridad de las comunicaciones. 

El análisis de las regulaciones en Brasil y Argentina ofrece perspectivas valiosas para la 

integración de WhatsApp en el sistema judicial colombiano. En Brasil, el Consejo Nacional de 

Justicia (CNJ) ha emitido normas específicas para la notificación electrónica en el Procedimiento 

de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000, permitiendo el uso de aplicaciones 

de mensajería para notificaciones judiciales bajo ciertas condiciones de seguridad y autenticidad. 

Este enfoque proporciona un modelo que Colombia podría considerar para desarrollar su propia 

regulación, enfatizando la necesidad de un marco legal claro que garantice la validez de las 

notificaciones electrónicas. Según el CNJ, las notificaciones electrónicas deben ser realizadas de 

acuerdo con los estándares de seguridad y autenticidad establecidos para garantizar la eficacia del 

proceso. 

En Argentina, la Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 

reafirma la importancia de adaptar las normativas para integrar estas tecnologías, proporcionando 

un ejemplo de cómo los marcos regulatorios pueden ser ajustados para permitir la notificación vía 

WhatsApp de manera efectiva. La sentencia indica que la integración de tecnologías digitales en el 

proceso judicial debe ser acompañada de una regulación adecuada que asegure la validez y 

seguridad de las notificaciones electrónicas. 

En base a las experiencias y regulaciones observadas en Brasil y Argentina, es 

recomendable que Colombia avance en la formalización y expansión de su marco legal para incluir 

explícitamente la notificación judicial a través de WhatsApp. Esto podría implicar la actualización 
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de la Ley 527 de 1999 y la emisión de regulaciones específicas por parte del Consejo Superior de 

la Judicatura para definir los procedimientos, requisitos de autenticidad y mecanismos de 

verificación necesarios para garantizar la validez y la seguridad de las notificaciones electrónicas. 

Es crucial que la regulación contemple aspectos como la verificación de la identidad del 

destinatario, la conservación de pruebas documentales y la protección de datos personales para 

alinearse con las mejores prácticas internacionales y asegurar que las notificaciones judiciales 

realizadas a través de WhatsApp sean legales y efectivas. 

En conclusión, el desarrollo de un marco legal y regulatorio sólido para la notificación 

judicial a través de WhatsApp en Colombia es esencial para facilitar la modernización del sistema 

judicial y asegurar la protección de los derechos de las partes involucradas. Las lecciones 

aprendidas de Brasil y Argentina ofrecen una guía valiosa para la implementación exitosa de esta 

tecnología en el contexto colombiano. 

4.1.2. Estrategias para la Conservación de Evidencia y Registro de Notificaciones 

La conservación de evidencia y el registro adecuado de notificaciones judiciales realizadas 

a través de WhatsApp son aspectos cruciales para garantizar la validez y transparencia del proceso 

judicial. Estos elementos aseguran que las comunicaciones electrónicas sean verificables y que se 

mantenga un historial claro de las notificaciones realizadas, lo que es esencial para la integridad 

del sistema judicial. 

En primer lugar, la importancia de la conservación de evidencia se ha destacado en diversas 

sentencias y regulaciones. La Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia de 

Colombia enfatiza que la conservación de pruebas documentales y electrónicas de las 

notificaciones realizadas a través de WhatsApp es fundamental para garantizar la transparencia y 

la responsabilidad en el proceso judicial. Esto implica que los registros de las notificaciones deben 
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incluir capturas de pantalla del mensaje enviado, confirmaciones de lectura y cualquier otra 

evidencia que demuestre que la notificación fue recibida y tomada en cuenta por el destinatario. 

Además, el uso de registros detallados es crucial para validar la integridad del proceso de 

notificación. En Brasil, el Consejo Nacional de Justicia, en el Procedimiento de Control 

Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000, establece que las pruebas de las notificaciones 

electrónicas deben ser conservadas de manera que permitan la verificación de la autenticidad y el 

contenido de la comunicación. Esto incluye la preservación de los mensajes originales y la 

documentación de cualquier interacción relacionada con la notificación, como respuestas o 

confirmaciones por parte del destinatario. 

La Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 resalta que la 

correcta conservación y el registro detallado de las notificaciones electrónicas son esenciales para 

asegurar la legalidad y la correcta aplicación de la normativa. Esto incluye la implementación de 

sistemas que permitan almacenar los registros de las notificaciones electrónicas de manera segura 

y accesible para futuras consultas o auditorías.  

Para implementar estas estrategias en el contexto colombiano, es recomendable adoptar 

prácticas que aseguren la integridad y la disponibilidad de las pruebas de las notificaciones 

realizadas a través de WhatsApp. Esto puede incluir el desarrollo de protocolos específicos para la 

captura y almacenamiento de evidencia digital, el uso de herramientas tecnológicas para la gestión 

de registros y la formación de los funcionarios judiciales en la importancia de mantener un historial 

detallado de las comunicaciones.  

Asimismo, se debe considerar el uso de tecnologías de encriptación y firmas digitales para 

proteger la información contenida en las notificaciones y garantizar que los registros no sean 

alterados. La implementación de estas medidas contribuirá a la confianza en el proceso judicial y 
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asegurará que las notificaciones electrónicas cumplan con los requisitos de autenticidad y fiabilidad 

establecidos por la normativa. 

En conclusión, las estrategias para la conservación de evidencia y el registro de 

notificaciones judiciales son fundamentales para el éxito de la notificación a través de WhatsApp 

en Colombia. Al adoptar prácticas rigurosas y basadas en las mejores prácticas internacionales, se 

puede asegurar que las notificaciones electrónicas sean efectivas y que el proceso judicial mantenga 

su integridad y transparencia. 

4.1.3. Capacitación y Formación de Funcionarios Judiciales en el Uso de WhatsApp 

La capacitación y formación de los funcionarios judiciales en el uso de WhatsApp para 

notificaciones judiciales es un aspecto fundamental para la implementación exitosa de esta 

tecnología en el sistema judicial. La correcta utilización de herramientas digitales no solo requiere 

un entendimiento técnico de la plataforma, sino también una comprensión profunda de los 

requisitos legales y los procedimientos asociados con la notificación electrónica. 

Esta formación debe incluir aspectos técnicos, como el uso adecuado de la plataforma de 

mensajería, así como conocimientos sobre la normativa que regula las notificaciones electrónicas 

y los mecanismos necesarios para garantizar su autenticidad. 

Para implementar una estrategia efectiva de capacitación en Colombia, es esencial diseñar 

programas de formación que aborden tanto los aspectos técnicos como legales del uso de 

WhatsApp para notificaciones judiciales. Esto incluye la creación de cursos y talleres que permitan 

a los funcionarios judiciales familiarizarse con la plataforma, comprender las implicaciones legales 

de su uso y desarrollar habilidades para manejar las notificaciones electrónicas de manera segura 

y eficiente. 



138 

Además, es recomendable que estos programas de capacitación incluyan módulos sobre la 

protección de datos personales y la seguridad de la información, para garantizar que las 

notificaciones realizadas a través de WhatsApp cumplan con los requisitos de confidencialidad y 

protección establecidos por la normativa. 

En conclusión, la capacitación y formación de los funcionarios judiciales en el uso de 

WhatsApp es una pieza clave para la exitosa integración de esta tecnología en el sistema judicial 

colombiano. Al asegurar que los operadores judiciales cuenten con el conocimiento y las 

habilidades necesarias, se puede mejorar la eficiencia y la validez de las notificaciones electrónicas, 

contribuyendo a una administración de justicia más moderna y efectiva. 

4.1.4. Protección de Derechos y Privacidad en la Notificación Electrónica 

La protección de derechos y privacidad en la notificación electrónica, especialmente a 

través de plataformas como WhatsApp, es un aspecto crucial para garantizar que el proceso judicial 

respete las normativas de privacidad y seguridad de la información. Esta preocupación es 

fundamental para mantener la confianza en el sistema judicial y asegurar que los derechos de las 

partes involucradas sean debidamente salvaguardados. 

Para asegurar la protección de derechos y privacidad en la notificación electrónica en 

Colombia, es crucial que se adopten medidas concretas como el uso de cifrado en las 

comunicaciones, la implementación de sistemas de autenticación robustos y la capacitación 

continua de los funcionarios judiciales en prácticas seguras de manejo de datos. Además, se deben 

establecer procedimientos claros para el manejo y almacenamiento seguro de la información, 

garantizando que se cumpla con las normativas de protección de datos y se respeten los derechos 

de las partes involucradas. 
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En conclusión, la protección de derechos y privacidad en la notificación electrónica es 

fundamental para asegurar la integridad y confianza en el proceso judicial. Al adoptar prácticas 

adecuadas y medidas de seguridad, se puede garantizar que las notificaciones realizadas a través 

de plataformas digitales respeten los estándares de privacidad y protección de datos, contribuyendo 

a un sistema judicial más seguro y confiable. 

4.2. Principales desafíos  

En la era digital, la integración de tecnologías como WhatsApp en la notificación judicial 

presenta tanto oportunidades como desafíos significativos. La notificación judicial electrónica, 

aunque promete una mayor eficiencia y agilidad en el proceso judicial, también conlleva una serie 

de dificultades que deben ser abordadas para asegurar su correcta implementación y 

funcionamiento. 

En esta sección, se examinarán los principales desafíos asociados con la notificación 

judicial a través de WhatsApp en el contexto colombiano, con un enfoque comparado basado en 

las experiencias de Brasil y Argentina. Estos desafíos incluyen la adaptación del marco legal y 

regulatorio, la garantía de la autenticidad y validez de las notificaciones, la protección de derechos 

y privacidad, y la capacitación adecuada de los funcionarios judiciales. 

Uno de los principales obstáculos es la necesidad de actualizar y adaptar el marco normativo 

existente para integrar de manera efectiva las tecnologías digitales en los procesos judiciales. La 

falta de regulaciones específicas y claras puede generar incertidumbre y problemas en la aplicación 

práctica de la notificación a través de WhatsApp. Además, la garantía de que las notificaciones 

electrónicas sean auténticas y cumplan con los estándares legales es crucial para evitar posibles 

litigios y asegurar la validez del proceso judicial. 
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Otro desafío significativo es la protección de los derechos y la privacidad de las partes 

involucradas en el proceso judicial. El uso de plataformas digitales para la notificación requiere 

medidas estrictas para proteger la información confidencial y evitar el acceso no autorizado. La 

implementación de prácticas seguras y la capacitación de los funcionarios judiciales son esenciales 

para abordar estos problemas y garantizar que la privacidad de los datos sea respetada. 

A través de un análisis detallado de estos desafíos, esta sección proporcionará una visión 

integral de los obstáculos que enfrenta la notificación judicial a través de WhatsApp y ofrecerá 

recomendaciones para superar estos problemas, basándose en las lecciones aprendidas de Brasil y 

Argentina. Este enfoque ayudará a identificar las áreas que requieren atención y ajuste para 

optimizar el uso de tecnologías digitales en el sistema judicial colombiano. 

4.2.1. Validez Legal y Reconocimiento de Notificaciones Electrónicas 

La validez legal y el reconocimiento de las notificaciones electrónicas, particularmente a 

través de WhatsApp, es un aspecto crucial para la integración efectiva de tecnologías digitales en 

el ámbito judicial colombiano. Este tema ha suscitado un considerable debate y requiere un análisis 

minucioso para asegurar que las notificaciones realizadas mediante estos medios sean aceptadas 

como válidas en el contexto legal. 

En el marco legal colombiano, la validez de las notificaciones electrónicas se encuentra en 

un proceso de evolución. La Constitución Política de 1991 y el Código General del Proceso (Ley 

1564 de 2012) establecen las bases para la notificación judicial, pero no abordan explícitamente el 

uso de plataformas digitales como WhatsApp para este propósito. La Ley 527 de 1999 sobre 

comercio electrónico, firma digital y documentos electrónicos proporciona un marco general para 

el uso de tecnologías digitales en Colombia, pero su aplicación específica en el ámbito judicial 

requiere de desarrollos adicionales para su plena integración. La Corte Suprema de Justicia, en la 
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Sentencia STC16733-2022, ha sido clave en este aspecto al reconocer la validez de las 

notificaciones judiciales a través de WhatsApp, siempre que se cumplan ciertos requisitos de 

autenticidad y fiabilidad. La sentencia subraya que la utilización de aplicaciones de mensajería 

instantánea como WhatsApp puede contribuir significativamente a la celeridad y eficiencia de la 

administración de justicia, siempre y cuando se adopten las salvaguardias necesarias para 

garantizar la autenticidad y la integridad de las comunicaciones. 

El reconocimiento de las notificaciones electrónicas también depende de la implementación 

de procedimientos adecuados que aseguren su validez. En Brasil, el Consejo Nacional de Justicia 

ha establecido directrices específicas para la notificación electrónica, incluyendo el uso de 

aplicaciones de mensajería, bajo estrictas condiciones de seguridad y autenticidad. Este enfoque 

establece un precedente importante que podría servir como modelo para Colombia. La normativa 

brasileña enfatiza que las notificaciones realizadas a través de medios electrónicos deben cumplir 

con los mismos requisitos de autenticidad y fiabilidad que las tradicionales, incluyendo métodos 

para verificar la identidad del remitente y la integridad del mensaje. 

La sentencia afirma que la adaptación de las normativas para permitir el uso de medios electrónicos 

en la notificación judicial debe garantizar que estas herramientas sean utilizadas de manera segura 

y eficaz, respetando los principios de transparencia y fiabilidad. 

Para que las notificaciones electrónicas sean plenamente reconocidas y aceptadas en el 

sistema judicial colombiano, es esencial que se establezcan y formalicen procedimientos claros que 

definan los requisitos para su autenticidad y validez. La experiencia de Brasil y Argentina ofrece 

valiosas lecciones para la creación de un marco regulatorio que asegure la correcta implementación 

y reconocimiento de las notificaciones electrónicas, contribuyendo así a la modernización y 

eficiencia del sistema judicial. La integración de estos procedimientos es clave para asegurar que 
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las notificaciones realizadas a través de plataformas digitales como WhatsApp sean consideradas 

válidas y efectivas en el contexto legal. 

4.2.2. Garantía de Autenticidad y Prevención de Fraude 

La garantía de autenticidad y la prevención de fraude son aspectos esenciales en la 

implementación de notificaciones judiciales electrónicas, especialmente cuando se utilizan 

plataformas como WhatsApp. Asegurar que las notificaciones sean auténticas y prevenir fraudes 

son requisitos fundamentales para mantener la integridad y la validez del proceso judicial. 

En Colombia, el uso de WhatsApp para notificaciones judiciales aún se encuentra en un 

proceso de adaptación y regulación. La Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia 

ha sido un hito importante al establecer que las notificaciones electrónicas deben cumplir con los 

mismos requisitos de autenticidad y fiabilidad que las notificaciones tradicionales, lo que implica 

el uso de métodos que permitan verificar la identidad del remitente y la integridad del mensaje. 

Esta sentencia destaca la necesidad de adoptar medidas específicas para garantizar que las 

notificaciones realizadas a través de plataformas digitales sean auténticas y no vulnerables a 

fraudes. 

La autenticidad de las notificaciones electrónicas puede ser garantizada mediante el uso de 

tecnologías que permitan verificar la identidad de los usuarios y la integridad de las 

comunicaciones. En Brasil, el Consejo Nacional de Justicia (CNJ) ha establecido normas para la 

notificación electrónica que incluyen medidas de seguridad para prevenir fraudes. Según el 

Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000, las aplicaciones de 

mensajería utilizadas para notificaciones judiciales deben incorporar mecanismos de autenticación 

que aseguren la identidad del remitente y del destinatario, así como la integridad del contenido del 

mensaje.  
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La Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 subraya que la 

implementación de tecnologías digitales en la notificación judicial debe incluir mecanismos para 

garantizar la autenticidad del mensaje y prevenir cualquier posibilidad de fraude, mediante el uso 

de firmas digitales y otros métodos de verificación. Esta legislación refuerza la importancia de 

proteger el proceso judicial contra posibles fraudes al utilizar plataformas digitales. 

Para garantizar la autenticidad y prevenir el fraude en las notificaciones judiciales a través 

de WhatsApp en Colombia, es esencial implementar mecanismos de autenticación robustos y 

medidas de seguridad adecuadas. Esto incluye el uso de herramientas de verificación de identidad, 

la adopción de firmas digitales, y la implementación de protocolos de seguridad para proteger la 

integridad de los mensajes. La experiencia y las normativas de Brasil y Argentina ofrecen valiosas 

lecciones sobre cómo estructurar estos mecanismos y asegurar que las notificaciones electrónicas 

sean seguras y confiables. 

En conclusión, la garantía de autenticidad y la prevención de fraude son fundamentales para 

la implementación exitosa de notificaciones judiciales electrónicas. Adoptar medidas adecuadas 

para verificar la identidad y proteger la integridad de las comunicaciones es crucial para mantener 

la validez y la eficacia del proceso judicial en un contexto digital. 

4.2.3. Protección de Datos y Seguridad de la Información 

La protección de datos y la seguridad de la información son aspectos cruciales en la 

implementación de la notificación judicial a través de plataformas digitales como WhatsApp. La 

creciente digitalización del sistema judicial trae consigo desafíos significativos relacionados con la 

confidencialidad y la integridad de la información procesal. 

En el contexto colombiano, el uso de WhatsApp para notificaciones judiciales debe 

alinearse con los estándares de protección de datos personales establecidos por la Ley 1581 de 



144 

2012, que regula la protección de datos personales. Esta ley exige que cualquier tratamiento de 

datos personales, incluyendo su transmisión a través de plataformas electrónicas, cumpla con 

principios de seguridad y confidencialidad. La Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de 

Justicia resalta que la adopción de tecnologías digitales en la notificación judicial debe garantizar 

que los datos personales sean protegidos adecuadamente, conforme a las disposiciones legales 

sobre privacidad y seguridad.  

En Brasil, el Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000 

del Consejo Nacional de Justicia establece directrices claras para la protección de datos en la 

notificación electrónica, estas deben implementarse con sistemas que garanticen la 

confidencialidad y seguridad de la información, utilizando cifrado y otros mecanismos de 

protección para prevenir el acceso no autorizado a los datos. Esta regulación proporciona un marco 

que puede ser adaptado por Colombia para asegurar que las notificaciones judiciales electrónicas 

protejan adecuadamente la información confidencial. 

La Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 establece que es 

imperativo que los sistemas utilizados para las notificaciones electrónicas incorporen medidas 

robustas de seguridad para proteger la integridad y confidencialidad de los datos, de acuerdo con 

las normativas sobre protección de datos personales. Esta normativa destaca la importancia de 

implementar tecnologías de cifrado y procedimientos de seguridad para salvaguardar la 

información durante el proceso de notificación. 

Para garantizar la protección de datos y la seguridad de la información en el contexto 

colombiano, es fundamental adoptar medidas que incluyan el cifrado de las comunicaciones, el 

acceso restringido a los datos y la implementación de protocolos de seguridad avanzados. La 

experiencia de Brasil y Argentina ofrece una guía valiosa para desarrollar e integrar estas medidas 
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en el sistema judicial colombiano. Además, se debe asegurar que los procedimientos de notificación 

electrónica cumplan con las normativas de protección de datos personales y privacidad vigentes. 

En conclusión, la protección de datos y la seguridad de la información son esenciales para 

la integridad y eficacia de las notificaciones judiciales electrónicas. Asegurar que los sistemas 

utilizados para estas notificaciones cumplan con altos estándares de seguridad es crucial para 

proteger la información confidencial y mantener la confianza en el proceso judicial digital. 

4.2.4. Acceso y Equidad en el Proceso de Notificación 

El acceso y la equidad en el proceso de notificación son aspectos esenciales para garantizar 

que todas las partes involucradas en un procedimiento judicial reciban la información necesaria de 

manera oportuna y justa. En el contexto de la notificación judicial a través de plataformas digitales 

como WhatsApp, asegurar un acceso equitativo se convierte en un desafío fundamental que debe 

ser abordado cuidadosamente para evitar la creación de disparidades en el proceso judicial. 

En Colombia, el uso de WhatsApp para notificaciones judiciales plantea preguntas sobre 

cómo garantizar que todos los individuos, independientemente de sus recursos tecnológicos, 

puedan acceder efectivamente a la información judicial. La Sentencia STC16733-2022 de la Corte 

Suprema de Justicia subraya que la adopción de tecnologías para la notificación debe contemplar 

mecanismos para asegurar que todas las partes, incluyendo aquellas con limitaciones tecnológicas, 

reciban el aviso judicial de manera adecuada y equitativa. Este fallo destaca la necesidad de 

establecer procedimientos que aseguren que la falta de acceso a tecnología avanzada no resulte en 

desventajas para ninguna de las partes en el proceso judicial. 

El contexto brasileño ofrece lecciones valiosas en cuanto a la equidad en la notificación 

electrónica. El Consejo Nacional de Justicia (CNJ) ha establecido directrices en el Procedimiento 

de Control Administrativo (PCA) 0003251-94.2016.2.00.0000, que incluyen la obligación de 
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garantizar que las partes que no cuenten con acceso a medios electrónicos alternativos sean 

notificadas a través de métodos tradicionales, asegurando así que la notificación llegue de manera 

equitativa a todos los involucrados. Esta normativa refleja un enfoque inclusivo que busca 

equilibrar el acceso a la información judicial en un entorno digitalizado. 

La Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 establece que es 

fundamental implementar mecanismos de compensación para asegurar que las partes que no tienen 

acceso a medios digitales reciban las notificaciones judiciales a través de métodos alternativos, 

evitando así desigualdades en el proceso. Este enfoque garantiza que la transición hacia métodos 

digitales no excluya a los individuos que pueden no estar familiarizados o no tener acceso a estas 

tecnologías. 

Para Colombia, es crucial que se establezcan políticas y procedimientos que promuevan la 

equidad en el proceso de notificación judicial. Esto incluye ofrecer alternativas de notificación para 

aquellos sin acceso a plataformas digitales y garantizar que todas las partes tengan acceso 

igualitario a la información necesaria para participar adecuadamente en el proceso judicial. La 

implementación de un sistema de notificación híbrido, que combine métodos digitales con métodos 

tradicionales, podría ser una solución efectiva para abordar estas desigualdades. 

En conclusión, el acceso y la equidad en la notificación judicial son esenciales para la 

justicia y la transparencia en el proceso legal. Asegurar que todos los individuos tengan acceso a 

las notificaciones, independientemente de sus recursos tecnológicos, es fundamental para mantener 

la integridad y la equidad del sistema judicial. La experiencia de Brasil y Argentina proporciona 

un marco útil para desarrollar políticas que garanticen una transición equitativa hacia la 

notificación judicial electrónica en Colombia. 
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4.2.5. Implementación y Adaptación de Procedimientos Judiciales 

La implementación y adaptación de procedimientos judiciales para integrar la notificación 

a través de WhatsApp es un proceso complejo que requiere una consideración cuidadosa de 

diversos factores técnicos, legales y operativos. La transición hacia métodos digitales en la 

notificación judicial no solo implica la adopción de nuevas tecnologías, sino también la 

modificación de prácticas establecidas para garantizar que estas tecnologías se utilicen de manera 

efectiva y conforme a la ley. 

En el contexto colombiano, la Sentencia STC16733-2022 de la Corte Suprema de Justicia 

destaca la importancia de adaptar los procedimientos judiciales para incorporar la notificación por 

WhatsApp. La sentencia enfatiza que para una implementación exitosa de la notificación 

electrónica, es necesario realizar ajustes en los procedimientos judiciales existentes para incluir 

estos nuevos métodos de comunicación, asegurando que se mantenga la validez y la integridad del 

proceso judicial. Este enfoque sugiere que la integración de WhatsApp en el sistema judicial 

colombiano debe ir acompañada de una revisión y modificación de los procedimientos 

tradicionales de notificación para adaptarse a las nuevas prácticas. 

El análisis comparado con Brasil ofrece perspectivas valiosas sobre cómo se puede llevar a 

cabo esta adaptación. En Brasil, el Consejo Nacional de Justicia (CNJ) ha establecido regulaciones 

específicas para la notificación electrónica en el Procedimiento de Control Administrativo (PCA) 

0003251-94.2016.2.00.0000. Estas regulaciones incluyen directrices detalladas para la 

implementación de procedimientos electrónicos, como la necesidad de ajustar los procedimientos 

internos para asegurar la correcta integración de la notificación electrónica, incluyendo la 

capacitación de personal y la actualización de sistemas. Este enfoque integral asegura que la 

transición hacia la notificación electrónica sea fluida y eficaz. 
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La Sentencia Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil N°96889/2023 establece que es 

esencial modificar los procedimientos judiciales para incorporar las notificaciones electrónicas, 

garantizando que los procesos se ajusten a las nuevas tecnologías sin comprometer la calidad y la 

equidad del sistema judicial. Esta adaptación implica no solo la actualización de los 

procedimientos, sino también la capacitación de los funcionarios judiciales para manejar las nuevas 

herramientas de manera eficiente. 

Para Colombia, es crucial seguir estos ejemplos internacionales al adaptar los 

procedimientos judiciales para incluir la notificación a través de WhatsApp. Esto implica revisar y 

modificar los protocolos de notificación para asegurar que la implementación de tecnologías 

digitales se integre de manera coherente con los procedimientos judiciales existentes. Además, es 

fundamental que se realicen esfuerzos continuos para capacitar a los funcionarios judiciales en el 

uso de estas nuevas herramientas y en la adaptación a los cambios procedimentales necesarios. 

Sin embargo, la implementación y adaptación de procedimientos judiciales para la 

notificación a través de WhatsApp es un aspecto clave para la modernización del sistema judicial. 

La experiencia de Brasil y Argentina ofrece valiosas lecciones sobre cómo llevar a cabo esta 

transición de manera efectiva. En Colombia, la adaptación exitosa requerirá una revisión detallada 

de los procedimientos actuales, la implementación de nuevas directrices y la capacitación adecuada 

del personal para garantizar una integración fluida y efectiva de las tecnologías digitales en el 

proceso judicial. 

4.2.6. Necesidad de adaptación a las nuevas tecnologías como la AI 

En Colombia, instituciones como el Consejo Superior de la Judicatura (CSJ) y el  Ministerio 

de Tecnologias de la Informacion y las Comunicaciones  (MinTic) han comenzado a implementar 

proyectos de transformación digital como por ejemplo:  
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- El uso de la plataforma Judicia Digital, que  permite la tramitación electrónica de 

procesos. 

- Avances en la interoperabilidad de bases de datos para facivilitar el acceso a la 

información. 

“Por su parte, la IA hace el trabajo pesado: la recopilación y procesamiento de todos los 

datos del expediente, los cálculos de probabilidades, así como propuestas de valoración e incluso 

la doctrina probable en el asunto de la controversia. De esta forma, con el análisis de la inteligencia 

artificial, el juez (y su despacho) se ahorran el trabajo más demandante en la toma de decisión 

(recopilación y análisis de datos); pero mantiene el componente más importante del fallo: la toma 

de decisión, el razonamiento jurídico. (Sanabria, 2024). 

Con el crecimiento de la digitalización y el desarrollo de la IA, el sistema judicial 

Colombiano puede beneficiarce enormemete en términos de eficiencia y acceso. Sin embargo, es 

fundamental establecer regulaciones claras para asefurar un uso ético y justo de estas tecnologías, 

siempre respetando los principios constituciones y derechos fundamentales. 

En conclusión, el uso de la AI para las notificaciones judiciales podría revolucionar este 

aspecto clave en el sistema judicial, haciéndolo mas eficiente, accesible y seguro. Aquí se describen 

las posibles aplicaciones ventajas, retos y ejemplos de implementación:  

La automatización del envio de notificaciones que integra el sistema de gestión judicial con 

canales digitales (correo electrónico o WhatsApp). En la confirmación de la recepción , el suo de 

algorismos para monitorear si la notificacion ha sido recibida y leida por el destitanatario. La 

validación de direcciones para actualizar y verificar los datos de contacto. La traducción 

automática, si las partes no hablan español, la IA puede traducir automáticamente la notificacion 

en tiempo real. Seguimiento y priorización, estos pueden medir los plazos y términos judiciales 

asegurando que estos se cumplan.  
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CONCLUSIÓN 

En conclusión, el análisis del capítulo sobre las buenas prácticas y desafíos en la 

notificación judicial a través de WhatsApp en el contexto colombiano destaca tanto el potencial 

transformador como los obstáculos que enfrenta la integración de esta tecnología en el sistema 

judicial. La digitalización de las notificaciones judiciales representa un avance significativo hacia 

la modernización del sistema, ofreciendo una oportunidad para mejorar la eficiencia y la celeridad 

en el manejo de los casos judiciales. Sin embargo, la implementación efectiva de estas herramientas 

requiere una consideración detallada de las buenas prácticas y una gestión cuidadosa de los desafíos 

asociados. 

Entre las buenas prácticas identificadas, la implementación de procedimientos rigurosos 

para la verificación y autenticación de las notificaciones es fundamental. Estos procedimientos 

aseguran que las notificaciones realizadas a través de WhatsApp sean válidas y confiables, 

reduciendo el riesgo de errores y fraudes. La conservación de evidencia y el registro detallado de 

las notificaciones también juegan un papel crucial en la garantía de transparencia y responsabilidad 

en el proceso judicial. Además, la capacitación y formación de los funcionarios judiciales en el uso 

de herramientas digitales son esenciales para asegurar que estos profesionales estén preparados 

para manejar las nuevas tecnologías de manera efectiva y ética. 

La experiencia comparada con Brasil y Argentina proporciona valiosas lecciones sobre 

cómo estructurar y regular la notificación judicial electrónica. En Brasil, el Consejo Nacional de 

Justicia ha establecido normas específicas que permiten el uso de aplicaciones de mensajería para 

notificaciones, bajo estrictas condiciones de seguridad y autenticidad. En Argentina, la Ley 26.685 

ofrece un marco para las notificaciones electrónicas, reafirmando la importancia de adaptar las 

normativas para integrar estas tecnologías de manera efectiva. Estas experiencias ofrecen un punto 
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de referencia útil para Colombia, sugiriendo que una regulación clara y detallada es crucial para el 

éxito de la implementación de WhatsApp en el ámbito judicial. 

No obstante, los desafíos persisten y requieren atención continua. La validez legal y el 

reconocimiento de las notificaciones electrónicas deben ser garantizados mediante un marco 

regulatorio sólido que contemple la autenticidad de los mensajes y la prevención de fraudes. La 

protección de datos y la seguridad de la información también son preocupaciones críticas, dado 

que el manejo de información sensible requiere estrictas medidas de seguridad para prevenir 

violaciones y garantizar la privacidad de las partes involucradas. Además, es esencial asegurar que 

el proceso de notificación sea accesible y equitativo para todas las partes, evitando que las barreras 

tecnológicas generen desigualdades en el acceso a la justicia. 

La implementación y adaptación de procedimientos judiciales para incorporar WhatsApp 

debe ser cuidadosamente planificada. Esto incluye la actualización de las normativas existentes, la 

definición clara de los procedimientos para la notificación electrónica, y la integración de 

mecanismos de verificación y control. La adaptación exitosa de estas prácticas también implica 

una evaluación continua de su efectividad y la disposición para realizar ajustes según sea necesario. 

En resumen, la notificación judicial a través de WhatsApp ofrece una vía prometedora para 

la modernización del sistema judicial colombiano, pero su implementación exitosa depende de una 

combinación de buenas prácticas y la superación de desafíos significativos. Un enfoque integral 

que incluya la formalización de un marco legal robusto, la capacitación adecuada de los 

funcionarios judiciales, y la atención a la protección de derechos y seguridad de la información, 

permitirá que la tecnología se utilice de manera efectiva para mejorar la justicia y la eficiencia en 

el sistema judicial. La integración de estas tecnologías digitales, cuando se maneja correctamente, 

puede transformar positivamente el proceso judicial, haciendo que sea más ágil, accesible y 

equitativo para todos los ciudadanos. 
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Para finalizar, el uso de la inteligencia artificial (AI) en nuestro sistema judicial Colombiano 

tiene un gran potencial para mejorar su eficiencia, lo cual, se debe aprovechar, con el fin de contar 

con una justicia transparente y con un alcance al acceso a la justicia. No obstante, todavía se 

encuentra etapas iniciales en muchas  áreas , algunas aplicaciones y oportininades  relevantes  que 

incluyen: Gestion de procesos judiciales, análisis y predicción de decisiones judiciales, acceso a la 

justicia , detención de corrupción y fraude , dilgitalizacion de sistema judicial. 

 

Los retos y preocupaciones que nos trae la AI , la ética y transparencia para evitar sesgos 

que puedan afectar la equidad en la judicia. La privacidad y seguridad con el fin de proteger los 

datos  manejados en los procesos, acceso desigual que debe garantizar la implementación de 

tecnología y no genere exclusión para quienes no tienen acceso a esta  herramienta y la capacitación 

a los jueces, abogados, operadores judiciales en el uso y compresión de herramientas basadas en la 

IA.
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